



	       

	Honorable Cámara de Diputados
 Provincia de Buenos Aires





El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de
Ley:

Trabajo policial de la provincia de Buenos Aires


Capítulo I
Disposiciones Generales
ARTÍCULO 1º.- Objeto. Establécese un régimen especial que regula los derechos, deberes y obligaciones del personal policial de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, incluido en los Subescalafones General y Comando de la Ley Nº 13.982 de “Personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires”.
ARTÍCULO 2º.- Exclusión. El personal de apoyo, no incluido en los Subescalafones General y Comando de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, se rige por el Estatuto y Escalafón para el Personal de la Administración Pública aprobado por Ley Nº 10.430 y modificatorias en todo aquello que no se oponga a lo establecido en la Ley Nº 13.982, y por las disposiciones sobre violencia laboral y salud y seguridad en el trabajo de la presente ley, conforme lo establezca la reglamentación. 
ARTÍCULO 3º.- Declaración. Considerando que atañe a la vida y a la seguridad de la población y, por ello, resulta de importancia trascendental, las actividades de las Policías de la Provincia de Buenos Aires son consideradas servicios esenciales y comprende tanto al personal policial como al personal de apoyo.

Capítulo II
Derechos, deberes y prohibiciones del personal policial
ARTÍCULO 4º.- Derechos. El personal policial tiene los siguientes derechos, sin perjuicio de los que, particularmente, acuerdan las leyes, decretos y resoluciones especiales: 
a. A una remuneración justa y proporcional en relación a sus responsabilidades y a la capacidad técnica que su función le exija;
b. A la estabilidad en el empleo de acuerdo con los plazos y requisitos establecidos por la normativa vigente;
c. A una carrera policial en igualdad de oportunidades que comprenda un proceso de capacitación permanente y continua para la adquisición y mejora de competencias policiales, criterios de ingreso y selección, y un sistema de promoción basado en la evaluación de desempeño y la capacitación;
d. A un procedimiento disciplinario para faltas graves que se instruya ante un organismo externo e independiente de las Policías, observando las garantías establecidas en los artículos 18, 19 y cc. de la Constitución Nacional;
e. A la protección de la vida, la integridad física y la seguridad, para lo cual se les garantiza:
1. Ejercer sus funciones en condiciones materiales de seguridad y salud en el trabajo;
2. Recibir la asignación de los recursos materiales y equipamiento necesarios para cumplir con las labores operacionales correspondientes;
f. Actuar en operaciones policiales planificadas y controladas;
g. A un horario laboral acorde al tipo de función policial, un régimen de descanso y vacaciones proporcionales a dichas tareas;
h. A oponerse a órdenes manifiestamente ilegales, no pudiéndose aplicar medida disciplinaria o administrativa alguna al funcionario que rehúsa una orden ilegal o violatoria de derechos humanos;
i. A no recibir un tratamiento diferenciado por motivos de raza, etnia, género, identidad de género o su expresión, sexo, orientación sexual, religión o creencias, situación familiar, nacionalidad por origen u opción, estado civil, edad, color de piel, ideología, opinión política o gremial, lengua o idioma, filiación, embarazo, discapacidad, lugar de residencia, estado de salud, aspecto físico, origen social, condición socioeconómica, antecedentes penales y trabajo u ocupación. Esta enunciación no es taxativa y pueden incluirse otros motivos que tengan un carácter comparable a los expresamente reconocidos, especialmente cuando reflejen la experiencia de grupos sociales histórica o actualmente vulnerados;
j. A expresar libremente sus opiniones, asociarse con fines útiles para la defensa de sus intereses y a afiliarse, no afiliarse o desafiliarse a asociaciones sindicales, conforme lo determine la norma especial;
k. A percibir las asignaciones y/o subsidios familiares de acuerdo a la legislación vigente en la materia;
l. A las licencias, franquicias y justificaciones previstas en la normativa vigente, en las condiciones que determina el régimen profesional de los trabajadores policiales;
m. A los servicios médico-asistenciales y sociales para sí y para los familiares a cargo en la forma que determinan las normas vigentes;
n. A la provisión de medicamentos necesarios, de aparatos de prótesis y/u ortopedia, debiendo renovarlos o reponerlos cuando su uso normal así lo requiera o fueran superados por nuevas tecnologías, y todo otro equipamiento para el uso en el hogar o en vehículos, a cargo del Estado, hasta la total curación de las lesiones o enfermedades contraídas durante o por motivos de actos propios de la función de policía de seguridad; así como el pago de la asistencia permanente de otra persona, cuando ello fuera necesario;
o. A la asistencia psicológica permanente y gratuita, propia y del grupo familiar por la afección que le pudiere haber ocasionado el servicio público de policía; y
p. A los beneficios previsionales que garanticen una adecuada calidad de vida del personal una vez producido el retiro, por las causas y en las condiciones que establezca el régimen profesional vigente.
ARTÍCULO 5º.- Deberes. Son deberes del personal policial, sin perjuicio de los que, particularmente, imponen las normas especiales:
a. Intervenir frente a situaciones o conflictos que pudieren resultar constitutivos de delitos o faltas dentro de su horario de trabajo;
b. Intervenir para proteger las libertades y derechos de las personas ante hechos lesivos de dichas libertades y derechos;
c. Prestar apoyo a todo personal policial cuando le sea requerido o fuera necesaria su intervención;
d. Utilizar exclusivamente el arma provista u homologada por la institución durante la jornada laboral sólo en los casos y en la forma prevista en las leyes, de acuerdo con los principios básicos de actuación;
e. Actuar en el cumplimiento de sus funciones con neutralidad e imparcialidad y sin discriminación;
f. Desempeñarse con la integridad inherente al ejercicio de su función, absteniéndose de todo acto de corrupción;
g. Impedir y abstenerse de ejercitar práctica abusiva alguna, entrañe o no violencia física o moral;
h. Organizar y desarrollar sus funciones y actividades sobre la base de los principios de eficiencia y eficacia, transparencia institucional y rendición de cuentas ante las autoridades competentes e instancias sociales de participación y control;
i. Desempeñar eficaz y responsablemente las tareas inherentes al cargo o función que ocupe;
j. Guardar reserva, aún después del retiro del servicio activo, de todo asunto que se relacione con el servicio policial, salvo requerimiento judicial;
k. Cuidar y mantener en buen estado de uso y aprovechamiento los recursos materiales y recursos provistos por la institución para el desempeño de la labor policial;
l. Ejercer únicamente fuera del horario de trabajo, de forma pacífica, sin portar armamento reglamentario o propio ni vestir uniformes, los derechos de asociación, reunión y manifestación en defensa de sus intereses profesionales;
m. Presentar y actualizar la declaración jurada de sus bienes y las modificaciones que se produzcan en su situación patrimonial y en la de su cónyuge conforme la legislación especial vigente; y
n. Cumplir con los preceptos establecidos en el Código de Conducta para Funcionarios Encargados de hacer cumplir la Ley, aprobado por la Resolución 34/169 de la Organización de las Naciones Unidas el 17 de Diciembre de 1979 y adoptado por el artículo 22 de la Ley Nacional Nº 24.059, como así también toda otra norma que de similar o superior jerarquía se dicte sobre la materia.
ARTÍCULO 6º.- Prohibiciones. Al personal policial le está prohibido:
a. Utilizar informaciones o antecedentes logrados en el servicio policial para algún fin ajeno al mismo;
b. Aceptar dádivas, obsequios u obtener ventajas de cualquier índole con motivo o en ocasión del desempeño de sus funciones;
c. Patrocinar trámites y gestiones administrativas o judiciales referentes a asuntos de terceros vinculados con las Policías de la provincia de Buenos Aires;
d. Desempeñar otros cargos, funciones o empleos en la administración pública nacional, provincial o municipal, excepto el ejercicio de la docencia en la forma que establezca la reglamentación;
e. Proveer o contratar directa o indirectamente, en forma habitual u ocasional con la Administración Pública provincial;
f. Integrar sociedades proveedoras o contratistas de la Administración Pública provincial, como tampoco venderles bienes, prestarles servicios ni representarlas; y
g. Prestar servicios por sí, por conducto de empresas o sociedades, directa o indirectamente a personas físicas o jurídicas relacionadas con la actividad policial, ad honorem o bajo cualquier modalidad.
h. Desarrollar actividades lucrativas o de cualquier otro tipo incompatibles con el desempeño de las funciones policiales.
ARTÍCULO 7º.- Cese del deber de intervención. El deber del personal policial de intervenir para evitar cualquier tipo de situaciones o conflictos que pudieren resultar constitutivos de delitos o faltas rige únicamente su horario de trabajo.
Cuando el personal policial se encuentre fuera del horario de trabajo y tome conocimiento sobre situaciones que requieran intervención policial tiene el deber de dar aviso inmediatamente a personal policial en servicio y/o al Servicio de Atención Telefónica de Emergencias, no está obligado a identificarse como tal ni a intervenir. En dicha instancia, le queda vedado el uso del armamento reglamentario provisto u homologado.

Capítulo III
Derecho a la agremiación y a la negociación colectiva

Sección I
Principios generales
ARTÍCULO 8º.- Libertad sindical y agremiación. Alcance. El personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires comprendido en la presente ley goza del derecho de libertad sindical conforme a la normativa de aplicación en la materia y a las disposiciones de la presente ley, y puede afiliarse a la asociación sindical única que nuclee al personal policial de las Policías de la Provincia de Buenos Aires.
ARTÍCULO 9º.- Defensa de los intereses de los trabajadores. La asociación sindical única debe defender los intereses de sus representados, incluyendo condiciones de vida y de trabajo, bregando por la remoción de los obstáculos que dificulten la realización plena del trabajo, y canalizando pedidos en torno a los siguientes temas:
a. Mejora en las remuneraciones, duración de la jornada laboral;
b. Adecuados elementos de trabajo y equipamiento;
c. Formación y capacitación del personal policial;
d. Reclamos en relación a deficiencias del sistema de seguridad social; y
e. Cualquier otra inquietud propia del servicio policial.
ARTÍCULO 10.- Derechos sindicales. El personal policial goza de los siguientes derechos sindicales:
a. Afiliarse a la asociación sindical única, no afiliarse o desafiliarse;
b. Reunirse y desarrollar actividades sindicales, fuera el horario de trabajo y siempre que no afecte la prestación del servicio policial;
c. Peticionar ante las autoridades y los empleadores; y
d. Participar en la vida interna del sindicato, elegir libre y democráticamente a sus representantes, ser elegidos y postular candidatos.
ARTÍCULO 11.-Derechos del sindicato. La asociación sindical única tiene derecho a:
a. Negociar los convenios colectivos con la autoridad competente, una vez obtenida su personería gremial;
b. Dictar sus estatutos con arreglo a la normativa vigente y a lo que disponga la autoridad competente en materia de fiscalización de las asociaciones sindicales de trabajadores;
c. Formular su programa de acción;
d. Realizar todas las actividades lícitas en defensa del interés de los trabajadores. En especial, ejercer el derecho a negociar colectivamente, el de participar, y el de adoptar demás medidas legítimas de acción sindical, con las limitaciones establecidas en la presente ley;
e. Formular propuestas y elevar informes o dirigir peticiones a las autoridades competentes; y
f. Ejercer la representación de sus afiliados ante los órganos competentes de la Administración Pública.
ARTÍCULO 12.- Requisitos para integrar órganos directos. Para integrar los órganos directivos de la asociación sindical única se requiere:
a. No tener inhibiciones civiles, penales ni administrativas, ni encontrarse en situación de disponibilidad o retiro;
b. No estar a cargo de una dependencia ni ocupar un cargo orgánico o funcional dentro de la estructura policial, y
c. Estar afiliado/a, tener dos (2) años de antigüedad en la afiliación y encontrarse desempeñando la función policial durante dos (2) años que deben computarse de modo acumulativo no continuo.
ARTÍCULO 13.- Democracia interna. La asociación sindical única debe garantizar la efectiva democracia interna. Sus estatutos deben asegurar:
a. Una fluida comunicación entre los órganos internos de la asociación y sus afiliados;
b. Que los delegados a los órganos deliberativos obren con mandato de sus representados y les informen luego de su gestión;
c. La efectiva participación de todos los afiliados en la vida de la asociación, garantizando la elección directa y secreta de los integrantes de los cuerpos directivos en los sindicatos locales y seccionales, los que no pueden ser reelegidos por más de un período;
d. La representación de las minorías en los cuerpos deliberativos mediante sistemas de representación proporcional con piso que no exceda del cinco por ciento (5%) del total de votos emitidos.
ARTÍCULO 14.- Prohibición de ayuda económica. La asociación sindical única no puede recibir fondos de personas físicas ni jurídicas, sean estas públicas, privadas, nacionales o extranjeras. Esta prohibición no alcanza a los aportes que el empleador efectúe en virtud de normas legales o convencionales.
ARTÍCULO 15.- Participación en organizaciones de grado superior. La asociación sindical única puede participar de organizaciones sindicales de segundo o tercer grado, así como también de organizaciones internacionales de su mismo carácter, ya sea mediante una afiliación activa o plena a la organización internacional de que se trate o en calidad de observador, adherente o figura similar que no importe una afiliación activa o plena a la misma.
ARTÍCULO 16.- Prohibiciones comunes. Queda vedado a la asociación sindical única e igualmente al personal policial, en forma individual o colectiva, la adopción de medidas de acción directa de cualquier naturaleza que impliquen:
a.    Tomar los lugares de trabajo, dentro o fuera del horario laboral;
b. Negarse a cumplir sus funciones de modo que ello importe dejar de prestar o afectar la prestación esencial del servicio policial en forma parcial o total;
c. Cumplir sus funciones bajo las modalidades “a reglamento”, con lentitud por razones reglamentarias o análogas, en tanto importen la paralización o interrupción total o parcial de la prestación del servicio esencial de seguridad;
d. Movilizarse, manifestar o peticionar en horario laboral, o con uniforme reglamentario o portando armamento reglamentario o propio.
El personal policial que adopte alguna de estas medidas de acción directa es pasible de cesantía o exoneración, según la gravedad de la falta, sin perjuicio de las sanciones que correspondan conforme lo previsto por el Código Penal.
ARTÍCULO 17.- Fuero sindical. Alcance. Los representantes gremiales de los trabajadores policiales gozan del derecho a la tutela sindical conforme a la legislación vigente. El ejercicio del ius variandi fundado en razones propias del servicio policial, y siempre limitado a éste, no constituye modificación a las condiciones de trabajo que requiera autorización judicial previa y puede ser dispuesto por el funcionario competente sin más limitación que la observancia de las formas procedimentales establecidas, y debe ser acatado por el trabajador policial.
El representante gremial que considere que no se han cumplido las formas establecidas no puede negarse a cumplir la orden impartida, sin perjuicio de los reclamos que puede formular libremente conforme a la legislación vigente.
Artículo 18.- Reuniones y asambleas. Se encuentra permitida la celebración de reuniones o asambleas sindicales en locales oficiales, fuera de las horas de trabajo y sin perturbar la marcha del servicio, con autorización previa del jefe de la dependencia, que solo puede denegarla cuando considere que el servicio puede verse afectado.


Sección II
Negociación colectiva
ARTÍCULO 19.- Partes. Son partes de la negociación colectiva en materia de trabajo policial:
a. Por los trabajadores, la asociación sindical única; y
b. Por el empleador, las máximas autoridades de los Ministerios o dependencias equivalentes a cargo de los asuntos públicos de la seguridad y el trabajo en la provincia de Buenos Aires.
ARTÍCULO 20.- Comisión Paritaria. Creación. Créase la Comisión Paritaria Permanente de aplicación, reglamentación e interpretación del régimen de trabajo policial establecido por la presente ley.
ARTÍCULO 21.- Comisión Paritaria. Integración. La Comisión Paritaria Permanente debe estar integrada por dieciocho (18) miembros; nueve (9) designados y removidos por la asociación sindical única que nuclee al personal policial de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, y nueve (9) por el Poder Ejecutivo.
ARTÍCULO 22.- Comisión Paritaria. Misión. La Comisión Paritaria Permanente tiene las siguientes funciones y atribuciones:
a. Efectuar el seguimiento de la presente ley y emitir recomendaciones, observaciones e informes para mejorar su aplicación;
b. Dictar, con el voto afirmativo de las dos terceras partes de sus miembros, las normas reglamentarias, complementarias y de aplicación del presente régimen de Trabajo Policial, cuya validez queda sujeta a la aprobación por Decreto del Poder Ejecutivo;
c. Interpretar con alcance general las normas del presente estatuto, con el voto afirmativo de las dos terceras partes de sus miembros;
d. Dictar normas específicas relacionadas con las condiciones, ambiente, seguridad y salud en el trabajo en el ámbito de las Policías de la provincia de Buenos Aires;
e. Velar por el cumplimiento del presente régimen especial de derechos, deberes y obligaciones de los trabajadores de las Policías de la provincia de Buenos Aires y de las normas dictadas en su consecuencia;
f. Ejercer las restantes funciones y atribuciones establecidas en la presente ley y las que expresamente le asigne el Poder Ejecutivo en el marco de su potestad reglamentaria.
ARTÍCULO 23.- Orden público laboral. Los derechos reconocidos al personal policial en la presente ley tienen el carácter de mínimo irrenunciable y pueden ser ampliados o mejorados vía reglamentaria.

Capítulo IV
Violencia Laboral
ARTÍCULO 24.- Ámbito de aplicación. El Poder Ejecutivo debe desarrollar acciones y adopta medidas administrativas para la prevención, control, sanción y erradicación de cualquier forma de violencia laboral en el ámbito de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, que comprenden a todas las relaciones laborales independientemente de su carácter permanente o transitorio o del tipo de contratación que la origine.
Las disposiciones del presente Capítulo tienen carácter de norma especial y complementan lo dispuesto en la Ley Nº 13.168 modificada por Ley Nº 14.040 y en la Ley Nº 12.764.
ARTÍCULO 25.- Sujetos comprendidos. Las acciones y medidas que adopta deben procurar y mantener condiciones adecuadas de salud y seguridad en los lugares de trabajo a fin de evitar situaciones de violencia laboral y acoso sexual.
ARTÍCULO 26.- Violencia Laboral. Se entiende por violencia laboral a las acciones ejercidas de manera recurrente sobre una trabajadora o un trabajador, en el lugar de trabajo o con motivo de éste, que atenten contra su dignidad, integridad física, sexual, psicológica, intelectual o social.
ARTÍCULO 27.- Acoso Sexual. Se entiende por violencia laboral mediante acoso sexual a la ejercida sobre la trabajadora o el trabajador de manera directa mediante actos, comentarios, proposiciones o conductas con connotación sexual, no consentidas por la víctima, que impliquen de manera expresa o tácita la amenaza de causarle un perjuicio en caso de negativa.
ARTÍCULO 28.- Violencia contra las Mujeres. Se entiende por violencia laboral contra la mujer toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, así como también su seguridad personal, conforme lo establece la Ley Nacional 26.485 de Protección Integral a las Mujeres, de aplicación por adhesión dispuesta por Ley Nº 14.407, y de acuerdo a los tipos y modalidades allí previstas.
ARTÍCULO 29.- Acciones aisladas. Las acciones o conductas aisladas pueden ser consideradas violencia laboral cuando, por su gravedad, no resulte necesaria su recurrencia para afectar la dignidad en los términos dispuestos precedentemente.
ARTÍCULO 30.- Sanción. Debe ser considerada falta grave en el ejercicio de las funciones y causal de mal desempeño de las mismas la comisión por agente o funcionario público de alguno de los actos de violencia laboral establecidos precedentemente.
El agente o funcionario responsable debe ser sancionado con penas que se graduarán desde la suspensión hasta la exoneración, de acuerdo con la gravedad de la falta y los perjuicios ocasionados, conforme lo establezca la reglamentación, y sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que corresponda.

Capítulo V
Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo
ARTÍCULO 31.- Creación y misión. Créase la Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo de las Policías de la Provincia de Buenos Aires que tiene por misión la adopción de medidas, en un marco de diálogo, para promover, mantener y desarrollar acciones de prevención de la salud y seguridad en el ámbito laboral, de disminución de los riesgos asociados a la labor y mejora continua del ambiente y condiciones de trabajo.
ARTÍCULO 32.- Funciones y atribuciones. La Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo tiene las siguientes funciones y atribuciones:
a. Promover y desarrollar un ámbito de permanente cooperación, debate y acuerdo a fin de contribuir a la salud laboral y a prevenir los riesgos inherentes y en el trabajo, organizando su labor en grupos temáticos;
b. Elaborar y participar en el debate de proyectos normativos o programas relativos a la salud, la higiene, la seguridad y las condiciones en el trabajo, velando por el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias de aplicación;
c. Emitir opiniones, recomendaciones u observaciones, de oficio o a solicitud de autoridad competente o persona legitimada, en relación a sus funciones, especialmente para favorecer la observancia de la normativa vigente y las políticas de salud y seguridad en el empleo público;
d. Cooperar e intercambiar información, opiniones y recomendaciones con la Comisión Mixta de Salud y Seguridad en el Empleo Público (CoMiSaSEP) establecida por Ley Nº 14.226, y coordinar acciones y programas cuando ello resultare conveniente;
e. Diseñar políticas y acciones y proponer actividades y programas de formación y capacitación y de asistencia técnica para fortalecer las capacidades institucionales que contribuyan mejorar las condiciones y el ambiente laboral; 
f. Formular, programar y realizar actividades de difusión e información en materia de riesgos ocupacionales generales y propios de la actividad, y para la adopción de medidas de prevención, control o eliminación de los mismos, diseñando programas especiales orientados a los grupos de mayor vulnerabilidad;
g. Organizar y mantener un sistema de información estadístico en materia de salud y seguridad en el trabajo, a cuyo efecto puede acceder a los datos que surjan de los exámenes de salud que se les realizan a los trabajadores y a los que recojan información sobre los daños a la salud o integridad psicofísica que sufra el personal, guardando la debida confidencialidad;
h. Realizar periódicamente relevamientos destinados a la detección, evaluación, control y eliminación de riesgos, a cuyo efecto puede efectuar el seguimiento de las actividades de prevención y mejora continua de condiciones de trabajo que se lleven a cabo en las Policías de la provincia;
i. Fomentar acciones de autocuidado de la salud y protección de la vida, promoviendo la cooperación para la adecuada caracterización de los riesgos ocupacionales propios de la seguridad pública mediante diagnósticos y la formulación de Planes Anuales de Prevención;
j. Evaluar periódicamentela ejecución de los Planes Anuales de Prevención para los lugares de trabajo, elaborar un Informe Anual de resultados y proponer las modificaciones o correcciones que estime necesarias;
k. Impulsar acciones de sensibilización, capacitación y formación para prevenir conductas discriminatorias en razón de raza, etnia, género, identidad de género o su expresión, sexo, orientación sexual, religión o creencias, situación familiar, nacionalidad por origen u opción, estado civil, edad, color de piel, ideología, opinión política o gremial, lengua o idioma, filiación, embarazo, discapacidad, lugar de residencia, estado de salud, aspecto físico, origen social, condición socioeconómica, antecedentes penales y trabajo u ocupación en el ámbito de las Policías de la provincia;
l. Establecer y mantener un servicio de asesoramiento, contención y orientación de las víctimas de violencia laboral y facilitar el acceso a los dispositivos de prevención establecidos a fin de evitar situaciones de violencia laboral;
m. Aprobar el procedimiento interno para el trámite de sumarios por causa de violencia laboral que garantice la confidencialidad, discreción, y resguardo absoluto de la identidad de todos los involucrados;
n. Requerir el asesoramiento y la colaboración técnica de organismos e instituciones públicas o privadas, organizaciones no gubernamentales, especialistas o profesionales con experiencia en la temática;
o. Acceder a la información y resultados de toda inspección, investigación o estudio llevado a cabo por los profesionales o técnicos que dispongan las autoridades en materia de salud y seguridad en el trabajo;
p. Desarrollar, por sí o por terceros, investigaciones específicas o generales en la materia de su competencia, orientadas a la adopción de medidas destinadas a la prevención de riesgos y mejoramiento de condiciones de trabajo, poniendo en conocimiento de las autoridades competentes las deficiencias que encontrare, solicitando correlativamente la adopción de acciones correctivas tendientes a la eliminación o control de los riesgos ocupacionales; y
q. Solicitar la intervención directa del Ministerio de Trabajo o sus reparticiones dependientes en aquellos casos en que se encuentre en riesgo la salud o la seguridad en el trabajo o ante la detección de incumplimientos de las normas legales o reglamentarias de aplicación, comunicándole inmediatamente la necesidad de disponer la paralización de las tareas en caso de detectar peligro grave e inminente para la salud, al integridad física o la vida de los trabajadores.
ARTÍCULO 33.- Integración. La Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo debe estar integrada por cuarenta y ocho miembros (48) miembros, según la siguiente integración:
a. Dieciséis (16) funcionarios designados por el Poder Ejecutivo;
b. Cuatro (4) Senadores y cuatro (4) Diputados elegidos por las respectivas Cámaras en representación del Poder Legislativo; y
c. Veinticuatro (24) delegados elegidos en forma directa, voluntaria, secreta y universal por el personal policial.
Los representantes duran dos (2) años en sus funciones y pueden ser removidos por las causales de mal desempeño que establece la reglamentación.
ARTÍCULO 34.- Organización del trabajo. La Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo conforma cada dos (2) años, en oportunidad de la renovación de su integración, cuatro (4) Grupos Temáticos de Trabajo integrados por doce (12) miembros, cuatro (4) funcionarios representantes del Poder Ejecutivo, un (1) Senador, un (1) Diputado y seis (6) representantes de los trabajadores, respectivamente. Ningún miembro de la Comisión puede integrar más de un grupo de trabajo.
Sin perjuicio de lo dispuesto en la reglamentación, el Plenario adopta el Reglamento Interno que establece, como mínimo, la modalidad de elección de autoridades, pautas de funcionamiento, forma de convocatoria a reuniones, derechos y obligaciones de sus miembros, tratamiento de los asuntos, orden de la palabra, registro de reuniones y resoluciones y publicidad de sus actos.
ARTÍCULO 35.- Plenario y Grupos de Temáticos de Trabajo. La Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo sesiona:
a. Como mínimo, una vez al mes en Plenario con quórum de dos tercios del total de sus miembros, y adopta sus resoluciones por el voto de la mayoría absoluta de los presentes, excepto que se establezca una mayoría superior por vía legal o reglamentaria para determinados asuntos; y
b. Con la periodicidad que disponga el Plenario, en Grupos de Trabajo temáticos con quórum de la mitad más uno del total de sus miembros, que adoptan recomendaciones, aprueban o solicitan informes y emiten dictámenes en la materia de su competencia, por el voto de la mayoría absoluta del total de sus miembros, excepto que se establezca una mayoría superior por vía legal o reglamentaria.
El Plenario y los Grupos de Trabajo no sesionan durante los recesos de estival e invernal, sin perjuicio que pueden ser convocados en casos de necesidad o urgencia.
ARTÍCULO 36.- Grupos de Trabajo. Temáticas. Los Grupos de Trabajo abordan las siguientes temáticas específicas:
a. Ambiente y organización del trabajo;
b. Atención y promoción de la salud y enfermedades profesionales;
c. Condiciones y relaciones laborales; y
d. Prevención y atención de las violencias.
ARTÍCULO 37.- Procedimiento de integración. Los miembros de la Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo son seleccionados conforme al siguiente procedimiento:
a. El Poder Ejecutivo designa a dieciséis (16) funcionarios como titulares y otros tantos suplentes, procurando la representación de las diferentes áreas de Gobierno con competencia en materia de salud y seguridad en el trabajo;
b. Los Presidentes de las Cámaras de Senadores de Diputados designan cada uno a ocho (8) legisladores, cuatro (4) en calidad de titulares y otros cuatro (4) en calidad de suplentes, indicando al titular que reemplazan, procurando en lo posible reflejar la composición de cada Cámara;
c. Los trabajadores policiales deben elegir a los veinticuatro (24) delegados titulares y sus suplentes a simple pluralidad de sufragio, en circunscripciones uninominales que se conforman dividiendo el total del personal que reviste en las Policías de la provincia por la cantidad de delegados a elegir, organizando las unidades, servicios, áreas o reparticiones por proximidad geográfica, de acuerdo a lo establecido en la reglamentación, pudiendo presentarse libremente la cantidad de listas de candidatos que reúnan como mínimo el aval del tres por ciento (3%) de los trabajadores de la circunscripción por la que se postule y dentro de la cual deben estar destinados o cumplir funciones, pudiendo ser reelectos sólo por un período.

Capítulo VI
Defensoría del policía
ARTÍCULO 38.- Creación y misión. Créase la Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires que tiene por misión la defensa, protección y promoción integral de los derechos humanos y demás derechos e intereses individuales, colectivos y difusos del personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires tutelados en la Constitución Nacional, la Constitución de la provincia de Buenos Aires, las leyes y las reglamentaciones frente a los actos, hechos u omisiones de la administración.
ARTÍCULO 39.-Dependencia. La Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires depende en forma directa de la máxima autoridad del ministerio a cargo de la gestión de los asuntos de la seguridad pública.
ARTÍCULO 40.-Dirección y designación. La Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires es dirigida por el Defensor del Policía de la Provincia de Buenos Aires, quien no debe ser ni debe haber sido personal policial. Es designado por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado prestado en sesión con el voto afirmativo de dos tercios de los miembros presentes.
ARTÍCULO 41.-Competencia. En el ejercicio de sus funciones, la Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires es competente para:
a. [bookmark: h.gjdgxs]Adoptar medidas para la protección de los derechos del personal policial, y proponer mecanismos de salvaguarda de los mismos, velando por el cumplimiento de las leyes, reglamentos y disposiciones a fin de evitar la vulneración de cualquiera de sus derechos en ejercicio de la función policial o derivada de ella, ya sea por actos, hechos u omisiones de la administración;
b. Difundir entre los miembros del personal policial el conocimiento de los derechos que le asisten, impulsando una cultura de respeto a los derechos y deberes inherentes al personal policial;
c. Proponer a la Auditoria General de Asuntos Internos la realización de las actuaciones necesarias para esclarecer responsabilidades administrativas en las cuales hayan podido incurrir funcionarios en perjuicio de los derechos del personal policial;
d. Proponer reformas a las normas aplicables al personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires;
e. Atender reclamos y peticiones formuladas por el personal policial en relación a la amenaza o vulneración de sus derechos;
f. Realizar estudios y análisis, formular recomendaciones de alcance general o particular y plantear mecanismos de solución o correctivos con miras a garantizar la aplicación de la normativa vigente;
g. Proponer medidas a fin de que no exista discriminación en el ingreso y ni durante desarrollo de la carrera policial;
h. Disponer el seguimiento y evaluación de las medidas adoptadas por los órganos pertinentes respecto de las recomendaciones y mecanismos planteados por la Defensoría del Policía;
i. Tener acceso a las faltas disciplinarias y sumarios administrativos del personal policial;
j. Elaborar cuadros de situación periódicos de las Policías de la Provincia de Buenos Aires en materia de discriminación y efectiva vigencia de los derechos del personal policial, a los efectos de producir lineamientos estratégicos, preventivos y correctivos en la materia; y
k. Realizar un informe de gestión anual en la materia de mecanismos de protección de derechos del personal policial.
ARTÍCULO 42.-Legitimación procesal. La Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires tiene legitimación procesal y autonomía funcional, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad.
ARTÍCULO 43.-Convenios de colaboración. La Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires puede propiciar convenios de colaboración y asistencia recíproca con organismos públicos y organizaciones no gubernamentales, para el abordaje y tratamiento de los temas inherentes al goce efectivos de los derechos humanos del personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires.
ARTÍCULO 44.-Colaboración con otros organismos. La Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires puede solicitar la colaboración de otros organismos, tanto nacionales, provinciales o internacionales a fin de obtener información que permita llevar a cabo medidas de carácter preventivo y correctivo necesarias para la efectiva y plena vigencia de los derechos inherentes al personal policial.
ARTÍCULO 45.-Obligación del personal. El personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires tiene la obligación de realizar informes y prestar la colaboración debida a los miembros de la Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires para el eficaz cumplimiento de su objetivo.
ARTÍCULO 46.-Inhabilidades absolutas. No pueden formar parte de la Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires quienes registren antecedentes por violaciones a los derechos humanos que figuren en los registros de la Secretaria de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y/o en los registros de organismos o dependencias públicas existentes a nivel nacional y/o provincial o, quienes hayan sido condenados por acciones reputadas como violatorias de aquellos derechos. Del mismo modo, no pueden formar parte de la Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires quienes, habiendo pertenecido a las fuerzas de seguridad hayan cometido infracciones a lo preceptuado en los artículos 21 y 22 de la Ley Nº 24.059.
ARTÍCULO 47.- Tareas vedadas. El personal de la Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires no puede, por sí o por terceros, patrocinar trámites o gestiones administrativas referentes a asuntos de terceros que se vinculen con sus funciones, ni representar, patrocinar a litigantes o intervenir en cuestiones judiciales y/o extrajudiciales contra la Administración Pública Provincial.
ARTÍCULO 48.-Organización. La Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires se organiza con personal idóneo designado por la máxima autoridad del ministerio a cargo de la gestión de los asuntos de la seguridad pública. En caso de excepción,pueden designarse aquellos funcionarios de las Policías de la Provincia de Buenos Aires que en virtud de su capacitación específica sean estrictamente necesarios.
ARTÍCULO 49.-Requisito de permanencia. En virtud de las funciones que debe desarrollar la Defensoría del Policía de la Provincia de Buenos Aires se debe garantizar la permanencia de los efectivos policiales convocados en tanto dure su idoneidad para la tarea encomendada.

Capítulo VII
Disposiciones complementarias
ARTÍCULO 50.- Derogaciones. Deróganse:
a. Los artículos 2º, 5º inciso c), 10, 11, 12 y 31 de la Ley Nº 13.982;
b. Los artículos 31, 34, 35, 38, 42 inciso b), 152, 192 inciso e), 193 inciso f), 194 inciso c), 201 incisos c), d) y e), 202 incisos d) y e), y 205 inciso m) del Decreto Nº 1050 de fecha 3 de julio de 2009; y
c. El Decreto 179 de fecha 26 de marzo de 2012.
ARTÍCULO 51.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo debe dictar y adecuar la reglamentación de la presente ley y de la Ley Nº 13.982 que en conjunto conforman el régimen único y especial del personal de las Policías de la provincia de Buenos Aires, quedando autorizado para aprobar el correspondiente texto ordenado.
ARTÍCULO 52.- Equivalencias. La siguiente tabla de correlación de derechos, deberes y prohibiciones debe emplearse a los fines de la aplicación de lo dispuesto en los artículos 20, 24, 33, 45 y 73 de la Ley Nº 13.982:
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Fundamentos
Señor Presidente:
Este proyecto de ley aborda la problemática actual de las Policías de la provincia de Buenos Aires en relación a las condiciones y medio ambiente de trabajo[footnoteRef:2] y los mecanismos de representación de los intereses profesionales de sus integrantes relacionados con sus legítimas demandas laborales. En función de ello, se propone un plexo normativo que dota de nuevos derechos, deberes y obligaciones a los trabajadores y las trabajadoras policiales de la provincia de Buenos Aires y se establecen ámbitos institucionales para canalizar sus legítimas demandas. [2:  Según Julio César Neffa, las condiciones y medio ambiente de trabajo “están constituidas por los factores socio-técnicos y organizacionales del proceso de producción implantado en el establecimiento (o condiciones de trabajo) y por los factores de riesgo del medio ambiente de trabajo”.En su conjunto, “ambos grupos de factores constituyen las exigencias, requerimientos y limitaciones del puesto de trabajo, cuya articulación sinérgica o combinada da lugar a la carga global del trabajo prescripto” (en NEFFA, Julio César,¿Qué son las condiciones y medio ambiente de trabajo? Propuesta de una nueva perspectiva, Editorial Humanitas-CEIL, Buenos Aires, 1988, p. 48)] 

Conocer y comprender las problemáticas laborales de los trabajadores y trabajadoras policiales, y proponer un abordaje integral de las mismas desde la política, es decir, desde las estructuras gubernamentales y desde el parlamento, tiene una relevancia social e institucional indiscutible tanto en Argentina como, particularmente, en la provincia de Buenos Aires. A lo largo de los últimos años, han sido recurrentes los conflictos policiales originados por demandas de carácter laboral que se convirtieron en un serio problema político e institucional. Ello ha sido evidente en diciembre de 2013, cuando en veinte de las veintitrés provincias argentinas se desarrollaron protestas policiales de variada intensidad y duración, todas ellas originadas en demandas laborales, independientemente del carácter que posteriormente adquirieron algunos de esos atritos.
Dichos conflictos han tenido lugar en un contexto determinado y son consecuencia de una situación específica: lospolicías son un colectivo de trabajadores en situación de vulnerabilidad debido a que desempeñan su labor en condiciones laborales altamente deterioradas. Es decir, el trabajo policial es una de las actividades más precarizadas del empleo público. Asimismo, la posibilidad de conformar organizaciones sindicales para defender los intereses profesionales de los trabajadores policiales se encuentra vedada, lo que ha favorecido la proliferación de diferentes formas de asociativismo policial como mecanismo de representación alternativo al sindicato.
En este marco, en la provincia de Buenos Aires también se han registrado recientemente conflictos policiales derivados de las condiciones de trabajo precarizadas de los policías provinciales. Ello ha dado lugar a la conformación de distintos tipos de asociaciones con la aspiración de constituirse “de hecho” en mecanismos de representación y organización colectiva de los trabajadores policiales. Estos grupos, además, vienen reclamando algún tipo de reconocimiento legal de parte de las autoridades gubernamentales para actuar ante ellas como interlocutores de los reclamos laborales de los policías trabajadores. Ante esta petición, el silencio y la pasividad gubernamental resultan llamativos.
Las dimensiones de las policías de la provincia de Buenos Aires magnifican el problema. Se trata del sistema policial más numeroso y diversificado del país.[footnoteRef:3] En julio de 2014, la dotación total del personal de las policías provinciales comprendía 61.449 cargos ocupados, de los cuales 52.988 –el 86 % del total- pertenecían a los Subescalafones “General” y “Comando” abocados al desarrollo de labores de apoyo y operacionales en materia de seguridad. El resto era personal administrativo. [3: La Ley 13.482 de “Unificación de las normas de organización de las Policías de la Provincia de Buenos Aires” fue sancionada y promulgada en 2006 y establece la “la composición, funciones, organización, dirección y coordinación de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, conforme a criterios de desconcentración y descentralización” (artículo 1º), De acuerdo con el “principio de especialización”, el sistema policial provincial comprende una serie de servicios policiales –“policías y organismos”- nucleados en diferentes “áreas”. En el “área de las Policías de Seguridad”, se ubican las “Policías de Seguridad de Distrito”; las “Policías de Seguridad Comunal”; la “Policía de Seguridad Vial”; la “Policía de Seguridad de Custodia de Objetivos Fijos, Personas y Traslado de Detenidos”; la “Policía de Seguridad Buenos Aires 2”; la “Policía de Seguridad Siniestral”; la “Policía de Seguridad de Servicios y Operaciones Aéreas”; y “todas las Superintendencias, las Jefaturas Departamentales de Seguridad y los demás organismos y unidades policiales de seguridad actualmente existentes y las que se determinaren, dependientes de cada una de las Policías de Seguridad”. En el “área de las Policías de Investigaciones”, se sitúan la “Policía de Investigaciones en Función Judicial”; la “Policía de Investigaciones de Delitos Complejos”; la “Policía de Investigaciones del Tráfico de Drogas Ilícitas”; la “Policía Científica”; el “Registro de Antecedentes”; y todas las Superintendencias, y los demás organismos y unidades policiales de investigaciones actualmente existentes y los que se determinaren, dependientes de cada una de las Policías de Investigaciones”. En el “área de la Policía de Información”, se ubica la “Superintendencia de Evaluación de la Información para la Prevención del Delito” así como los “demás organismos y unidades policiales de información actualmente existentes y los que se determinaren, dependientes de la Policía de Información”. En el “área de la Policía de Comunicaciones y Emergencias”, se sitúan la “Superintendencia de Comunicaciones”; el “Sistema de Atención Telefónica de Emergencias (S. A. T. E.)”; y los “demás organismos y unidades policiales de comunicaciones que se determinaren, dependientes de la Policía de Comunicaciones y Emergencias”. Y en el “área de Formación y Capacitación Policial”, se ubican los “Institutos de Formación Policial”; el “Centro de Altos Estudios Policiales”; y el “Centros de Entrenamiento” (artículo 2º).] 

Así, las condiciones de trabajo precarizadas de los trabajadores policiales, las reiteradas protestas laborales de los policías y las formas “alternativas” de asociación y organización de estos trabajadores han sido eficazmente invisibilizadas hasta el momento por la dirigencia política provincial. El presente proyecto de ley apunta a dar cuenta de este vacío institucional en la provincia de Buenos Aires y a colaborar, al menos, al conocimiento y al debate acerca de estas urgentes cuestiones.

I
La precarización del trabajo policial
El trabajo policial en la Argentina.
Los trabajadores policiales en Argentina desarrollan sus tareas en circunstancias laborales altamente deterioradas que resultarían inadmisibles para cualquier otro empleo público o privado. En concreto: el trabajo policial está precarizado.
Según Guillaume Le Blanc, la precariedad laboral puede ser entendida como la “ausencia de trabajo”, en cuyo marco “lo que resulta comprometido es la propia posibilidad de un centro de gravedad para la vida”. Pero también puede ser comprendida “en el propio trabajo, en tanto ese resulta intrínsecamente incierto”.[footnoteRef:4] En este sentido, Osvaldo Battistini sostiene que “una situación de precarización podría ser caracterizada y dimensionada” como “la debilidad en las seguridades relativas a las formas contractuales, las condiciones de desarrollo del trabajo cotidiano, las restricciones a los derechos individuales y colectivos del trabajo y la percepción subjetiva del trabajador sobre el lugar ocupado por dicho trabajo y en sus perspectivas de vida y futuro”.[footnoteRef:5] [4: LE BLANC, Guillaume,Vidas ordinarias, vidas precarias. Sobre la exclusión social, NuevaVisión, Buenos Aires, 2007, p. 51.]  [5: BATTISTINI, Osvaldo, “La precariedad como referencial identitario. Un estudio sobre la realidad del trabajoen la argentina actual”, en revista Psicoperspectivas, Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, Valparaíso, Vol. VIII, Nº 2, Julio-Diciembre de 2009, p. 122.] 

Todo esto se da en el trabajo policial. En efecto, en el ámbito policial, existen cuatro condiciones de precariedad laboral que no son compartidas, en su conjunto, por ningún otro grupo de trabajadores de la administración pública:[footnoteRef:6] [6: SAIN, Marcelo Fabián, “Policías en acción”, en diario La Nación, Buenos Aires, 6 de noviembre de 2009.] 

1. Tienen salarios nominales y reales muy bajos, insuficientes para mantener mínimamente a sus familias sin necesidad de recurrir al doble empleo mediante la prestación de servicios de “policía adicional”, de seguridad privada o cualquier otra “changa”, generalmente desarrollada “en negro”. 
2. Trabajan en condiciones materiales e infraestructurales muy deterioradas derivadas de las deficiencias edilicias de las dependencias policiales, la insuficiente flota de vehículos y móviles policiales, el atraso tecnológico del sistema de comunicaciones y/o el vetusto, exiguo e inadecuado armamento y equipamiento de investigación utilizado por nuestras policías.
3. Reciben una educación profesional deficiente, enmarcada en una institucionalidad militarizada y articulada básicamente en torno del entrenamiento disciplinario de orden cerrado, en el que lo único que vale es la sumisión ciega al superior en desmedro del discernimiento responsable. No se pone el mismo énfasis en los conocimientos y destrezas prácticas, ni en la adquisición de competencias profesionales que sirvan de base para los ascensos jerárquicos o la ocupación de cargos orgánicos.
4. Tienen vedado agremiarse en sindicatos o asociaciones profesionales abocadas a la defensa de sus derechos profesionales y no pueden discutir sus condiciones de trabajo ni canalizar reclamos en el marco de negociaciones colectivas. Tampoco cuentan con un defensor (ombudsman) o promotor de derechos dentro de la institución.
En nuestro país, estas condiciones de precarización laboral han sido sistemáticamente encubiertas u opacadas por un conjunto de actores que, por diferentes razones, incidieron eficazmente en su invisibilización social y política.
Estas condiciones de precariedad laboral han sido exitosamente ocultadas por actores que se esfuerzan en impedir la visibilidad de estos asuntos. En primer lugar, el comisariato, garante de que las instituciones policiales sobrevivan aun estando colapsadas. Estas instituciones cuentan con un presupuesto masivamente destinado a pagar los magros sueldos de uniformados mayoritariamente abocados a labores administrativas y de apoyo, ajenas al control del delito. Sólo una parte exigua de la dotación de personal se dedica al desarrollo de labores operativas de prevención e investigación del delito. A cambio de gestionar este caos organizacional, el comisariato, salvo contadas excepciones, obtiene una masa de ingresos propios de gerentes de empresas transnacionales, autonomía operacional y poder político. En segundo término, la clase política argentina, que ha delegado de manera recurrente el gobierno de la seguridad pública -un derecho de la ciudadanía y un deber de sus gobernantes- en el comisariato, y ha permitido ocultar la precariedad laboral de los policías. Así, los gobernantes -de derecha, de centro o de izquierda, sin distinción- no gobiernan la seguridad; los legisladores, nacionales y provinciales, miran para otro lado, por lo que perpetúan perversamente las bases legales y presupuestarias de este sistema institucional, que data de décadas, y los partidos políticos se convierten en maquinarias expertas en desconocer este problema y en sacarlo de la agenda política. Y, finalmente, está la academia progresista, que es naturalmente proclive a interpretar y explicar, a través de sofisticados relatos sociológicos, por qué y cómo un niño se convierte en “pibe chorro”, pero tiene una dificultad ontológica para abordar con esa misma destreza conceptual y teórica por qué y cómo un joven policía honesto se convierte, al tiempo, en un policía abusador, violento o corrupto […]. Estos fenómenos no parecen ser emergentes de la pronunciada descomposición y pobreza institucional de las policías, de la precarización laboral de sus trabajadores de gorra y de la perversa ausencia de conducción política, sino que son resultado de una maldad congénita, que es natural en todo policía y que sólo algunos consiguen contener, casi por arte de magia.[footnoteRef:7] [7: Ibíd.] 

Ahora bien, ¿por qué, desde hace un tiempo, las condiciones laborales precarias de los policías han perforado el manto de invisibilidad en el que fueron puesta exitosamente por estos actores y han comenzado a salir a la luz?
El contexto cuenta a la hora de sopesar el deterioro reciente de las condiciones laborales de los policías. En ese sentido, el creciente malestar laboral en el interior de las policías, la proclividad a las protestas policiales de corte netamente laborales y el incremento del asociativismo policial se inscriben básicamente en un contexto signado por el contrapunto visible y palpable entre la situación laboral de los trabajadores policías con relación a las condiciones laborales y a la capacidad de defensa de los intereses sectoriales del resto de los trabajadores organizados y sindicalizados del país. Mientras los trabajadores de uniforme están sumidos en una situación de verdadera explotación laboral, los trabajadores organizados han mejorado sus condiciones laborales justamente en aquellos aspectos en los que los primeros han vivido un deterioro progresivo.
Durante los últimos años, en Argentina, se produjo un “notable mejoramiento de las condiciones de vida de los trabajadores”, lo que constituyó uno de los más significativos logros de los gobiernos kirchneristas.[footnoteRef:8] Tal como lo señala Sebastián Etchemendy, a partir de 2003, la reinstauración de la negociación colectiva y el “Consejo del Salario Mínimo”, entre otras iniciativas, amplió el “nivel de cobertura”, afectó positivamente las “condiciones salariales y laborales [y] la vida económica de millones de trabajadores” y contribuyó a las “mejoras sostenidas en niveles de ingresos y beneficios sociales de amplios sectores de la clase trabajadora”.[footnoteRef:9] [8: SAIN, Marcelo Fabián, “La voz de los plebeyos y los desatinos de la política”, en revistaLe Monde Diplomatique, Buenos Aires, Nº 161, noviembre de 2012.]  [9: ETCHEMENDY, Sebastián, El diálogo social y las relaciones laborales en Argentina 2003-2010. Estado, sindicatos y empresarios en perspectiva comparada, OIT, Buenos Aires, 2011, p. 16.] 

Ello contrastaba significativamente con la pauperización de los sectores populares y, en particular, de la clase trabajadora ocurrida en los noventa bajo los gobiernos menemistas, como consecuencia de “la imposición de ajustes monetarios y fiscales, la apertura económica irrestricta y las privatizaciones” que generaron “la desindustrialización y el desempleo” masivos.[footnoteRef:10] Durante la primera década de este siglo, se inició un proceso de reversión de esas tendencias de manera concomitante con la llegada del kirchnerismo al gobierno nacional y, desde allí, la reactivación del tripartismo asentado en las negociaciones y los acuerdos laborales y productivos llevados a cabo entre el Estado, los sindicatos y los empresarios. La política económica del kirchnerismo, las alianzas sociales establecidas con los sindicatos y los movimientos sociales y el “rol del gobierno potenciando institucional y políticamente las instancias tripartitas” provocaron una profunda “revitalización del tripartismo”.[footnoteRef:11] [10: Ibíd., p. 15.]  [11: Ibíd.] 

Las tres instancias fundamentales de fijación de salario mínimos nacionales en Argentina (trabajadores urbanos, rurales y docentes) son tripartitas y están sometidas a deliberación entre el Estado y los representantes del trabajo y el empresariado en instituciones constituidas a tal efecto todos los años, lo que no ocurre en ningún otro país de la región, con la excepción de Uruguay en el caso de trabajadores urbanos y rurales.[footnoteRef:12] [12: Ibíd., p. 17.] 

Desde 2003, como consecuencia del fortalecimiento del tripartismo se produjo el mejoramiento de las condiciones de trabajo de la mayoría de los obreros y empleados, públicos y privados. La envergadura del cambio es mayúscula. A diferencia del resto de América Latina -salvo Uruguay-, la amplia mayoría de trabajadores argentinos se encuentra cubierto por convenios colectivos de actividad económica o sectorial. El 90 % de los trabajadores registrados –y, entre ellos, el 55 % de los asalariados privados- pertenecen a sectores laborales que han sido cubiertos por negociaciones colectivas. A partir del 2003, la cantidad de convenios colectivos de trabajo ha aumentado más del 500 %.[footnoteRef:13] [13: Ibíd., cap. 2.] 

El impacto de la negociación colectiva en los salarios de los trabajadores ha sido positivo y, en ese marco, el “crecimiento de los salarios promedio de los grandes convenios sectoriales” fui, en palabras de Etchemendy, “fenomenal”. Durante los dos primeros gobiernos kirchneristas, los trabajadores formales –mayormente, representados por sindicatos- acumularon en 2010 un aumento de casi el 20 % en términos reales respecto de enero de 2001 y, si esa comparación se hace con relación a enero de 2003, el aumento salarial en términos reales ha sido del 50 %. Asimismo, los trabajadores no registrados –fuera de la representación sindical- mantuvieron una suerte de “salario de mercado”.[footnoteRef:14] [14: ETCHEMENDY, Sebastián, “La «doble alianza» gobiernos-sindicatos en el kirchnerismo (2003-2012). Orígenes, evidencias y perspectivas”, en ACUÑA, Carlos, ¿Cuánto importan las instituciones?: gobierno, Estado y actores en la política argentina, Siglo Veintiuno Editores, Buenos Aires, 2013, p. 312 y 313.] 

En este contexto, se produjo un “fenomenal resurgimiento sindical” que implicó el “retorno del actor sindical en el plano político y de movilización en el mercado de trabajo”.[footnoteRef:15] La política económica expansiva y la acción gubernamental orientada por el Ministerio de Trabajo a fortalecer el tripartismo constituye factores determinantes para aquel resurgimiento sindical y para convertir al sindicalismos en el “principal actor económico en la colación de gobierno en los períodos presidenciales 2003-2011”.[footnoteRef:16] [15: Ibíd.]  [16: Ibíd., p. 291.] 

Pues bien, en medio de este conjunto de progresos laborales, los trabajadores policiales han experimentado un profundo deterioro en sus condiciones laborales. Al menoscabo salarial y de las condiciones materiales y formativas de trabajo se le ha sumado la persistente negación del derecho a la agremiación y, en consecuencia, el derecho a emprender negociaciones colectivas.
Dicho de manera simple: la mejora de las condiciones salariales y laborales de los trabajadores argentinos resalta la precarización laboral y la indigencia protectiva de los policías.[footnoteRef:17] [17: SAIN, Marcelo Fabián, “La voz de los plebeyos…”, op.cit.] 

Los y las policías se encuentran dentro del 10 % de los trabajadores registrados que no están abarcados por negociaciones colectivas ni por ningún tipo de tripartismo. Por lo tanto, durante las administraciones kirchneristas, el contraste del mundo laboral policial con el del resto de los trabajadores argentinos ha sido notorio y ha contribuido a poner en evidencia la precarización laboral de los trabajadores policiales, lo que impacta sobre ellos de manera regresiva, esmerilando la vocación profesional, poniendo en tela de juicio el sentido de pertenencia institucional y, particularmente, cuestionando “la voluntad de subordinación ciega a una cúpula acomodada económicamente y que les da la espalda”.[footnoteRef:18] [18: Ibíd.] 


Trabajo policial en la provincia de Buenos Aires.
En 2011, Guillermo Sarçábal y otros estudiosos analizaron “las condiciones reales de trabajo del personal policial que realiza funciones en la zona céntrica y semicéntrica de la ciudad de La Plata”, poniendo especial énfasis en la seguridad e higiene, el estrés laboral, la falta de descanso y el régimen salarial.[footnoteRef:19] [19: SARÇÁBAL, Guillermo (coord.), La nueva policía y los derechos del trabajador, Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, La Plata, 2012, p. 1.] 

De movida, Sarçabal planteó las condiciones particulares en la que los policías llevan a cabo sus labores.
[…] Nos preguntamos si [existe] en nuestro país o en cualquier otro país del mundo, un empleo público de jornada laboral indefinida o no establecida, sin mecanismo que permita al trabajador ejercer los derechos que la ley le otorga; con sobrecarga horaria compulsiva y pago sin distinción de régimen nocturno o diurno; sin días feriados ni domingo, con atención y desarrollo de múltiples tareas, con riesgo permanente de vida; sin provisión de equipo adecuado para proteger la integridad física; con permanencia obligatoria en el lugar de trabajo, pero sin instalaciones para el aseo personal ni el descanso; con horario rotativo; sin contención para el trabajador y su equipo familiar y con altos niveles de estrés, entre otros factores desfavorables.[footnoteRef:20] [20: Ibíd., p. 2.] 

Las carencias y dificultades que tienen en su labor rutinaria y, en particular, respecto de la cuestión salarial, así como las insuficiencias materiales en los instrumentos de trabajo es permanente y ello ha quedado reflejado en algunos testimonios elocuentes.
[…] Te pagan ochenta y siete pesos para mantenimiento de uniforme […], una vergüenza […]; ¿por qué no van ellos a vestirse con eso? […], es preferible que no te den nada, se pensarán que somos idiotas […] Y sí, si no te gusta te vas […]; el chaleco me lo compré yo […] guardando los ochenta y siete pesitos necesitaría tres años […] habría que ver cuántas veces pueden matar a un policía en tres años […]; […] el chaleco lo pagué dos mil pesos al contado […] el que te dan acá es un desastre, la mayoría están vencidos, no se te ajustan al cuerpo, y ni hablar del estado de conservación […] la mugre que tienen, manchas de cualquier cosa […], olor […] es que el chaleco no para, trabaja a la par nuestra, y si así queda, como quedaremos nosotros […].[footnoteRef:21] [21: Ibíd., p. 33.] 

Otros testimonios recogidos en el citado trabajo también dan cuenta del deterioro de la condiciones de salud e higiene en el lugar de trabajo que resulta de las deficiencias infraestructurales, tal como, por ejemplo, no contar con sanitarios ni lugares donde higienizarse.
[…] Acá no hay nada limpio, todo es una mugre, no hay baños suficientes, además son una mugre […], no hay donde bañarse […], el auto no lo lavás nunca, nunca, ni siquiera después de que te lo orinan o vomitan […] o se cagan encima […], a mí cuántas veces me vomitaron en la espalda […]; y no hay lugar para cambiarse, menos bañarse […], una vergüenza […], es denigrante […]; ¿sabés donde nos higienizamos? en las estaciones de servicio […], lavás la ropa y te la ponés mojada […] nadie trabaja así […], andá a hacer trabajar a un camionero así […], viene Moyano y los pone a todos de rodillas, por qué no se le hacen los prepotentes a él, no […] a nosotros nos basurean porque nadie nos defiende […].[footnoteRef:22] [22: Ibíd., p. 34.] 

También son notorios los severos trastornos psicológicos derivados básicamente de la falta de sueño y de descanso así como del recargo de servicios. Entre ellos se destacan los ataques de pánico, el estrés postraumático, el trastorno de ansiedad, el síndrome de burn-out, el trastorno del control de impulsos, el trastorno del sueño y la depresión, entre otros.[footnoteRef:23] [23: Ibíd., p. 44.] 

Del total de sujetos [policías] que poseen alguna patología, el 50 % sufre estrés, depresión y agotamiento. De esto se desprende que un número importante de policías que se desempeñan en el ámbito prevención del delito padecen las consecuencias del estrés.[footnoteRef:24] [24: Ibíd., p. 45.] 

Los problemas de salud del personal policial se reflejan en los elevados índices de morbilidad general en la policía,[footnoteRef:25] en cuyo marco la principal patología es la psiquiátrica. Según la información aportada en julio de 2014 por el Ministerio de Seguridad bonaerense, sobre la base de los datos reportados por la Dirección de Sanidad, en 2013, se registró una morbilidad promedio de un 7,54 % (7,49 % en el primer semestre y 7,60 % en el segundo), de la cual más del 45 % de la misma respondió a patologías psiquiátricas (45,29 % en el primer semestre y 47,41 % en el segundo). Asimismo, se registró el 5,36 % ausentismo promedio, la mayoría del cual obedeció fundamentalmente a licencias de largo tratamiento (el 4,11 % de ausentismo fue licencias de largo tratamiento mientras que el 1,25 % lo fue por licencias de corto tratamiento).[footnoteRef:26] [25: En la Policía de la Provincia de Buenos Aires, la “morbilidad” está compuesta por los índices de ausentismo a causa de licencias médicas de corto y largo tratamiento así como por el personal desarrollando “Tareas No Operativas” (TNO) y “Tareas Aliviadas” (TA), es decir, tareas no operacionales.]  [26: MINISTERIO DE SEGURIDAD DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, Respuesta a la solicitud de información interpuesta por el Núcleo de Estudios de Gobierno y Seguridad (NEGyS) de la Universidad Metropolitana para la Educación y el Trabajo (UMET), La Plata, julio de 2014.] 

Respecto a la sobrecarga de trabajo y su incidencia sobre la salud de los uniformados, Sarçabal sostiene que la carga laboral de los policías es muy superior a lo “tolerable”, lo que provoca una evidente “fatiga psíquica”.
“[…] La excesiva carga laboral implica una cantidad de horas de trabajo superior a la actividad diaria tolerable, y puede provocar un aumento en la carga psíquica del sujeto y la consiguiente aparición de fatiga psíquica, lo que implica que el conjunto de actos y funciones de la mente podrían verse alterados […].[footnoteRef:27] [27: SARÇÁBAL, Guillermo (coord.), La nueva policía…, op.cit., p. 38.] 

Los relatos de los policías entrevistados son elocuentes al respecto.
[…] Acá tenés dieciséis horas de servicio, tenés ocho horas CORES y si tenés un rato libre vas a hacer el Banco, y es una cadena, tu día de franco lo hiciste en el Banco y cuando saliste del Banco, pasas por tu casa, te bañás, agarrás tus cosas, saludás a tus hijos y te vas al servicio. Y hacés veinticuatro horas, dieciséis de servicio y ocho de CORES. Y vivís prácticamente trabajando y eso acarrea problemas en la pareja […]. El que no está separado, tiene problemas conyugales […].[footnoteRef:28] [28: Ibíd.] 

[…] Salías a las siete y media de la tarde y te decían […]: hoy estás recargado, imagínese, ahí tenés que estar a las diez de la noche […], no viene el colectivo, salía siete y media, tenía que ir a mi casa y volver, o sea, ya me quedaba. No te decían desde las diez hasta las once […]. Estás recargado […]. Esa exigencia de trabajo, muchas veces me llevó a quedarme en la Comisaría a la noche […].[footnoteRef:29] [29: Ibíd.] 

La incidencia de los problemas laborales y, en especial, de las condiciones de trabajo sobre la vida familiar y social de los policías es significativa. “Los factores estresantes laborales afectan la vida familiar y conyugal, poniéndose en evidencia la interrelación existente entre el ámbito laboral y el hogar o la vida de relación social”, indica Sarçábal.
[Existe] un círculo vicioso en el que los problemas que se presentan dentro del ámbito laboral inciden en la vida personal del sujeto, provocando dificultades hogareñas, que a su vez se potencian y generan un estrés posterior, que es llevado al ámbito laboral, donde provoca consecuencias negativas. La excesiva carga laboral influye en forma directa en el trabajador desmembrando su ambiente familiar, en detrimento de su salud física y psíquica, como así también el haber sufrido heridas por arma de fuego o accidentes.[footnoteRef:30] [30: Ibíd., p. 45.] 

En el ámbito de las policías provinciales no existen regímenes que regulen la jornada laboral como sí posee el resto de los empleados públicos provinciales. La policía tiene un régimen informal de jornada de trabajo, lo que favorece y permite una manipulación cupular de la jornada laboral que favorece y habilita de hecho la sobrecarga en horas de trabajo de los policías.
El régimen laboral de los empleados públicos en la provincia de Buenos Aires está regulado por el Decreto 786/91. Allí establece que el régimen de horarios de trabajo básico es de 30 horas semanales y, excepcionalmente, en determinados organismos, es de 48 horas semanales. Las Policías de la Provincia de Buenos Aires están excluidos de dicho régimen descrito y no hay normativa que regule los horarios de la prestación de los distintos servicios policiales.
Desde la asunción del Ministro de Seguridad, Alejandro Granados, en septiembre de 2014, el personal de los subescalafones General y Comando, tiene un régimen informal que se compone de la siguiente manera:
1. El “Servicio Ordinario”, que consiste en 16 horas de servicio y 32 horas de descanso en el marco de seis días a la semana con un día de descanso rotativo. Existen tres turnos, uno “de día” y dos “de noche”:
a. Turno día: de 7 a 23 horas.
b. Turno noche: 23 a 15 horas.
c. Turno noche: de 15 a 7 horas.
El resto de los subescalafones cumplen el horario de 8 a 16 horas.
2. El “Servicio Extraordinario”, que consiste en la prestación de un servicio de 4 horas como máximo por día, a continuación del “servicio ordinario”. Tiene un tope mensual de 120 horas[footnoteRef:31] y es retribuido mediante la “Compensación por Recargos de Servicio” u “Horas CORES”. En la práctica, “por la carencia de personal” es obligatoria para todo el personal policial.[footnoteRef:32] [31: Actualmente, se pagan 32 horas CORES por mes, en función de que se trabajan alternativamente 3 y 4 guardias por semana, y las 2 semanas que se trabajan 4 guardias, se computan como 16 horas CORES cada semana (en: MINISTERIO DE SEGURIDAD DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, Respuesta a la solicitud de información…, op.cit.).]  [32: Conforme se desprende de las entrevistas realizadas por Sarçábal y su equipo, la negativa del efectivo policial a cumplir el “servicio extraordinario”, lo hace pasible de un castigo consistenteen la aplicación de sanciones discrecionales de carácter progresivo por parte del superior. Dichas “coerciones”van desde la suspensión de empleo hasta su traslado fuera del ámbito de la Jefatura Departamental de pertenencia (en: SARÇÁBAL, Guillermo (coord.), La nueva policía…, op.cit., pp. 57 y ss.).] 

3. El “Recargo de Servicio”, que consiste en la prestación de un servicio que se realiza al finalizar la jornada laboral, luego del servicio ordinario o del extraordinario, que es dispuesto por el jefe de la unidad o dependencia y que se puede extender por el tiempo que se considere necesario. Es retribuido Se retribuye mediante “Horas CORES” siempre que exista cupo presupuestario para ello o las horas trabajadas son compensadas con el otorgamiento de horas “franco de servicio” en igual cantidad.[footnoteRef:33] [33: La negativa del efectivo a prestarlo implica la aplicación de una sanción disciplinaria de suspensión de empleo.] 

José Luis Bertini, quien llevó a cabo un estudio de la precariedad laboral del trabajo policial en las Policías de la Provincia de Buenos Aires, sostiene apropiadamente que, mediante este régimen informal de jornada laboral, se convalida el denominado “trabajo en negro”, ya que considera que las “Horas CORES” así como los servicios de “Policía Adicional” o “POLAD”, ya que “se trata de retribuciones, no consideradas como remuneraciones, que se le da al personal en actividad pero que liberan al empleador de cargas impositivas propias de aportes previsionales y tributos directos correspondientes a los ingresos”.[footnoteRef:34] [34: BERTINI, José Luis,La precariedad del silencio. Condiciones laborales de los trabajadores de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, La Plata, 2012, p. 57.] 

Por su parte, Bertini también aborda la precarización laboral de los policías teniendo en cuenta la dimensión del “empleo” en relación a la “insatisfacción del trabajador policial por el lugar que ocupa en la institución” derivada de las “divergencias en sus capacidades personales, y en la función y cargo que le es asignado”.
[…] Muchos de ellos poseen saberes para determinadas tareas, funciones o cargos, que son desaprovechados y no reciben el reconocimiento de sus compañeros o superiores, que les causa una cierta frustración.[footnoteRef:35] [35: Ibíd., p. 20.] 

Asimismo, da cuenta de la precarización laboral de los policías en función del desarrollo de sus actividades cotidianas, en cuyo marco son “son sometidos a trabajos agotadores y de sufrimiento tanto físico como moral”, en particular, aquellos que “conducen un móvil policial y se hallan afectados a las recorridas de las cuadrículas”.
[…] Si bien las normativas establecen un total de 48 horas laborales semanales, los trabajadores deben permanecer jornadas prolongadas dentro del vehículo, según las necesidades del servicio, sin descanso, sin relevo, sin poder higienizarse, y hasta a veces sin poder comer. Están expuestos a altas temperaturas, sobre todo en verano, o a fríos intensos en invierno, tanto en horarios diurnos como nocturnos. Condicionados a un modo de vida, en el que predomina el tabaquismo, la inactividad física, la mala alimentación.[footnoteRef:36] [36: Ibíd., p. 22.] 

Bertini destaca, además, que el grueso de los policías, en tanto funcionarios públicos, deben desempañar un conjunto amplio y diverso de labores y funciones que son ajenas a las tareas policiales para las cuales fueron capacitados y que contribuyen sensiblemente a la desprofesionalización.
[…] Los trabajadores policiales asumen distintas funciones ajenas a sus tareas reglamentarias, que distorsionan su misión específica. Esto se debe a que la Ley dispone una auxiliaridad en forma indiscriminada para con la justicia y distintos organismos. Esta situación, que es provocada por “errores” del Estado provincial, en lo que respecta a la forma de organización del trabajo, les origina una confusión en su identidad, y un desconcierto al momento de plantearse cuáles son sus funciones como policías. Los trabajadores policiales se plantean si son guardiacárceles al momento de custodiar detenidos en las Comisarías; o si su deber es custodiar los vehículos secuestrados; o bien, si deben realizar actividades de seguridad privada ya que también custodian personas y/o edificios; otras tareas que también realizan son notificaciones, citaciones, etc. Esto origina otra forma de precariedad […] en tanto que le crea al trabajador policial una frustración y se siente engañado por el Estado, al realizar a diario distintas actividades que le demandan un gran esfuerzo, y una desmedida carga de trabajo. Multifunciones que son distintasde las que le corresponden hacer y que les marcaron en la propaganda política para el ingreso a la Institución. Esta sobreexigencia le trae aparejado una gran fatiga y agotamiento que afecta directamente su salud física y psíquica.[footnoteRef:37] [37: Ibíd., pp. 24 y 25.] 

Al respecto, Bertini indica que la “falta de asistencia al trabajador policial ante los riesgos” se puede apreciar en el caso puntual de la custodia de vehículos secuestrados por decisión judicial. Como los depósitos de la Fiscalía de Estado carecen de espacio físico, las dependencias policiales sirven como “depositario judicial” de vehículos que no han sido restituidos a sus propietarios. Dado que las Comisarías se encuentran emplazadas en lugares donde tampoco hay lugar para alojar tanta cantidad de vehículos, la solución que adoptan es trasladarlos a un lugar descampado –en general, cedido por el municipio donde se sitúa la Comisaría- y allí se dispone una custodia policial.
[…] En esos terrenos colocan edificaciones precarias, o trailers, para que el trabajador policial realice la custodia de esos vehículos. Normalmente careciendo de electricidad, de elementos sanitarios, de agua potable, en terrenos agrestes, llenos de alimañas. En ellos, se realizan guardias de un solo policía, tanto de día o de noche, con una total desprotección y falta de seguridad […]. Esto viola y va en contradicción de todo tipo de normativa en materia de seguridad e higiene, y además esa situación descripta le causa al trabajador una tensión, y una angustia, que también afecta su salud física, psíquica y cognitiva mental.[footnoteRef:38] [38: Ibíd., pp. 25 y 26.] 

Bertini también analiza apropiadamente un aspecto clave y determinante de la precarización laboral de los policías: la relación entre los trabajadores policiales y quienes ejercen los cargos de conducción política y policial de la institución. Son, en su consideración, los altos mandos políticos y policiales los que generan las condiciones de precarización señaladas.
Hay una presión del poder político por generar prevención, operatividad, una baja de las estadísticas, esclarecimiento de hechos delictivos, atender la demanda de la población y la presión de los medios de comunicación. Todo ello con un bajo presupuesto, y a cualquier costo o sacrificio, encontrándose siempre en juego su continuidad laboral. Y esta presión que reciben, la trasmiten a sus subordinados de tal manera, con tal intensidad y exigencia que llega a convertirse en una especie de acoso moral. El Jefe se encuentra permanentemente encima de los trabajadores, y de todos los problemas de la dependencia a su cargo, como tratando de “tapar todos los agujeros”. De hecho, el trabajador policial recibe de estos jefes una violencia laboral recurrente. Esto es por el hostigamiento psicológico constante, con órdenes arbitrarias, degradación, discriminación, maltrato periódico y estrategias de dominación para lograr que cumplan sus mandatos. En este sentido hasta le impiden a sus subalternos concurrir a estudiar o capacitarse. Esta actitud hacia los trabajadores, va en detrimento de su autoestima, y logra mermar su potencial laboral y provoca problemas psicológicos, y sociales.[footnoteRef:39] [39: Ibíd., p. 28.] 

Otro aspecto fundamental de la precarización del trabajo policial son los bajos salarios, los que son evidentes cuando se observa la estructura salarial vigente de la policía provincial. Según datos proporcionados por el Ministerio de Seguridad, en la estructura de sueldos vigentes en marzo de 2014 hasta la fecha de confección del informe, ninguna jerarquía de ningún subescalafón de la policía tiene un “básico” superior a $ 4.000 y los oficiales que ingresan para cumplir funciones de seguridad, es decir, los que pertenecen a las jerarquías más bajas de los dos subescalafones que cumplen dichas funciones (Oficial de Policía en el subescalafón General y Oficial Subayudante en el subescalafón Comando), reciben un sueldo “líquido” que no llega a $ 9.000.

Tabla 1
Sueldos de la Policía de la provincia de Buenos Aires
(Vigentes desde marzo de 2014, Subescalafón Comando)
	SUBESCALAFON COMANDO
Ítem 1
	Básicos
	B.R.N.B.
Cto. 041
	Riesgo prof.
Cto. 030
	B.R.N.B.
Cto. 126
	B.R.N.B.
s/a
Cto. 059
	Total nominal
	Total descuentos
(25,3%+83,20)
	Líquido

	Comisario General
	3.612,43
	33.390,68
	282,35
	260,00
	2.500,00
	40.045,46
	9.582,20
	30.463,25

	Comisario Mayor
	3.338,96
	22.061,64
	282,35
	260,00
	2.500,00
	28.442,95
	6.646,77
	21.796,18

	Comisario Inspector
	2.967,68
	18.998,48
	282,35
	260,00
	2.500,00
	25.008,51
	5.777,86
	19.230,65

	Comisario
	2.842,16
	16.273,09
	282,35
	260,00
	2.500,00
	22.157,60
	5.056,57
	17.101,02

	Subcomisario
	2.584,93
	15.319,22
	282,35
	260,00
	2.500,00
	20.946,50
	4.750,17
	16.196,33

	Oficial principal
	2.172,70
	9.260.08
	282,35
	260,00
	2.500,00
	14.475,13
	3.112,91
	11.362,22

	Oficial inspector
	2.027,17
	8.829,08
	282,35
	260,00
	2.500,00
	13.898,60
	2.967,05
	10.931,55

	Oficial Subinspector
	1.786,29
	8259,96
	282,35
	260,00
	2.500,00
	13.088,60
	2.762,12
	10.326,48

	Oficial Ayudante.
	1.302,94
	7.414,23
	282,35
	260,00
	2.500,00
	11.759,52
	2.425,86
	9.333,65

	Oficial Subayudante
	965,79
	6.975,39
	282,35
	260,00
	2.500,00
	10.983,53
	2.229,54
	8.753,99


Fuente: MINISTERIO DE SEGURIDAD DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, Respuesta a la solicitud de información interpuesta por el Núcleo de Estudios de Gobierno y Seguridad (NEGyS) de la Universidad Metropolitana para la Educación y el Trabajo (UMET), La Plata, julio de 2014.

Tabla 2
Sueldos de la Policía de la provincia de Buenos Aires
(Vigentes desde marzo de 2014, Subescalafón General)
	SUBESCALAFON GENERAL
Ítem 1
	Básicos
	B.R.N.B.
Cto. 041
	Riesgo prof.
Cto. 030
	B.R.N.B.
Cto. 126
	B.R.N.B.
s/a
Cto. 059
	Total nominal
	Total descuentos
(25,3%+83,20)
	Líquido

	Mayor
	2.700,72
	14.710,84
	282,35
	260,00
	2.500,00
	20.453,91
	4.625,54
	15.828,36

	Capitán
	2.558,96
	22.061,64
	282,35
	260,00
	2.500,00
	18.836,60
	4.469,36
	15.367,23

	Teniente 1°
	2.112,69
	8.405,22-
	282,35
	260,00
	2.500,00
	13.560,26
	2.881,45
	10.678,81

	Teniente
	1.985,32
	8.137,33
	282,35
	260,00
	2.500,00
	13.165,00
	2.781,45
	10.383,55

	Subteniente
	1.749,36
	7.787,03
	282,35
	260,00
	2.500,00
	12.578,74
	2.633,12
	9.945,61

	Sargento
	1.229;07
	7.111,15
	282,35
	260,00
	2.500,00
	11.382,57
	2.330,49
	9.052,07

	Oficial de Policía
	941,15
	6.836,83
	282,35
	260,00
	2.500,00
	10.820,33
	2.188,25
	8.632,08

	Cadete (Cto 101)
	
	
	
	
	
	3.888,99
	1.067,12
	2.821,87


Fuente: MINISTERIO DE SEGURIDAD DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, Respuesta a la solicitud de información interpuesta por el Núcleo de Estudios de Gobierno y Seguridad (NEGyS) de la Universidad Metropolitana para la Educación y el Trabajo (UMET), La Plata, julio de 2014.

Analizando de forma desagregada la cantidad de cargos y el salario para cada Subescalafón surge que más del 60 % de los cargos del Subescalafón Comando se encuentran en las 5 jerarquías más bajas (Oficial Subayudante, Oficial Ayudante, Oficial Subinspector, Oficial Inspector y Oficial Principal) y tiene un salario líquido inferior a los $ 11.500 y más del 75 % de los cargos del Subescalafón General se encuentran en las 5 jerarquías más bajas (Oficial de Policía, Sargento, Subteniente, Teniente, Teniente 1°) y tiene un salario líquido inferior a $ 11.000. Considerando ambos Subescalafones en conjunto es posible afirmar que el 70 % del personal policial que cumple funciones de seguridad en la provincia de Buenos Aires tiene un salario líquido inferior a $ 11.500.

Conflictos policiales en el ámbito bonaerense.
El deterioro y precarización del trabajo policial en la provincia de Buenos Aires es de larga data como también lo fue el activismo sindical en el interior de la policía provincial. En 1973, se produjo en el ámbito bonaerense la primera y única huelga policial que se registró en Argentina como consecuencia fundamentalmente del enorme descontento laboral de los policías por sus condiciones de trabajo. Ello fue el corolario de una década y media de creciente reclamos salariales, demandas por mejores condiciones de trabajos y acciones de protesta emprendidas por sectores de la policía provincial.[footnoteRef:40] [40: BARRENECHE, Osvaldo, “Paro de y represión apolicías... Reclamos salariales, protestas y huelga en la Policía Bonaerense (1955-1973)”, en Desarrollo Económico. Revista de Ciencias Sociales, IDES, Buenos Aires, Vol. 51, Nº 202/203, julio-diciembre de 2011.] 

La cuestión salarial, en el caso de la policía bonaerense, se fue acentuando a lo largo de los años sesenta. No sorprende, entonces, que además de tratarse el temas en los institutos de formación policial, comenzase a discutirse también en las comisarías y otras dependencias policiales de la provincia. Ya al inicio de esa década, el debate había trascendido el marco de las reuniones íntimas […] y fue dando pie a la organización de policías en torno de dichos reclamos. Dado que reglamentariamente estaba prohibidas las protestas y toda actividad de tinte gremial, estos policías empezaron a redactar e imprimir volantes que luego distribuían en las dependencias policiales donde actuaban. No parecen haber estado coordinados territorialmente al inicio, pero los volantes tenían contenidos muy similares.[footnoteRef:41] [41: Ibíd., p. 226.] 

En 1961, el Servicio de Inteligencia de la Policía de la Provincia de Buenos Aires estuvo atento a un volante que circuló en medios policiales y en la opinión pública que ya dada cuenta del malestar laboral de los policías.
[…] ¿La situación policial? Bajos sueldos, frecuentes recargos de servicios, carencia de uniformes y armamentos adecuados […]. La Policía de la Provincia, así como ampara a la sociedad, necesita comprensión y apoyo de la misma […].[footnoteRef:42] [42: Citado en: Ibíd.] 

Este panfleto reflejaba demandas que perduraron en la policía provincial por décadas. Ya a fines de los sesenta, los reclamos policiales se fueron intensificando hasta que el 19 de marzo de 1973, la agrupación de policías denominada “Movimiento Policial” o “MoPol” llevó adelante la primera huelga policial que, liderada por un grupo de jóvenes oficiales que comenzaron a reunirse en la Comisaría 9ª de La Plata, se extendió a casi todo el ámbito provincial y tuvo su momento culminante con la toma de la sede de la jefatura de policía el 21 de marzo. Al día siguiente, la huelga cesó, los huelguistas fueron sumariados administrativamente –aunque mayormente no hubo sanciones- y el grueso de los reclamos fueron satisfechos.[footnoteRef:43] [43: Ibíd., pp. 235 y ss.] 

Pese a que no se repitió en la vida institucional provincial o nacional una huelga policial, la acción llevada a cabo por el MoPol en 1973 no constituyó un “hecho aislado” con relación a los reclamos laborales de los policías que ya se venían ampliando desde la época del peronismo clásico.
[Hubo] una persistente y creciente demanda policial por mejores salarios y condiciones laborales que se insinuó durante la etapa del peronismo histórico y de finales de los años cincuenta, tomando fuerza a lo largo de la década de 1960. Estas demandas […] fueron adquiriendo mayo complejidad para abarcar otro tipo de reclamos. En este sentido, la huelga policial bonaerense de marzo de 1973 fue el resultado, el punto de llegada, de dicho proceso. Todo este recorrido de la protesta policial tampoco fue solitario. Acompañó el desarrollo histórico de la sociedad en general y adoptó parte de su lenguaje para formular sus reclamos y reivindicaciones a los gobiernos de turno.[footnoteRef:44] [44: Ibíd., p. 237.] 

La dictadura militar vigente entre 1976 y 1983 neutralizó todo tipo de disidencia o protesta policial. La propia policía bonaerense se conformó como el principal dispositivo represivo al servicio de las Fuerzas Armadas en el ámbito provincial. Recién después de la instauración democrática de 1983 comenzó a producirse demandas y reclamos laborales cada vez más amplios e intensos y ellos fueron concomitantes con el profundo deterioro de las condiciones de trabajo de los policías bonaerenses, tal como pudo apreciarse a fines de 2013.
En efecto, en diciembre de 2013, luego de la eclosión de una serie de protestas policiales que se sucedieron en distintas provincias luego de un amplio conflicto policial ocurrido en la provincia de Córdoba entre noviembre y diciembre de ese año, en el ámbito bonaerense también se desarrollaron algunas protestas donde los trabajadores policiales manifestaron su descontento respecto de la situación salarial y las condiciones de trabajo.
A partir del 8 de diciembre, se desarrollaron un conjunto de reclamos policiales efectuados en las ciudades de La Plata y Mar del Plata que fueron llevados a cabo tanto por efectivos de Comisarías como del Cuerpo de Caballería. Otros conatos de protestas se produjeron en Florencio Varela, Luján y Junín.
Según la Auditora General de Asuntos Internos del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, Viviana Arcidiácono, en los reclamos efectuados por el personal policial de Mar del Plata, intervinieron efectivos pertenecientes a las Comisarías 1ª, 2ª, 3ª, 4ª, 6ª, 7ª, 12ª, 15ª y 16ª de la Jefatura Distrital Mar del Plata.[footnoteRef:45] Son expresivas las acciones llevadas a cabo por los policías en el ámbito de las protestas desarrolladas en la citada ciudad atlántica. [45: PODER EJECUTIVO, Respuesta a la solicitud de informes efectuada por la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, Expediente PrincipalD- 2802/13-14, La Plata, septiembre de 2014.] 

[…] El día 9 de diciembre de 2013, se presentaron al servicio ordinario a las 20:00 horas luego de haber participado de la convocatoria llevada a cabo en las inmediaciones de la Comisaría Mar del Plata Distrital 1ª […].
[…] El día 8 de diciembre de 2013, aproximadamente a las 22:00 horas, habrían abandonado sus servicios ordinarios para plegarse al reclamo en las puertas de la Comisaría Mar del Plata Distrital 1ª, en los móviles que se encontraban asignados.
No se presentaron a cumplir con su servicio ordinario el día 9 de diciembre de 2013 sin causa justificada.
Habrían abandonado el patrullaje de cuadrículas para apostarse en la puerta de la dependencia con los móviles policiales asignados en señal de protesta.
No se presentaron a cubrir el servicio de Policía Adicional para dirigirse a la protesta efectuada en las inmediaciones de la Comisaría Mar del Plata Seccional 1ª.[footnoteRef:46] [46: Ibíd.] 

El informe es contundente acerca de las actividades de protesta que emprendieron los uniformados el 8 de diciembre en la ciudad de Mar del Plata.
[…] Aproximadamente, a las 20:00 horas, personal policial había efectuado una convocatoria vía radial a fin de reclamar por una mejora salarial, dirigiéndose al asiento de la Comisaría Mar del Plata Distrital 1ª sita en Avenida Independencia […] lugar donde cortaron la avenida mencionada, se convocó la adhesión de personal policial de diversas seccionales y dependencias de dicha jurisdicción, arribando al lugar al menos quince móviles policiales de diferentes dependencias […]. A dicho reclamo se fue plegando tanto personal que se encontraba franco de servicio como personal que se encontraba cumpliendo servicio ordinario, siendo que estos últimos -en algunos casos- se congregaron llevándose los móviles afectados a la cobertura del Plan Director de Seguridad de las seccionales y el armamento provisto asignado a dichos móviles. […] Por lo expuesto, se procedió a efectuar la cobertura parcial de cuadrículas con vehículos particulares del personal policial que no se acogió al reclamo, priorizándose las zonas comerciales y aquellas emergencias que implicaban daños a locales comerciales, solicitando a su vez colaboración de distintas dependencias descentralizadas que no se acoplaron al mismo […].[footnoteRef:47] [47: Ibíd.] 

Por su parte, en los reclamos sucedidos en la ciudad de La Plata, los policías que protagonizaron la protesta lo hicieron afirmando que no dejarían de prestar sus funciones de seguridad. Aproximadamente, cien agentes que estaban fuera de servicio y que llegaron junto a sus familiares hasta la dependencia policial ubicada sobre las calles 59 y 115, impidieron la salida de efectivos de infantería hacia el Estadio Único “Ciudad de La Plata”. Según declaraciones de Nicolás Masi, Secretario General del auto-denominado “Sindicato de Policías de la Provincia de Buenos Aires” (SIPOBA), los uniformados reclamaban un salario mínimo de $ 12.500 de bolsillo y otras mejoras en las condiciones laborales, haciendo hincapié de que no se trató de un “autoacuartelamiento o una toma del lugar”.
De acuerdo con la Auditora Arcidiácono, en la Jefatura Departamental La Plata, el 9 de diciembre, se ausentaron del operativo de seguridad programado para el partido de fútbol entre Estudiantes de La Plata y Tigre en el estadio platense “un total de 214 efectivos, algunos de los cuales no les fue posible dicho cumplimiento por ser impedido el egreso de los ómnibus del Cuartel Central de Infantería y otros por adherirse al reclamo de familiares, retirados y personal policial, que se encontraba agrupado en Calle 1 y 60 de La Plata, por mejoras salariales”. Dicho servicio fue cubierto por todo el personal policial que se estaba destinado en Florencio Varela. Asimismo, también se instruyó un sumario administrativo debido a que cuatro efectivos de la Comisaría 8ª de La Plata que “se hallaban recorriendo la jurisdicción, bajaron a la dependencia sin autorización refiriendo que lo hacían en protesta, adhiriéndose al reclamo de sus compañeros de Infantería y otras dependencias, en reclamo por mejoras salariales, abandonando el servicio”.[footnoteRef:48] [48: Ibíd.] 

Si se tiene en cuenta la envergadura institucional de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, la protesta policial bonaerense fue acotada. Sin embargo, el Gobernador Daniel Scioli dispuso un significativo aumento salarial para el personal policial, lo que fue aceptado por la mayoría de los uniformados. El Jefe de Gabinete de Ministros de la provincia de Buenos Aires, Alberto Pérez, señaló que la decisión del Gobernador apuntaba a que “todo agente policial que se inicia en su carrera y sin antigüedad cobre 8.570 pesos de bolsillo”.
La tradicional tendencia política a delegar la gestión de la seguridad pública y la conducción de la institución policial en la propia cúpula policial así como la ausencia de interlocutores policiales legitimados para representar a los policías que protestaron, dificultó la interacción y la negociación entre ambas partes.
La propuesta gubernamental fue aceptada en una asamblea policial numerosa que se realizó en Adrogué. No obstante, en La Plata, que fue el epicentro de la protesta más numerosa y activa, no se llegó a votar debido a que las diferencias y los cruces que se dieron entre los policías en actividad y los policías retirados, dividieron a los asambleístas se en dos grupos irreconciliables. Así y todo, la mayoría aceptó la propuesta mientras que el sector minoritario decidió marchar al Ministerio de Seguridad, rechazando el aumento otorgado por el gobierno y exigiendo un ingreso mínimo de $ 12.500 y la incorporación al sueldo básico de las sumas salariales no remunerativas. Esta fragmentación descomprimió la tensión y permitió la salida del conflicto.
Así, tal como ocurrió en la mayoría de las provincias argentinas, el núcleo del reclamo policial bonaerense giró en torno de la demanda de mejoras salariales y laborales, aunque la dirigencia política provincial –y nacional- la interpretó como “un atentado contra las instituciones y el orden democrático”, lo que colocaba a los trabajadores policiales como “sediciosos” y obstruía el conocimiento y la discusión de las condiciones laborales reales de los y las policías.
Por otra parte, tal como ocurrió en el ámbito provincial, quienes consideran las protestas policiales como un acto de sedición reclamaron que los uniformados canalicen sus demandas “institucionalmente”. Pero se trata de un pedido de cumplimiento imposible: las instituciones policiales no cuentan con canales institucionales para articular demandas laborales ante el comisariato y las autoridades políticas y, menos aún, para efectuar reclamos salariales.

Asociativismo policial en la provincia de Buenos Aires.
La prohibición de la sindicalización policial, es decir, de constituir organizaciones sindicales para defender los intereses profesionales de los y las policías, ha dado lugar a la conformación de distintos tipos de asociaciones con la aspiración de constituirse “de hecho” en instancias y mecanismos de organización y representación colectiva de los trabajadores policiales. Este proceso se ha dado tanto en la provincia de Buenos Aires como en otras provincias del país.
En el ámbito bonaerense, hay antecedentes históricos en relación a este tipo de organizaciones. Como ya se mencionó, en 1973, tuvo lugar una huelga policial que fue el corolario de un extenso proceso histórico de asociacionismo policial en torno de cuestiones laborales, donde un grupo de jóvenes oficiales se reunieron abiertamente en la Comisaría 9ª de La Plata y conformaron el “Movimiento Policial” (MoPol), aunque luego de la huelga esta organización se desarticuló.[footnoteRef:49] Posteriormente, en 1986, se creó el “Centro de Oficiales Retirados de la Policía de la Provincia de Buenos Aires” con el propósito de velar por los intereses y derechos del personal en situación de actividad y retiro y, además, tener una representación institucional.[footnoteRef:50] [49: BARRENECHE, Osvaldo, “Paro de y represión apolicías…”, op.cit.]  [50: BERTINI, José Luis,La precariedad del silencio…, op.cit., p. 53.] 

En la actualidad, existen diferentes asociaciones policiales que proclaman la defensa “sindical” de los intereses laborales de los y las policías, tales como el “Sindicato Policial Buenos Aires” (SIPOBA), el “Sindicato de Policías y Penitenciarios” (SINPOPE) y la “Asociación Profesional de Policías de la Provincia de Buenos Aires” (APROPOBA). 
No constituyen actores organizaciones legitimadas para representar formalmente a los policías ante las instituciones gubernamentales, aunque su accionar ha apuntado a representar “de hecho” a los trabajadores policiales. Asimismo, las Policías de la Provincia de Buenos Aires tienen prohibido conformar asociaciones sindicales o llevar a cabo protestas o reclamos laborales. En consecuencia, la articulación de quejas o peticiones por parte de estas asociaciones casi siempre se dan en un contexto de crisis en cuyo marco los reclamos y negociaciones sobre demandas laborales suelen ser desordenados y anárquicos. Los “referentes” de las protestas y demandas policiales han tenido dificultades en la interlocución con el personal policial en actividad y hacia afuera de la policía, lo que se ha ponderado por la existencia de roles poco claros entre sí y ante las autoridades. Casi nunca han logrado articular un reclamo preciso y claro y, menos aún, han conseguido elaborar una estrategia de “salida” de los conflictos que han protagonizado. Estas dificultades se han observado de forma tangible en el último conflicto policial de diciembre de 2013.
Una situación similar se verifica en el resto del país. Existen prácticamente en todas las jurisdicciones organizaciones de policías, retirados o en actividad, que son asociaciones o proto asociaciones sindicales pero que, en verdad, no son asociaciones profesionales legalmente constituidas. La mayoría de ellas están afiliadas a la autodenominada “Federación Argentina de Sindicatos Policiales y Penitenciarios” (FASIPP).[footnoteRef:51] [51: La FASIPPnuclea a las siguientes organizaciones policiales: la “Asociación Profesional Policial Buenos Aires” (APROPOBA),la “Asociación de Policías Heridos y Desamparados” (APOHEDE),el “Sindicato Policial Buenos Aires” (SIPOBA) y la Mutual Solidaridad Policial, de la provincia de Buenos Aires; los “Policías Autoconvocados Por un Salario Justo” y el “Sindicato Policial Chaco” (SIPOLCH CHACO), de la provincia de Chaco; el “Sindicato Policial Chubutense” (SIPOLCH), de la provincia de Chubut; el “Sindicato de Empleados Penitenciarios Policiales y Afines” (SEPPA”, de la provincia de Córdoba; la“Asociación Penitenciaria Policial Organizada” (APPOLO Corrientes), de la provincia de Corrientes; la “Asociación Profesional Policial Entre Ríos” (APROPOLER), de la provincia de Entre Ríos; el “Sindicato Policial Formosa” (SIPOLFOR), de la provincia de Formosa; la “Asociación Profesional Policial Jujuy” (APROPOJUY) y el “Centro Deportivo Policial”, de la provincia de Jujuy; el “Circulo de Suboficiales y Agentes Policía de La Pampa”, de la provincia de La Pampa; el “Sindicato de Policías de Mendoza”, de la provincia de Mendoza; la “AsociaciónUnión del Personal Policial”(ACUPPOL), de la provincia de Misiones; la “Asociación de Subalternos Policiales” (ASUBPOLNEUQUEN), de la provincia de Neuquén; la “Asociación Unión Personal Policial Río Negro” (ASUPPOL), de la provincia de Río Negro; el “Sindicato Profesional Policial Salta” (SIPPOL-SALTA), de la provincia de Salta; el “Sindicato Policial San Juan” (SPSJ), de la provincia de San Juan; la “Asociación Profesional Policial Santa Fe” (APROPOL), de la provincia de Santa Fe; el “Circulo Policial Loretano”, de la provincia de Santiago del Estero; y la “Asociación Gremial Policial” (AGREPO), de la provincia de Tucumán.] 


II
La necesidad de una Ley de Trabajo Policial
La presente propuesta legislativa pretende dotar de un nuevo régimen de derechos y deberes a los y las policías bonaerenses sobre la base de su consideración como trabajadores plenos de derechos. Se trata, pues, de laboralizar el trabajo policial.
La institución policial provincial es el único reducto de la administración pública cuyo trabajadores laboran en condiciones paupérrimas y detentan derechos laborales tan precarios como los que tenían la mayoría de los trabajadores argentinos antes de la llegada del peronismo al gobierno a mediados del siglo XX.
¿Cómo puede admitirse la existencia un sector de la burocracia estatal sobre el que pesa una gran expectativa política y social de resolución de problemáticas complejas como la seguridad y la protección de los derechos y libertades de las personas, cuyos trabajadores laboran en condiciones extremadamente precarias y no gozan de derechos laborales plenos y, en particular, del derecho a velar por sus intereses colectivamente? ¿Nadie ha prestado atención a que el profundo deterioro de la seguridad pública provincial y, en su marco, el deficiente desempeño policial está significativamente determinado, entre otras razones, por la precarización laboral de los trabajadores policiales?
En este marco, esta iniciativa apunta a abordar institucionalmente la precarización laboral de los trabajadores policiales de la provincia de Buenos Aires y dotar a éstos de los mecanismos formales y efectivos de defensa de sus derechos para que puedan canalizar sus demandas y reclamos de manera institucionalizada y mejorar el servicio de seguridad pública que prestan, todo ello sobre la base de una propuesta legislativa cuyos apartados y principales disposiciones se desarrolla a continuación.

a. Disposiciones generales.
En las disposiciones generales establecidas en el Capítulo I, se determina el alcance de la ley y, en particular, el tipo de personal policial comprendido por las presentes regulaciones. En ese sentido, este plexo normativo está orientado fundamentalmente a favor del personal de la policía provincial que cumple funciones de seguridad, es decir, el policía que trabaja de policía.
Por este motivo, en el artículo 1º, se establece un régimen especial que regula los derechos, deberes y obligaciones del personal policial de las Policías de la Provincia de Buenos Aires incluido en los Subescalafones General y Comando de la Ley 13.982 de “Personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires”. Y en el artículo 2º, se excluye de las regulaciones del proyecto al personal de apoyo que no está incluido en dichos subescalafones y, por ende, sus derechos, deberes y obligaciones deben regirse por el “Estatuto y Escalafón para el Personal de la Administración Pública” aprobado por Ley 10.430 y modificatorias, en todo aquello que no se oponga a lo establecido en la Ley 13.982. No obstante, consideramos que el personal de apoyo debe estar comprendido por las disposiciones sobre violencia laboral y salud y seguridad en el trabajo del presente proyecto, atento al ámbito en que desarrollan sus labores, compartido con el personal policial.
Por su parte, en las disposiciones de este apartado, se define a las actividades de la policía provincial, tanto las llevadas a cabo por el personal policial como por el personal de apoyo, como un “servicio esencial” debido a que “atañe a la vida y a la seguridad de la población y, por ello, resulta de importancia trascendental”. Esta definición es la que garantiza que el ejercicio de todos los derechos que se otorgan a los trabajadores policiales se ejerzan, entonces, con sujeción a las limitaciones propias de todos los servicios esenciales.
La premisa fundamental de la regulación propuesta parte del principio de igualdad consagrado en la Constitución Nacional y en los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos. Concretamente, aquellos trabajadores que se desempeñan en las policías provinciales y que no cumplen funciones policiales deben gozar de todos los derechos y garantías comunes a quienes se desempeñan en la Administración Central, en tanto la sujeción a las normas especiales propias de la función policial no deben extendérsele en cuanto resulten limitativas. Ello, por cierto, no los debe excluir de las obligaciones propias de todo trabajador que se desempeña en un servicio esencial, pero esta característica funcional no puede ipso facto justificar que queden sometidos al anacrónico “estado policial”.
Entre otros aspectos, la sindicalización de estos trabajadores no puede encontrarse sujeta a limitación alguna, en tanto las labores que desempeñan no tienen carácter policial. Así, la tarea de apoyo comprende todas aquellas labores que no resultan propias de la función policial –en la norma vigente, todas aquellas que no sean las propias y específicas de los Subescalafones General y Comando-, y, en consecuencia, deben asimilarse e insertarse en la lógica de carrera, encasillamiento y régimen laboral propio de la administración.
Se sostiene, asimismo, la procedencia y constitucionalidad de la sindicalización policial, sin dejar de tener en cuenta que ésta no resultará efectiva en tanto no exista una decisión de alguno de los tres poderes de la Nación –en el marco de las facultades que le son propias- que cambien el statu quo en cuyo marco no se ha efectivizado como derecho reconocido legalmente.
La calificación como servicio esencial de la actividad de las policías provinciales que se propone en la iniciativa permite –en el marco del plexo normativo de O.I.T. al que adhiere nuestro país-, reglar las restricciones al derecho de huelga que afecta a los servicios esenciales e incluso, tal como sostiene José Tribuzio, “tolera la prohibición de la huelga en esos casos, aunque condiciona la validez de dicha medida extrema, a la garantía de acceso de los trabajadores involucrados, a vías de composición del conflicto (conciliación, mediación y/o arbitraje), que resulten adecuadas, imparciales y rápidas”.[footnoteRef:52] [52: TRIBUZIO, José “El servicio público de importancia trascendental” publicado en el Boletín Electrónico Nº 34 del Observatorio del Derecho Social de la CTA (Central de Trabajadores Argentinos) del 10/06/2009.] 

En el ámbito de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, no sólo no existen mecanismos formales de composición de conflictos sino que tampoco se ha configurado un ámbito o instancia en la cual se pueda abordar y tratar institucionalmente, en un pie de igualdad y con la debida independencia, las condiciones en que se presta el servicio y que afectan la salud y la seguridad en el trabajo de los policías.
En este contexto, en la iniciativa legislativa se propone reconocer el derecho a la sindicalización policial vedando al personal policial el ejercicio de medidas de acción directa y limitando y reglando tal derecho para el personal de apoyo, todo ello en función de garantizar el servicio mínimo necesario para que no se resientan las labores policiales.

b. Derechos, deberes y prohibiciones.
En el Capítulo II, en primer lugar, se propone en un nuevo marco de derechos para el personal policial, algunos de los cuales coinciden con los enunciados en la normativa vigente y otros son nuevos derechos a consagrar.
Primero, se establece que el personal policial tiene derecho a una remuneración justa con un sentido distinto a lo estipulado en la legislación vigente, donde se hace referencia a “la percepción de un haber mensual” (Ley 13.982, artículo 10, inciso h). En este sentido, la idea de remuneración justa y proporcional reemplaza a la noción de derecho a un haber mensual que se establezca, sin mayores consideraciones sobre su justicia o proporcionalidad con las responsabilidades y capacitación que la función exija.
Segundo, se hace referencia al derecho a la estabilidad en el empleo, tal como está establecido en la legislación vigente, en tanto precepto de raigambre constitucional.
Tercero, se consagra el derecho a una carrera policial en igualdad de oportunidades. Si bien esto ya estaba reconocido en la legislación vigente (Ley 13.982, artículo 10, inciso f), en este caso se introducen una serie criterios meritocráticos en dicha carrera, a saber, la promoción por desempeño, y la capacitación por competencias. Es decir, se fija el derecho a una carrera profesional basada en la evaluación del desempeño y la capacitación, y se establece el derecho a la capacitación asentada en la adquisición y mejoramiento de las competencias policiales.
Cuarto, se estipula el derecho a un procedimiento disciplinario para faltas graves que se instruya ante un organismo externo e independiente de la policía, observando las garantías establecidas en los artículos 18, 19 y cc. de la Constitución Nacional. En la legislación vigente no se reconoce un derecho de este tipo, esto es, el derecho a un control externo que respete la defensa y los derechos de los policías, y la única referencia existente es sobre el derecho a castigar asentado en el derecho al ejercicio de las facultades disciplinarias -contrario al espíritu constitucional que consagra el debido proceso- instituido en la norma vigente (Ley 13.982, artículo 10, inciso e),sin precisión alguna sobre procedimientos que garanticen, por un lado, la defensa de los policías frente a la acusación de faltas graves y, por el otro, que eviten que el sistema de control policial sea utilizado como mecanismo de disciplinamiento interno, se constituya en un sistema de cooptación de la cúpula comisarial sobre el resto de la institución policial y el subordinado no tenga ninguna posibilidad de contestación o de revisión de todo lo que ocurra en ese contexto. Esto último es lo que sucede cotidianamente en la policía provincial, tal como dan cuenta algunos testimonios recogidos por Sarçabal referidos al estado de indefensión frente a la Auditoría General de Asuntos Internos como resultado de las deficiencias en los procedimientos administrativos para la sustanciación de sumarios del régimen disciplinario.
[…] La verdad que no es gratificante ser abogado defensor del personal policial en las ISA de Asuntos Internos […]. No es por los policías, todo lo contrario, es porque uno tiene que enfrentarse a una maquinaria que impide el ejercicio de una defensa justa […]. Todo está en contra del policía […] hasta el trato personal y profesional que nos dispensan a nosotros los funcionarios jerárquicos de la Auditoría[…]; existen demoras injustificadas para tomar vista de las actuaciones, o las ponen a disposición en horarios insólitos […] que saben que uno trabaja para policía en un horario determinado […] el trato que nos dan es más desconsiderado que a los abogados de la matrícula, porque saben que nosotros no podemos reclamar o denunciar esas arbitrariedades […]. Al personal policial no lo tratan bien […] lo menosprecian, parten de la base que es culpable, para ellos no existe el principio de inocencia […], les dan un trato descortés, sin necesidad, porque el efectivo va entregado, a mí no me consta que se hallan desubicado, y eso que muchas veces tendrían derecho […]. En la indagatoria ya tienen decidido si los van a echar o no, y si no los echan los llevan al procedimiento abreviado, no importa el fondo de la cuestión […], así siempre salen ganando, con el policía sancionado y agradecido de no perder el trabajo […]. Lo más injusto es la falta de admisibilidad de la prueba ofrecida por la defensa […], normalmente no hacen lugar a nada que se proponga […] informes, testimoniales […]. Las resoluciones finales son habitualmente sancionatorias, son un cliché calcado…es el reflejo de todas las arbitrariedades que ocurrieron en el procedimiento.[footnoteRef:53] [53: SARÇÁBAL, Guillermo (coord.), La nueva policía…, op.cit., p. 25.] 

Quinto, se consagra el derecho a las condiciones materiales y de salud para la protección de la vida de los trabajadores policiales en el ejercicio de sus funciones. La legislación vigente también hace referencia a derechos relacionados con la seguridad e higiene en el trabajo y, en ese marco, a las condiciones materiales e infraestructurales para el trabajo policial (Ley 13.982, artículo 10, incisos n y l). Lo innovador de este derecho en esta iniciativa es la referencia al derecho a actuar en operaciones policiales planificadas y controladas. Este derecho se consagra frente a la ausencia actual de protocolización del trabajo policial cotidiano. Actualmente, no hay reglas y procedimientos que regulen las actividades básicas que los policías deben desarrollar diariamente y, en ese sentido, no está tan claro qué es lo que debe hacer un policía en cada una de las funciones asignadas o labores que habitualmente debe desarrollar, o en cada uno de los momentos o de las circunstancias en que debe intervenir. Este vacío institucional genera una desprotección laboral cierta y concreta para el policía. La falta de protocolización, de reglamentación, de establecimiento de procedimientos implica una falta de contención institucional para el trabajador policial. Y, en general, la resolución inadecuada de problemas durante el desempeño del trabajo policial da lugar a sumarios administrativos, pases a disponibilidad, cesantías o problemas laborales severos.
Sexto, se establece el derecho a un horario laboral acorde a las funciones y a un régimen de descanso proporcional. Considerando la sobrecarga de trabajo que actualmente padecen los trabajadores policiales, tal como ya se ha descripto, este derecho resulta fundamental y no hay referencias al respecto en la legislación vigente.
Séptimo, se consagra el derecho a oponerse a órdenes manifiestamente ilegales, lo que no está establecido como tal, es decir, como derecho, en la normativa vigente y, abrevando de la experiencia institucional de nuestro país y nuestra provincia, no resulta insignificante.
Octavo, se establece el derecho a no recibir un trato discriminatorio, lo que no está contemplado en la normativa vigente y, considerando la historia de abusos y arbitrariedades cometidas contra los trabajadores policiales en el ámbito provincial, se adopta un criterio amplio y se efectúa una enunciación extensa -aunque no taxativa, ni limitativa- que enfatiza el derecho de los policías a recibir un trato igual, justo y equitativo.
Noveno, se consagra el derecho de los policías a expresar libremente sus opiniones, asociarse con fines útiles para la defensa de sus intereses y a afiliarse, no afiliarse o desafiliarse a asociaciones sindicales, conforme lo determine la norma especial. Desde ya, es un aspecto que no está presente en los derechos laborales de los policías en la actualidad. Por lo tanto, se trata de uno de los aspectos más innovadores del presente proyecto y encuentra una clara justificación en el efectivo reconocimiento de los derechos laborales y sindicales de los policías así como en las bases jurídicas constitucionales y, en particular, en la garantía de igualdad, en el principio de legalidad y en el derecho a un trato digno.
Décimo, se instituye el derecho a percibir las asignaciones y/o subsidios familiares, sobre lo que no hay referencias entre los derechos de los policías establecidos por la normativa vigente. En la práctica, esos derechos tienen vigencia. No obstante, la consideración e inclusión de la familia de los trabajadores policiales como objeto de los derechos laborales básicos de los policías forma parte de la reivindicación y resignificación de la labor policial.
Y, undécimo, se fijan los derechos a las licencias y franquicias y servicios médicos asistenciales así como el derecho a los beneficios previsionales, conservando aquellos que ya están consagrados en la normativa vigente. Así y todo, su incorporación como derechos laborales de los policías resulta indispensable a los efectos de equipararlos a los restantes derechos laborales policiales.
En segundo lugar, en el Capítulo II, se prevé un marco de deberes para el personal policial abordando cuestiones novedosas tales como el deber de intervención y sus limitaciones fuera del horario de trabajo; el uso del arma provista u homologada; el deber de prestar apoyo a otros policías; el principio de no discriminación, integridad, eficacia y eficiencia en su actuación; y la obligación de impedir y abstenerse de ejercitar prácticas abusivas. También se incluye el deber de ejercer pacíficamente los derechos de asociación, reunión y manifestación fuera del horario de trabajo y, en esas circunstancias, se prohíbe la portación de armamento y la vestimenta de uniforme. A su vez, se conservan algunos de los deberes contemplados actualmente.
Por último, en el Capítulo II, se hace referencia a las prohibiciones del personal policial, tales como el uso de información para fines ajenos a la institución y a aceptar dádivas, obsequios u obtener ventajas de cualquier índole con motivo o en ocasión del desempeño de sus funciones. Se mantiene la prohibición de patrocinio de trámites, de desempeño de otros cargos diferentes -excepto la docencia-, y ser proveedor o contratista con la administración pública provincial.

c. Uso policial de armas de fuego y deber de intervención.
Con relación al uso del arma provista u homologada por la institución, el presente proyecto adopta un criterio restrictivo, quedándole vedado su uso fuera del horario de trabajo e imponiendo determinados criterios de actuación cuando los policías se encuentren en situaciones que ameriten su intervención y, en su marco, el uso intimidatorio o efectivo del arma de fuego.
Si bien los trabajadores policiales deben estar preparados para enfrentar situaciones que pueden requerir su intervención, la decisión de intervenir o no, mientras se encuentran fuera del horario de trabajo, debe ser evaluada por cada policía sobre la base de la consideración de la urgencia o riesgo en el caso puntual, ya que la intervención policial no planificada –éste sería el caso- o mal evaluada podría dar lugar a situaciones subestimadas o en la cuales el policía fuera de servicio podría no ser capaz de controlar.[footnoteRef:54] [54: Al respecto, debe prestarse atención a lo que Michael White denomina las “variables ambientales, organizacionales y situacionales en los entornos de trabajos policiales internos y externos” así como a lo que James Fyfe define como “el grado de autorización/licencia dada a los policías para utilizar la fuerza letal (a través de políticas administrativas, normas entre grupos de pares, políticas y filosofías del jefe, etc.)” (en: RODRÍGUEZ GAMES, Nicolás, “Estado del arte respecto del uso policial de la fuerza”, en ALES, Cecilia (ed.), Regulación y control del uso policial de la coerción y la fuerza en Argentina, Ministerio de Seguridad de la Nación, Buenos Aires, 2011, p. 32).] 

En la provincia de Buenos Aires, la normativa vigente impone a los integrantes de las policías una serie de regulaciones que no contemplan su condición de trabajadores. El “estado policial” implica que el trabajador policial, en vez de tener un horario de trabajo determinado en el cual tiene un conjunto de derechos, deberes y prohibiciones, conserva ese estado de manera permanente, incluso en su condición de retirado, salvo que sea dado de baja (Ley 13.982, artículo 2º).
En la actualidad, con relación a las intervenciones policiales y, en su marco, al eventual uso del arma de fuego en esas situaciones, el trabajador policial está obligado a intervenir para evitar la comisión de delitos -sin distinción- y detener a sus autores, siempre que se encuentre en servicio (Ley 13.982, artículo 11, inciso e). Además, cuando se encontrare franco de servicio, tiene el derecho a portar el arma reglamentaria y puede voluntariamente optar por intervenir, y esa opción se le computa como “acto de servicio” (Ley 13.882, artículo 10, inciso c).
Esto, en la práctica, se traduce en intervenciones acríticas e irracionales ante cualquier tipo de situaciones, sin que medie o prime un análisis y/o evaluación de los hechos, haciendo uso del arma de fuego aun cuando ello no fuese necesario o indispensable para resolver la situación crítica y, en general, poniendo en riesgo la vida de las personas y, entre ellas, del propio policía. Un estudio realizado por la Asociación Políticas Públicas (APP) sobre homicidios de policías en Argentina producidos entre enero de 2010 y agosto de 2012, utilizando fuentes periodísticas, registra entre sus principales hallazgos que la mayoría de los policías fueron asesinados estando fuera de servicio y en el marco de situaciones en la que intervinieron “resistiéndose” mediante el uso del arma de fuego. Sus conclusiones son expresivas.
Ocurrieron 42 homicidios de policías en Argentina […]. Un 74 %, 31 casos, se produjeron estando los policías fuera de servicio; un 17 %, 7 casos, estando en servicio; y un 7 %, 3 casos, fue prestando [servicios] adicionales. La Argentina tiene porcentajes y tasas de homicidios de policías inversos con relación a los de Estados Unidos, ya que allí es notablemente mayor la cantidad de policías muertos en servicio […] En el primer trimestre del 2012 se produjo un piso de 11 homicidios […]. Del total de [esos] policías asesinados, un 50 % pertenecía a la Policía Bonaerense, un 45 % a la [Policía] Federal y un 5 % a la [Policía] Metropolitana. La proporción de casos de la [Policía] Bonaerense muertos en servicio es relativamente alto […] En los 31 casos homicidio de policías fuera de servicio […], el 74 % de los policías estaba armado y un 81 % se resistió. El 97 % de los homicidios fuera de servicio fue con armas de fuego, y un 84 % fue cometido por dos o más delincuentes […].[footnoteRef:55] [55: FLEITAS ORTIZ DE ROZAS, Diego, Características y explicaciones de los homicidios de policías en Argentina. Problemas en las políticas de portación de armas y de actuación estando fuera de servicio, Asociación para Políticas Públicas, Buenos Aires, Documentos de trabajo, marzo de 2013, pp. 3 y 4.] 

En octubre de 2013, el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) emitió un informe respecto de casos de policías muertos en la Ciudad de Buenos Aires y el Conurbano Bonaerense y llegó a conclusiones similares a las de APP. Entre 2003 y 2013, murieron 435 policías en “hechos de violencia”, aunque sólo un 23,6 % de los policías “estaba de servicio o cumpliendo servicio adicional al momento de su fallecimiento”, mientras que “aquellos que se encontraban fuera de servicio conforman un abrumador 71 %”. De entre ellos, “el 47 % se encontraba de franco al momento del hecho; un 22,9 % estaba retirado (aquellos retirados que se desempeñaban como custodios privados representan el 6,42 % del total) y un adicional 1,14 % habían sido exonerados de la fuerza o pasados a disponibilidad”. En el caso de los policías bonaerenses, “los que murieron en hechos violentos cuando se encontraban fuera de servicio representan el 58,5 % del total de bonaerenses fallecidos en el mismo período”.[footnoteRef:56] [56: CENTRO DE ESTUDIOS LEGALES Y SOCIALES, El uso de armas por parte de policías fuera de servicio tiene alta incidencia en las muertes violentas, CELS, Buenos Aires, Documento, octubre 2013.] 

El uso de la fuerza letal por parte de policías que se encuentran de franco o personal retirado de las fuerzas es un aspecto problemático de la violencia policial, tanto en la Policía Federal como en la Policía de la provincia de Buenos Aires y más recientemente en la Policía Metropolitana. Los policías fuera de servicio suelen intervenir espontáneamente, sin poder medir las consecuencias para sí mismos o los demás, sin atender a la proporcionalidad de su acción. Se trata de una combinación de normas y de costumbres que hacen a la relación de los policías con la portación del arma, y con el principio de actuar siempre, en cualquier circunstancia, sin atender que pueden estar introduciendo riesgos mayores que aquel que procuran controlar. Estos principios de uso de la fuerza potencian los riesgos para la vida de los propios policías y de particulares cuando los agentes se encuentran fuera de servicio.[footnoteRef:57] [57: Ibíd.] 

Durante 2014, y a partir de un relevamiento realizado en los diarios nacionales y provinciales de mayor tirada, 17 policías de la Provincia de Buenos Aires resultaron muertos de manera violenta en circunstancias semejantes a las señaladas. Del total de policías muertos, 12 fallecieron mientras se encontraban fuera del horario de trabajo, sólo 4 mientras estaban trabajando, y 1 tenía licencia por patología psiquiátrica. En 9 de los 12 casos de los fallecidos fuera de su horario laboral, los policías, cuando murieron, se encontraban armados, se identificaron como policías y dieron “la voz de alto”, e intervinieron usando el arma de fuego, con resultado fatal. Además de estar fuera del horario de trabajo “pero en cumplimiento del deber”, lo hicieron en inferioridad de condiciones ante los agresores que le provocaron la muerte –dos o más delincuentes-, lo que dio cuenta de que hubo una mala evaluación de la situación que culminó con la muerte del trabajador. En todas las intervenciones policiales fuera del horario de trabajo, el objetivo de las mismas fue impedir un robo. Si bien no se cuenta con la información pormenorizada necesaria para evaluar cada hecho, de los casos descritos surge claramente que no estaba en peligro la vida de las personas -y por ende no había una emergencia real- sino que la intervención fue decidida para proteger bienes o propiedades privadas.

Tabla 3
Policías de la provincia de Buenos Aires muertos en homicidios durante 2014
	
	Apellido
	Fuera del horario de trabajo
	Situación/descripción del hecho
	Asaltantes
	Objetivo del hecho
	Reacción

	1
	SALAS
	SI
	Saludando a amigos en un restaurante
	3
	Robo de la caja
	Voz de alto y sacó el arma

	2
	PRIETO
	SI
	En el colectivo volviendo a casa.
	1
	ND
	La degollaron

	3
	LÓPEZ
	SI
	Manejando su moto. Con carpeta psiquiátrica. Sin arma.
	2
	Robo de la moto
	Le quisieron robar la moto y se resistió.

	4
	LUONGO
	NO
	En servicio, en un control policial
	
	
	

	5
	CISTERNA
	SI
	Vía pública en Villa Gesell
	2
	Robo
	Se identificó, dio la voz de alto y sacó su arma

	6
	ÁVILA
	SI
	Manejando auto propio
	2
	Robo del auto propio
	Abordado en el auto, se identificó como policía y los enfrentó

	7
	VELIZ
	NO
	En servicio, tiroteo en fuga
	
	
	

	8
	BEDOYA
	NO
	En servicio, cumpliendo una orden judicial de acompañamiento
	
	
	

	9
	ABREU
	SI
	Llevando a una amiga a la casa
	4
	Robo de la moto propia
	Se resistió a los tiros

	10
	RISSO
	SI
	Supermercado chino
	4
	Robo de la caja
	Se identificó y dio la voz de alto

	11
	CARDUS
	SI
	Cajero automático
	2
	Robo del efectivo extraído
	Forcejeó y desenfundó

	12
	HERRERA
	NO
	En servicio, uniformado y con chaleco antibalas
	
	
	

	13
	PÉREZ
	SI
	De vacaciones, salía de un quiosco
	Varios[footnoteRef:58] [58: Varios sujetos que se movilizaban en 2 vehículos.] 

	Robo del auto propio
	Se identificó y extrajo su arma de fuego

	14
	BARRERA
	SI
	Transitaba por la calle, vio un robo en un rapipago
	4
	Robo de la caja 
	Les dio la voz de alto y desenfundó

	15
	RODRÍGUEZ
	SI
	Entraba al quiosco de una estación de servicio a comprar cigarrillos, estaban robando. Se identificó y fue baleado.
	2
	Robo de quiosco
	

	16
	REYNOSO
	SI
	Fuera del horario de servicio, haciendo guardia en una garita de una metalúrgica con el arma provista.
	3
	Robo del arma del policía
	Se resistió.

	17
	SARDI
	SI
	Un policía abocado al Operativo Sol mató accidentalmente a un compañero en un departamento que compartían.
	
	Accidente
	


Fuente: Elaboración propia.

Asimismo, la portación de armas de fuego fuera del horario de servicio implica también otro tipo de riesgos para sí y para terceros, tales como los accidentes –muchos de ellos, fatales- o el uso de armas en situaciones de violencia familiar, suicidios así como la pérdida o el robo del arma, y cualquier otro tipo de acción y/o situación en la que los policías se involucran en conflictos de índole privada, tales como las peleas entre vecinos o como consecuencia de incidentes de tránsito.
En este contexto, la cuestión de las intervenciones policiales fuera del horario de trabajo así como el uso del arma de fuego en ese contexto constituye un problema que debe ser abordado institucionalmente. Es por ello que en el proyecto se propone derogar el estado policial así como el derecho a portar el arma de franco servicio.[footnoteRef:59] En cambio, a la luz de los casos analizados, la propuesta consiste de mantener el deber del policía de intervenir sólo mientras dure su horario de trabajo y eximirlo de intervenir cuando no se encuentre en su horario laboral. Para los casos en que el trabajador policial tome conocimiento de situaciones que puedan requerir de intervención policial, tiene la obligación de dar aviso al personal policial que se encuentre prestando servicios o de hacerlo acudiendo al 911, los que están en condiciones de gestionar la situación con los recursos institucionales y logísticos adecuados. A su vez, en ese contexto, tiene prohibido usar el arma y no está obligado a identificarse como policía. [59: En la Ley 13.982, artículo 10, inciso c. se establece el “derecho […] a portar el arma reglamentaria cuando se encontrare franco de servicio, con los alcances que establezca la reglamentación”.] 

Las regulaciones contenidas en esta sección se justifican a partir de dos premisas fundamentales, una sostenida desde la perspectiva de los derechos laborales y otra sustentada en un criterio de eficiencia:
1. El policía debe ser considerado un trabajador con derechos, deberes y obligaciones funcionales vigentes exclusivamente mientras dure la jornada laboral. Todo trabajador policial debe tener el derecho a tener una jornada de trabajo determinada (y no una jornada laboral indeterminada y violatoria de sus derechos) para hacer efectivo su derecho a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. 
2. El sistema policial es lo que debe estar en funcionamiento las 24 horas, no el trabajador policial fuera del horario de trabajo. Un argumento contrario a ello suele sustentarse en un afirmación temeraria pero notoriamente naturalizada y legitimada en el ambiente político, social y policial: “el policía debe ser policía las 24 horas” o “el policía se siente policía todo el tiempo porque ser policía es una vocación”.
Las regulaciones aquí propuestas no cuestionan las opciones vocacionales, sino las malas intervenciones que tienen consecuencias ulteriores trágicas para los trabajadores policiales e incluso para terceros. Está comprobado a partir de los casos analizados que los policías van armados a todos lados, suelen intervenir de modo inadecuado aún en situaciones donde ponen en riesgo su vida y la de terceros y en la mayoría de estos casos resultan muertos, todo ello estando fuera del horario laboral y como resultado de una mala intervención armada en un conflicto.

d. Agremiación y negociación colectiva.
En una sociedad democrática, es esencial garantizar el libre ejercicio de los derechos de reunión, de asociación o agremiación, de petición y de negociación colectiva en el ámbito laboral. Ello fue incorporado en la Constitución Nacional mediante la reforma en 1949 al introducir en la carta magna los derechos sociales o de segunda generación, en sintonía con el “constitucionalismo social”. Dicha reforma luego fue derogada por la dictadura instaurada en 1955, sin perjuicio de que sus conquistas fueron condensadas sintéticamente en la reforma trunca de 1957 a través del artículo 14 bis.
Luego de la Primera Guerra Mundial, en 1919, se creó la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y en el Preámbulo de su Constitución se señalaba, entre otros aspectos, que existían “condiciones de trabajo que entrañan tal grado de injusticia, miseria y privaciones para gran número de seres humanos, que el descontento causado constituye una amenaza para la paz y armonía universales”, en ese sentido, resultaba “urgente mejorar dichas condiciones”. Ya por entonces, la OIT indicaba que el “reconocimiento […] del principio de libertad sindical” era un instrumento fundamental para superar aquellas condiciones de trabajo.
La historia de la sindicalización de la clase trabajadora argentina comenzó a principios del siglo XIX con las luchas obreras que condujeron al paulatino establecimiento de una serie de derechos laborales en diferentes etapas institucionales de nuestro país. El peronismo clásico impulsó e institucionalizó los más significativos avances en la materia y, en su marco, las organizaciones sindicales argentinas adquirieron robustez organizacional, una amplia capacidad de articulación de demandas y de defensa de los intereses laborales y un enorme poder social y político que las convirtió en instancias fundamentales para resistir la vorágine anti-obrera y anti-sindical que se impuso en el país por casi dos décadas a partir de la instauración de la denominada “Revolución Libertadora” en 1955.
En todas esas décadas, hubo avances y retrocesos en materia de derechos laborales y sindicalización pero los derechos relativos a los contratos de trabajo, los estatutos profesionales, la negociación colectiva, la seguridad social, los beneficios laborales y la seguridad e higiene en el trabajo, entre otros, quedaron incólumes y nunca fue posible desarticular a la clase trabajadora organizada como un actor social y político fundamental de la vida nacional.
Entre 1955 y 1973, la exclusión del peronismo del juego político institucional, la convalidación de dicha exclusión por parte de los partidos y sectores políticos no peronistas y antiperonistas y la fragmentación y desactivación de la clase trabajadora y sus organizaciones sindicales fueron los ejes en torno de los cuales se estructuró el sistema político argentino. El retorno del peronismo al gobierno en 1973 y la crisis institucional que se abrió con la muerte de Juan Perón en 1974 antecedieron a la dictadura civil-militar más transformadora y trágica de la historia argentina: el “Proceso de Reorganización Nacional” que se desenvolvió entre 1976 y 1982.
El objetivo instrumental fundamental de esta dictadura estuvo dado por la desactivación de los sectores populares y, en particular, de las organizaciones sindicales altamente movilizadas y no colaboracionistas, poniendo especial énfasis en las organizaciones y dirigentes de base. Ello determinó que el grueso de los desaparecidos sean dirigentes sindicales y trabajadores. Se trató de un genocidio de clase que sirvió como condición necesaria para imponer un modelo económico signado por la desindustrialización y en el predominio del capital financiero y de ciertos servicios. En concreto: José Alfredo Martínez de Hoz no era posible sin Jorge Videla y sin Eduardo Massera.
La vuelta de la democracia en 1983 implicó la reinstauración de los derechos laborales básico y la reactivación del movimiento trabajador organizado, aunque la llegada del menemismo al gobierno en 1989 significó la profundización del proceso de fragmentación social, de la desindustrialización iniciada durante la dictadura civil-militar y del empobrecimiento y pauperización masiva de los sectores medios y populares. La clase trabajadora de “achicó”, las organizaciones sindicales se debilitaron y, bajo los designios del Consenso de Washington, se llevó a cabo una profunda flexibilización laboral y la privatización del sistema previsional. Pero, esta vez, todo ello tuvo convalidación democrática y el peronismo menemista fue quien la garantizó eficazmente hasta 1999, lo que fue continuado por el gobierno aliancista encabezado por Fernando de la Rúa hasta su colapso en 2001.
Como se indicó, fue el gobierno de Néstor Kirchner iniciado en 2003 el que produjo las reformas y las acciones institucionales que permitieron restituir formal y efectivamente los principales derechos y conquistas de los trabajadores.
Pues bien, el régimen de organización sindical establecido en 1988 mediante la Ley 23.551 de Asociaciones Profesionales, en las postrimerías del gobierno de Raúl Alfonsín, no ha tenido cambios desde entonces. Esta norma contiene las bases jurídicas en cuyo marco las asociaciones sindicales se constituyen, inscriben y obtienen la personería gremial. Allí también se establecen los derechos y obligaciones y las pautas de funcionamiento de dichas organizaciones. Por su parte, el carácter y el alcance del “principio de libertad sindical” en nuestro país se dirime tanto en el marco de la OIT como en los tribunales.
El modelo de “sindicato único” se encuentra en crisis. La libertad sindical debe ser genuina y amplia, permitiéndose la existencia de una pluralidad de organizaciones con personería, incluyendo a las de segundo y tercer grado. Asimismo, resulta fundamental instituir nuevas bases legales que fortalezcan la democratización de los sindicatos.
En este contexto, una de las rémoras que se deben eliminar es la negación del derecho a la libertad sindical a los trabajadores de las fuerzas de seguridad, es decir, de las instituciones policiales. Este proyecto se inscribe en este designio y lo hace en el marco de los poderes provinciales no delegados, con sujeción a los principios de la Constitución Nacional.
En el ámbito bonaerense, el artículo 39 la Constitución de la Provincia de Buenos Aires establece la base jurídica fundamental del derecho de los trabajadores a la agremiación y a la negociación colectiva como instancia de “solución de los conflictos mediante la conciliación”.
ARTÍCULO 39.- El trabajo es un derecho y un deber social. […] 1- En especial, se establece: derecho al trabajo, a una retribución justa, a condiciones dignas de trabajo, al bienestar, a la jornada limitada, al descanso semanal, a igual remuneración por igual tarea y al salario mínimo, vital y móvil. A tal fin, la Provincia deberá: fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones del empleador y ejercer en forma indelegable el poder de policía en materia laboral; propiciar el pleno empleo, estimulando la creación de nuevas fuentes de trabajo; promover la capacitación y formación de los trabajadores; impulsar la colaboración entre empresarios y trabajadores, y la solución de los conflictos mediante la conciliación, […] 2- La Provincia reconoce los derechos de asociación y libertad sindical, los convenios colectivos, el derecho de huelga y las garantías al fuero sindical de los representantes gremiales. […] 4- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 103 inciso 12 de esta Constitución [referido a la carrera administrativa], la Provincia garantiza a los trabajadores estatales el derecho de negociación de sus condiciones de trabajo y la substanciación de los conflictos colectivos entre el Estado provincial y aquellos a través de un organismo imparcial que determine la ley. Todo acto o contrato que contravenga las garantías reconocidas en el presente inciso será nulo.
Toda “asociación sindical” constituye un grupo colectivo de individuos unidos por la afinidad y la solidaridad que se establece entre ellos por pertenecer a una misma profesión o actividad y que poseen esencialmente un funcionamiento autónomo de los empleadores y del propio Estado. Así se establece taxativamente en el artículo 6º de la Ley 23.551 de Asociaciones Profesionales.
ARTÍCULO 6º.- Los poderes públicos y en especial la autoridad administrativa del trabajo, los empleadores y sus asociaciones y toda persona física o jurídica deberán abstenerse de limitar la autonomía de las asociaciones sindicales, más allá de lo establecido en la legislación vigente.
Los policías son trabajadores estatales y, en tanto tales, deben tener el derecho a constituir asociaciones sindicales que los organice, los represente y les permita entablar negociaciones colectivas con la patronal conformada por el comisariato superior y las autoridades políticas.
El 4 de julio de 1950, entró en vigencia el Convenio Nº 87 de la OIT sobre “la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación”, en el que se dispuso que “los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a estas organizaciones, con la sola condición de observar los estatutos de las mismas”. También se fijó que las “organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el derecho […] de elegir libremente sus representantes”, del mismo modo que se prescribió que “las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a limitar este derecho o a entorpecer su ejercicio legal”. No obstante, con relación a la sindicalización policial, se dejó a criterio de los países miembros la posibilidad de su reconocimiento o su denegación.
ARTÍCULO 9.1.- La legislación nacional deberá determinar hasta qué punto se aplicarán a las fuerzas armadas y a la policía las garantías previstas por el presente Convenio.
De este modo, la OIT dispuso que sean los Estados miembros los que determinen “hasta qué punto” se aplicarán a las fuerzas armadas y a la policía las garantías previstas por el Convenio de referencia. Y, según las interpretaciones posteriores efectuadas por el Comité de Libertad Sindical del organismo, ello “no debe llevar a considerar como contrario al [Convenio Nº 87] el que la legislación de un Estado limite o excluya los derechos sindicales de las fuerzas armadas o de la policía, cuestión ésta que ha sido dejada a la apreciación de los Estados Miembros de la OIT”.[footnoteRef:60] [60: ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO, Recopilación de decisiones y principios del comité de libertad sindical del consejo de administración de la OIT, Comité de Libertad Sindical, Ginebra, 1985, párrafo 221.] 

En virtud de ese texto [artículo 9.1 del Convenio Nº 87], no cabe duda que la Conferencia Internacional del Trabajo tuvo intención de dejar que cada Estado juzgue en qué medida considera oportuno acordar a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía los derechos previstos en el Convenio, o sea, implícitamente, que los Estados que hubieren ratificado el Convenio no están obligados a reconocer los derechos mencionados a esas categorías de personas.[footnoteRef:61] [61: Citado en: Ibíd., párrafo 220.] 

Por su parte, el 18 de julio de 1951, entró en vigor el Convenio Nº 98 de la OIT sobre el “derecho de sindicación y de negociación colectiva”. Allí, se estableció que los trabajadores deben gozar de “adecuada protección contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical en relación con su empleo” y que dicha protección debe ejercerse especialmente contra todo acto que tenga por objeto “sujetar el empleo de un trabajador a la condición de que no se afilie a un sindicato o a la de dejar de ser miembro de un sindicato” así como “despedir a un trabajador o perjudicarlo en cualquier otra forma a causa de su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales fuera de las horas de trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las horas de trabajo”. Y, en lo relativo a la sindicalización policial, se reiteró el criterio ya establecido en el Convenio Nº 87.
ARTÍCULO 5.1.- La legislación nacional deberá determinar el alcance de las garantías previstas en el presente Convenio en lo que se refiere a su aplicación a las fuerzas armadas y a la policía.
El 11 de agosto de 1983, entró en vigencia el Convenio Nº 154 de la OIT relativo al “convenio sobre la negociación colectiva”, esto es, “todas las negociaciones que tienen lugar entre un empleador, un grupo de empleadores o una organización o varias organizaciones de empleadores, por una parte, y una organización o varias organizaciones de trabajadores, por otra, con el fin de fijar las condiciones de trabajo y empleo; o regular las relaciones entre empleadores y trabajadores; o regular las relaciones entre empleadores o sus organizaciones y una organización o varias organizaciones de trabajadores, o lograr todos estos fines a la vez”. Con relación a las policías, una vez más, se replicó el criterio general adoptado en el Convenio Nº 87.
ARTÍCULO 1.- 1. El presente Convenio se aplica a todas las ramas de actividad económica. 2. La legislación o la práctica nacionales podrán determinar hasta qué punto las garantías previstas en el presente Convenio son aplicables a las fuerzas armadas y a la policía. 3. En lo que se refiere a la administración pública, la legislación o la práctica nacionales podrán fijar modalidades particulares de aplicación de este Convenio.
Ahora bien, ante esta conjunto de disposiciones de la OIT, el Estado argentino ha optado por rechazar de manera sistemática la libertad sindical y de negociación colectiva de los y las policías. Lo ha hecho el Poder Ejecutivo y, en particular, la autoridad administrativa del trabajo a nivel nacional, así como el Congreso Nacional y la justicia del trabajo como surge de reiterados fallos.
Cuando el Congreso de la Nación ratificó en enero de 1988 el Convenio Nº 154 de la OIT, mediante la Ley 23.544, excluyó a las fuerzas armadas y de seguridad de la aplicación del mismo.
ARTICULO 1.- Ratifícase el Convenio 154 sobre “el fomento de la negociación colectiva”, adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo el día 19 de junio de 1981 […].
ARTICULO 2.- Al adherir al convenio, deberá formularse la siguiente reserva:
“La República Argentina declara que el Convenio 154 sobre «el fomento de la negociación colectiva», adoptado por la conferencia general de la Organización Internacional del Trabajo el día 19 de junio de 1981, no será aplicable a los integrantes de sus fuerzas armadas y de seguridad, en tanto que, en el ámbito de la administración pública, se hará efectivo en oportunidad de entrar en vigencia la nueva legislación que regulará el desempeño de la función pública, en la cual se fijarán las modalidades particulares para la aplicación del aludido convenio, que será considerado por el Honorable Congreso de la Nación en el término de trescientos sesenta y cinco (365) días computados a partir de la promulgación”.
A tono con esta posición, en diciembre de 1992, el Congreso Nacional sancionó la Ley 24.185 sobre Convenios Colectivos para Trabajadores del Estado y ratificó la exclusión a las fuerzas armadas y de seguridad de la aplicación del Convenio Nº 154 de la OIT, aunque, conforme sus competencias, lo hizo respecto de las fuerzas de seguridad federales únicamente.
“ARTÍCULO 1º.- Las negociaciones colectivas que se celebren entre la Administración Pública Nacional y sus empleados, estarán regidas por las disposiciones de la presente ley.
[…]
ARTÍCULO 3º.- Quedan excluidos de la aplicación de la presente normativa:
[…]
e) El personal militar y de seguridad de las Fuerzas Armadas de la Nación, Gendarmería Nacional, Prefectura Naval, Policía Federal, Servicio Penitenciario Federal u Organismos asimilables […].
De este modo, el poder legislativo federal ratificó que las fuerzas de seguridad nacionales quedaban excluidas de la aplicación del Convenio Nº 154 de la OIT relativo al “convenio sobre la negociación colectiva” pero no de los Convenios Nº 87 y 98 referidos a la sindicalización.
Así y todo, en 2003, el gobierno sostuvo que “por la naturaleza de la actividad que desarrollan los integrantes de […] la policía no resulta conveniente que puedan organizarse gremialmente”.
En su comunicación de 27 de mayo de 2003, el Gobierno [argentino] indica que el Convenio núm. 87 permite que la normativa vigente en cada Estado Miembro de la OIT admita o no la constitución de sindicatos, tanto para las fuerzas armadas como para la policía, y que el artículo 8 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales garantiza la libertad de constituir sindicatos, aceptando como única restricción aquella que necesita la sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o el orden público. Asimismo, el artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ratifica la plena vigencia del derecho a asociarse libremente, preservando la restricción legal al ejercicio de tal derecho cuando se trate de miembros de las fuerzas armadas y de la policía, y el artículo 16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), expresa en su punto tercero: «Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales y aun la privación del ejercicio del derecho de asociación a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía». El Gobierno manifiesta que es fundamental recordar que estos tratados internacionales integran el plexo normativo de Argentina con el carácter de instrumentos con jerarquía constitucional, de conformidad con lo establecido en el artículo 75, inciso 22. No cabe duda entonces que la sindicalización de las fuerzas de seguridad y de la policía se encuentra contenida en el derecho argentino con el alcance previsto en los instrumentos internacionales, no existiendo hasta el momento otra legislación específica sobre la cuestión. Añade que reconocida la plena vigencia de la libertad sindical, exclusivamente limitada en los supuestos analizados, se ha determinado que por la naturaleza de la actividad que desarrollan los integrantes de las fuerzas armadas y la policía no resulta conveniente que puedan organizarse gremialmente.[footnoteRef:62] [62: COMITÉ DE LIBERTAD SINDICAL,Informe Nº 332 en el Caso Nº 2240 “Queja contra el Gobierno de Argentina presentada por el Sindicato Policial Buenos Aires (SIPOBA) y la Federación Argentina de Sindicatos Policiales y Penitenciarios (FASIPPT)”, OIT, Ginebra, Noviembre de 2003.] 

Además, el gobierno nacional consideró que las fuerzas de seguridad “no son independientes del Estado, sino que lo representan y lo integran, ya que son depositarias exclusivas del monopolio de la fuerza pública y garantes de la seguridad interna”.
[…] Existe en las fuerzas de seguridad un principio de jerarquización que contradice el principio de democratización sindical, siendo este último un presupuesto esencial a los fines del reconocimiento de la tutela de las asociaciones sindicales como sujetos colectivos del derecho del trabajo. Una asociación sindical es un grupo colectivo de trabajadores unidos por la afinidad y la solidaridad y que poseen un funcionamiento autónomo de los empleadores y del propio Estado. […] La autonomía respecto de empleadores y del Estado […] constituye un requisito esencial. Ningún poder puede someter o interferir en su acción a una asociación sindical, de manera que impida el cumplimiento de su objetivo principal. Las fuerzas armadas y las policiales no son independientes del Estado, sino que lo representan y lo integran, ya que son depositarias exclusivas del monopolio de la fuerza pública y garantes de la seguridad interna.[footnoteRef:63] [63: Ibíd.] 

Al respecto, el Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT convalidó la posición argentina.
[…] El Comité recuerda que Argentina ha ratificado el Convenio núm. 87 que dispone en su artículo 9 que la legislación nacional deberá determinar hasta qué punto se aplicarán a las fuerzas armadas y de la policía las garantías previstas por el presente Convenio. […] En virtud de este texto, no cabe duda que la Conferencia Internacional del Trabajo tuvo intención de dejar que cada Estado juzgue en qué medida considera oportuno acordar a los miembros de la fuerzas armadas y de la policía los derechos previstos en el Convenio, o sea, implícitamente, que los Estados que hubieren ratificado el Convenio no están obligados a reconocer los derechos mencionados a esas categorías de trabajadores […].[footnoteRef:64] [64: Ibíd.] 

Aun así, en la última parte del citado párrafo, el Comité de Libertad Sindical deja asentado que numerosos países han reconocido el derecho a la sindicalización policial.
[…] Varios Estados Miembros han reconocido el derecho de sindicación a la policía y las fuerzas armadas.[footnoteRef:65] [65: Ibíd.] 

Los países que han reconocido, con diverso alcance y regulaciones, el derecho a la sindicalización policial son numerosos y diversos. Entre ellos, pueden mencionarse Alemania, Australia, Bélgica, Bulgaria, Estados Unidos, España, Francia, Grecia, Holanda, Hungría, Irlanda, Israel, Italia, Polonia, Portugal, República Checa, Sudáfrica, entre otros. Todo ellos son países miembros de OIT.
Pues bien, en este sentido, durante los últimos años, la respuesta de la autoridad federal en materia de trabajo a los diferentes requerimientos de inscripción sindical efectuado por diferentes asociaciones policiales ha sido la señalada más arriba.
En 2006, la “Unión de Policías y Penitenciarios Argentina Córdoba «7 de agosto»” (UPPAC) solicitó la inscripción gremial ante el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social. Éste la rechazó el 25 de junio de 2007 mediante la Resolución 662/07 y lo hizo sobre la base de una serie de argumentos elocuentes establecidos en los considerandos de dicha resolución.
[…] El artículo 9 del Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo establece que la legislación nacional de los estados miembros podrá determinar hasta qué punto se aplicarán a las fuerzas armadas y policiales las garantías de libertad sindical. […] La excepción señalada permite excluir totalmente o bien limitar los derechos de sindicación a esta categoría de trabajadores, habiendo señalado el Comité de Libertad Sindical, que esta posibilidad “ha sido dejada claramente a la apreciación de los estados miembros”. […] Los sindicatos tienen por objeto la defensa de los intereses de los trabajadores, siendo éstos los que desempeñan una actividad lícita que se presta a favor de quien tiene facultad de dirigirla (artículo 2º de la Ley Nº 23.551 y artículo 1º del Decreto 467/88). […] La tarea de seguridad que la ley impone a las fuerzas armadas y policiales, a partir de una organización jerárquica vertical, en un marco de disciplina, es esencial para el mantenimiento del orden interno de la fuerza y la operatividad en el cumplimiento de los objetivos a su cargo, los que se dificultarían considerablemente, a partir de la constitución de un sindicato para estas categorías. […] En nuestro país, no se ha dictado legislación alguna que recepte la posibilidad de sindicación de las fuerzas armadas o policiales, coordinando armónicamente los derechos que se derivan del ejercicio de la libertad sindical y las obligaciones propias de estos trabajadores.[footnoteRef:66] [66: BOLETÍN OFICIAL, Buenos Aires, 3 julio de 2007.] 

UPPAC interpuso un recurso jerárquico contra la Resolución 662/07 del Ministerio de Trabajo así como contra la posterior Resolución Nº 24/11 mediante la que se rechazó, a su vez, el recurso de reconsideración. El 13 de enero de 2013, la Procuración del Tesoro de la Nación, mediante el Dictamen 15/12, en su intervención previa, brindó la base argumental de la denegación gubernamental a la inscripción sindical de las asociaciones policiales.
[…] Debe tenerse presente que la Constitución Nacional, al incorporar con jerarquía constitucional a los tratados que enumera en el artículo 75, inciso 22, lo hace […] en las condiciones de su vigencia […], expresión que tanto la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos 319:3312; 327:3312; 328:2056 y 330:32489, entre otros), como la doctrina […] ha interpretado en el sentido de que las convenciones internacionales deben ser interpretadas y aplicadas […], considerando particularmente su efectiva aplicación jurisprudencia por los tribunales internacionales competentes para su interpretación y aplicación. […] Todos los instrumentos internacionales que se refieren a la cuestión, reconociendo la especial naturaleza de las funciones que cumplen tanto las fuerzas armadas como las policiales -que les imponen, entre otras cosas, un tipo de organización específico-, autorizan a los gobiernos a establecer restricciones legales al ejercicio del derecho a la sindicación por parte de sus miembros. Ello, sin duda, importa el reconocimiento internacional de que aquellas características obstan a un reconocimiento pleno de aquel derecho, en pie de igualdad con el que gozan los trabajadores de otros sectores. Dicha circunstancia impide, en el estado actual de nuestra legislación, que aún no ha establecido esas restricciones, es decir, el marco normativo en el que los derechos vinculados con la libertad sindical puedan ser ejercidos por miembros de las fuerzas armadas y policiales de manera compatible con sus funciones y organización, que se les reconozca el derecho de sindicación como se les reconoce a otros trabajadores.[footnoteRef:67] [67: PROCURACIÓN DEL TESORO DE LA NACIÓN, Dictamen 15/12, Buenos Aires, 13 de enero de 2013.] 

La Procuración General del Tesoro señala con acierto que las convenciones internacionales deben aplicarse considerando la jurisprudencia emanada de los tribunales internacionales competentes para su interpretación. No obstante, el Comité de Libertad Sindical de la OIT no es un tribunal internacional, lo que relativiza el alcance de sus conclusiones. Como bien señaló Marcelo Castro Fox, Director de la Oficina de la OIT en Argentina, debería ser la Corte Internacional de Justicia la que interprete las disposiciones y el alcance de los Convenios de la OIT y no los expertos o comités especializados de ésta.[footnoteRef:68] [68: Castro Fox sostiene una interpretación restrictiva tendiente a limitar la posibilidad de exclusión de la sindicalización de las fuerzas de seguridad tal como lo expuso en el marco del Seminario Internacional “Trabajo y sindicalización policial”, organizado por el Núcleo de Estudios de Gobierno y Seguridad (NEGyS) de la Universidad Metropolitana para la Educación y el Trabajo (UMET) y que se llevó a cabo en Buenos Aires el 18 de junio de 2013.] 

Pues bien, en marzo de 2012, el gobierno nacional dictó el Decreto 353/12 rechazando la posibilidad de hacer lugar a la inscripción gremial de asociaciones policiales, agotando las vías recursivas en sede administrativa, con argumentos similares a los que sostuvo en todos esos años.
[…] La naturaleza de la actividad que desarrollan las fuerzas armadas y de seguridad, cuyas funciones se estructuran en base al ejercicio del mando y de la disciplina, aparece como óbice para que los mismos puedan organizarse gremialmente en los términos de la Ley Nº 23.551, siendo que la mencionada jerarquización contradice el principio de democraticidad sindical que constituye un presupuesto esencial a los fines del reconocimiento de la tutela de las asociaciones sindicales como sujetos colectivos del derecho del trabajo.[footnoteRef:69] [69: BOLETÍN OFICIAL, Buenos Aires, 12 de marzo de 2012.] 

A su vez, allí, se citan tres precedentes jurisprudenciales de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo a favor de la negativa gubernamental. Primero, el fallo de la Sala X de dicha cámara que, en autos “Asociación Profesional Policial de Santa Fe c/Ministerio de Trabajo s/Ley de Asociaciones Sindicales”, el 17 de marzo de 2003, ratificó el criterio de que “todas las normas, convenios o tratados apartan la situación particular de las fuerzas armadas y policiales en tanto no son trabajadores independientes del Estado sino que lo integran y representan, y son depositarios exclusivos del monopolio de la fuerza y garantes de la seguridad interna”, lo que, a criterio del gobierno, convalida la decisión administrativa de “rechazar la inscripción de un sindicato policial”. Segundo, la resolución de la Sala V de la citada cámara que, en referencia a autos “Asociación Profesional de Policías de la Provincia de Buenos Aires c/Ministerio de Trabajo s/Ley de Asociaciones Sindicales”, el 12 de noviembre de 2002, sostuvo que la Constitución Nacional y las facultades atribuidas por esta última a las autoridades de la Nación para “proveer a la seguridad interior y de las fronteras” y para “dictar las normas para la organización y gobierno de las fuerzas armadas según las necesidades de la Nación” validan la denegación del otorgamiento de inscripción gremial a la entidad apelante.[footnoteRef:70] Y, tercero, el fallo de la Sala VI de esa cámara, que, en autos “Ministerio de Trabajo c/Asociación Profesional de Policías de Entre Ríos Paraná s/Ley de Asociaciones Sindicales, el 30 de junio de 2010, afirmó que en el Informe Nº 332 del Comité de Libertad Sindical de la OIT ha sostenido que los Estados ratificantes del Convenio “no están obligados a reconocer los derechos de sindicación a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía”, por lo que “no se advierte que puedan considerarse violentados ni el derecho de igualdad ni la libertad sindical”. [70: Con los mismos argumentos, ese día, la misma Sala V de la mencionada cámara rechazó convalidó el rechazo al otorgamiento de la inscripción gremial de la “Asociación Unión Personal Policial de Río Negro” mediante la Sentencia Nº 66.088 también del 12 de noviembre de 2002.] 

El 30 de abril de 2013, la Sala X de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, en autos “Sindicato de Policías y Penitenciarios de la Policía de Buenos Aires c/Ministerio de Trabajo s/Ley de Asociaciones Sindicales”, sostuvo que un correcto examen de los tratados internacionales de derechos humanos que cuentan con rango constitucional, permite afirmar válidamente la presencia de una clara y notoria restricción a la sindicalización de los integrantes de la policía, entre otros, el Pacto de San José de Costa Rica, que en su artículo 16.3. no impide la imposición de restricciones legales y aun la privación del ejercicio del derecho de asociación a los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía[footnoteRef:71] y, asimismo, que resulta “razonable que la normativa internacional deje en forma apartada la situación de las fuerzas armadas y policiales, [dado que] integran el Estado, lo representan, son miembros de él y son depositarios exclusivos del monopolio de la fuerza pública y garantes de la seguridad interna”. En definitiva, los policías “son funcionarios públicos y ejercen por delegación una parte del poder estatal, en ellos prevalece la existencia de una función estatal con una completa identificación con el poder público que le confiere el cargo”. [71: En igual sentido, el artículo 8° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ambos aprobados en mayo de 1986 mediante la Ley 23.313.] 

A tono con esta base argumental, el año pasado, el Ministerio de Trabajo de la Nación, mediante la Resolución 818/14, rechazó la solicitud de inscripción de la “Asociación Profesional Policial y Penitenciaria de Entre Ríos” (APROPOLER).
Ahora bien, ante esta vorágine antisindical, el ex Juez Nacional del Trabajo, Rodolfo Capón Filas, ha sostenido la necesidad de que se reconozca la libertad sindical y el derecho de negociación colectiva a las fuerzas armadas y a las fuerzas de seguridad.
Las normas [de la OIT] dejan librado a las legislaciones y prácticas nacionales su aplicación aunque la directiva es clara: los integrantes de estos cuadros deben ser receptados como trabajadores cubiertos por la libertad sindical con las consecuencias descriptas. El modelo prusiano “orden/obediencia” (o “subordinación y valor”) ha de ceder ante la participación de todos los agentes armados en la toma de las decisiones, con el debido respeto por sus organizaciones profesionales/sindicales. El ejército israelí es un buen ejemplo. Urge la democratización de las Fuerzas Armadas y de seguridad, socialización que comienza con los planes de estudio y la integración en la sociedad global.[footnoteRef:72] [72: CAPÓN FILAS, Rodolfo,“Derecho sindical y Organización Internacional del Trabajo”, en Derecho del Trabajo, La Ley, Buenos Aires, XLVIII-A, p. 568.] 

Pues bien, al contrario de lo señalado por el Poder Ejecutivo durante todos estos años, Capón Filas sostiene que cuando el Estado argentino ratificó los Convenios Nº 87 y Nº 98 de la OIT, no sancionó correlativamente ninguna ley que excluyera a las Fuerzas Armadas y las fuerzas de seguridad del derecho a la libertad sindical, lo que implica el reconocimiento de la libertad sindical y el derecho de negociación colectiva de estas fuerzas. La ausencia de una ley de ese carácter, no le otorga al Poder Ejecutivo la facultad para interpretar e imponer administrativamente el alcance de las prescripciones establecidas en el artículo 9.1 del Convenio Nº 87 y en el artículo 5.1 del Convenio Nº 98 de la OIT. Así lo sostuvo en su voto en minoría como Vocal de la Sala VI de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en autos “Ministerio de Trabajo c/Sindicato Único del Personal de Seguridad s/Ley de Asociaciones Sindicales”, Expte. N° 11.053/05.
[…] A partir de que los documentos internacionales: Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, Declaración Universal de los Derechos Humanos, el PIDCYP, el PIDESC, tienen jerarquía constitucional y teniendo en cuenta lo dispuesto en la Declaración Socio-laboral del Mercosur (art. 1) y la Declaración relativa a los Principios y Derechos Fundamentales del Trabajo (1998, art. 2) debe reconocerse a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas de Seguridad la libertad sindical y el derecho de negociación colectiva. Por otra parte, cuando la Argentina ratificó los Convenios 87 y 98 OIT ninguna ley fue sancionada excluyendo la libertad sindical a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas Policiales y a las de Seguridad; en la normativa aplicable (ley 23.551) tampoco existe disposición alguna que impida a tales trabajadores sindicalizarse. Consecuentemente, corresponde dejar sin efecto la resolución ministerial cuestionada y ordenar la inscripción gremial de la entidad solicitante.[footnoteRef:73] [73: CAPÓN FILAS, Rodolfo, Voto en minoría, Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, Sala VI, Expte. N° 11.053/05, Sentencia Definitiva N° 58.565/06 en autos “Ministerio de Trabajo c/ Sindicato Único del Personal de Seguridad s/ Ley de Asociaciones Sindicales”, Buenos Aires, 15 de febrero de 2006.] 

En ese voto, Capón Filas indicó que el Comité de Libertad Sindical de OIT sostuvo que la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones ha señalado que, habida cuenta de que el artículo 9° del Convenio Nº 87 prevé únicamente excepciones al principio general, la exclusión de los miembros de las fuerzas armadas y de seguridad de la aplicación de dicho Convenio debería definirse de “manera restrictiva”.
Los miembros de las Fuerzas Armadas [y de seguridad] que podrían ser excluidos de la aplicación del Convenio 87 OIT, deben definirse de manera restrictiva.[footnoteRef:74] [74: Ibíd.] 

Por su parte, al respecto, en esa sentencia, el juez Juan Carlos Fernández Madrid expresó en su voto en mayoría algunas consideraciones que resultan interesantes.
En atención a que los accionantes (agentes policiales en actividad) pretenden se deje sin efecto la resolución ministerial por la cual se rechazó la inscripción de gremial peticionada, conviene señalar que esta materia, por los intereses que puede afectar, vinculados a una de las funciones que el Estado se reserva en forma exclusiva, debe ser tratada con extrema prudencia. Además, se debe atender a que no hay legislación interna que regule la posibilidad de sindicación y de ejercicio de los demás derechos vinculados a ella por parte de las fuerzas de seguridad y, cabe tener presente que, cuerpos que responden a un orden vertical y están creados para proteger la seguridad del país y de las personas no pueden asimilarse a los dependientes comunes a que se refiere la ley 23.551, por lo que ésta no sería aplicable. Por otra parte, la OIT, a través del Comité de Libertad Sindical, cuya doctrina debe ser tenida en cuenta en atención a que ha sido dictada con fundamento en el Convenio N° 87, ha interpretado que el art. 9.1 del mismo se infiere que no cabe duda que la Conferencia Internacional del Trabajo tuvo intención de dejar que cada Estado juzgue en qué medida considera oportuno acordar a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía los derechos previstos en el Convenio, o sea, implícitamente, que los Estados que hubieran ratificado el Convenio no están obligados a reconocer los derechos mencionados a esta categoría de personas.[footnoteRef:75] [75: FERNÁNDEZ MADRID, Juan Carlos, Voto en mayoría,Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, Sala VI, Expte. N° 11.053/05, Sentencia Definitiva N° 58.565/06 en autos “Ministerio de Trabajo c/ Sindicato Único del Personal de Seguridad s/ Ley de Asociaciones Sindicales”, Buenos Aires, 15 de febrero de 2006.] 

En ese mismo sentido, se manifestó el juez Néstor Rodríguez Brunengo en la sentencia de referencia.
Es cierto que nuestra legislación vigente referida a las asociaciones sindicales (ley 23.551), no resulta aplicable -sin más- a los agentes públicos cuyo “estado militar o policial” los sujeta a una estructura de carácter marcadamente jerárquica, estructurada sobre pilares de disciplina y un ejercicio de la cadena de mandos que no sería compatible con el planteo de conflictos colectivos o negociaciones convencionales que colocarían a dichas instituciones en estado que deliberadamente podría demorar decisiones cuya urgencia sea vital para la seguridad de las personas y aún la supervivencia del estado. También es de considerar la necesidad de elaborar una legislación específica para que dichas personas alcanzadas por el “estado militar o policial” puedan gozar del derecho de asociación que se les reconoce en algunas naciones avanzadas. En todo caso, los actores deberían peticionar a los legisladores la proyección de una normativa que habilite los derechos programáticos que la Ley Cimera y los Convenios de la OIT determinan.[footnoteRef:76] [76: RODRÍGUEZ BRUNENGO, Néstor, Voto en mayoría,Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, Sala VI, Expte. N° 11.053/05, Sentencia Definitiva N° 58.565/06 en autos “Ministerio de Trabajo c/ Sindicato Único del Personal de Seguridad s/ Ley de Asociaciones Sindicales”, Buenos Aires, 15 de febrero de 2006.] 

La posición de Fernández Madrid y Rodríguez Brunengo sintetiza, de alguna manera, la base argumental esbozada históricamente por el Estado nacional al respecto. Al contrario de ello, la posición de Capón Filas se basa fundamentalmente en una interpretación amplia y congruente de los tratados sobre derechos humanos así como en las garantías del “principio de legalidad” establecido en el artículo 19 de la Constitución Nacional en el que se prescribe que “ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe”.
El Comité de Libertad Sindical de la OIT ha expresado que el artículo 9.1. del Convenio Nº 87 permite excluir totalmente a esta categoría de trabajadores –los miembros de las Fuerzas Armadas y de seguridad- del amparo del convenio o bien limitarles algunos derechos de sindicalización, lo que ha quedado sujeto a la apreciación de los Estados miembros de la OIT. Pero, más allá de esta interpretación, el mencionado artículo establece textualmente que los Estados miembros determinarán “hasta qué punto”se aplicarán sus disposiciones a las fuerzas de seguridad. No se sostiene, así, una negativa absoluta tal como la que ha mantenido invariablemente el Estado argentino hasta la actualidad.
La completa exclusión de las fuerzas armadas y de seguridad –policías- de la libertad sindical y de negociaciones colectivas resulta controversial en tanto los Convenios Nº 87, 98 y 154 de la OIT establecen invariablemente que deberá determinarse “hasta qué punto” o “el alcance” de la aplicación de las garantías allí establecidas, y que, por cierto, comprenden a los trabajadores policiales. Esta posible excepción subjetiva, de carácter facultativa y en el marco de la razonable reglamentación a que quedan sometidos todos los derechos y garantías, no puede ser desvirtuada íntegramente, lo que en la práctica significa la negación absoluta de aplicación los mismos en el ámbito de las instituciones policiales.
En nuestra interpretación, es fundamental el reconocimiento igual y efectivo de los mismos derechos a todos los trabajadores, aun cuando el disfrute de dichos derechos por parte de los y las policías se hiciera en el marco de un régimen laboral diferente al de los empleados públicos e incluso que contuviera marcadas restricciones por la naturaleza del servicio público o esencial que es propio del que prestan las fuerzas de seguridad. En ese sentido, no existe duda alguna sobre su procedencia y constitucionalidad.
La propia reserva efectuada por el Congreso de la Nación al aprobar el Convenio Nº 154 de la OIT, que en la práctica funge como una declaración interpretativa, en el actual contexto normativo y conforme a la reforma constitucional de 1994, presenta visos de inconstitucionalidad. Primero, porque las garantías allí establecidas derivan de los Convenios Nº 87 y 98 de la OIT referidos a la libertad sindical y los derechos de sindicación y de negociación colectiva y son complementarias a ellos. En consecuencia, la ausencia de interposición de reserva o declaración interpretativa cuando el Congreso Nacional aprobó los referidos Convenios Nº 87 y 98 proyecta sus efectos al citado Convenio Nº 154, lo que evidenciaría un obrar errático o contradictorio que en ningún caso justifica la reserva interpuesta en el último de los convenios. Asimismo, sin dudas, el modo o el alcance del ejercicio de esos derechos resulta incompatible con la restricción absoluta a la posibilidad de ejercerlos, lo que surge del artículo 28 de la Constitución Nacional que establece que “los principios, garantías y derechos reconocidos […] no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio”.
Por lo tanto, impedir su ejercicio resulta contrario a la limitación constitucional de no alteración, debido a que constituye una negación. Por cierto, toda facultad que permita restringir el libre ejercicio de una garantía constitucional debe ser interpretada con criterio restrictivo. Adicionalmente, ello constituye una desigualdad manifiesta y arbitraria que resulta violatoria de los artículos 14 bis y 16 de la Constitución Nacional, en tanto a los trabajadores policiales se les niegan los derechos que sí se reconocen a todos los trabajadores argentinos.
Segundo, porque los docentes y los trabajadores de la administración pública –burocracia a la que pertenecen los trabajadores policías- están excluidos de las prescripciones normativas que regulan las convenciones colectivas de trabajo pero cuentan con sus propias convenciones colectivas. En efecto, la Ley 14.250 de Régimen Jurídico de las Convenciones Colectivas de Trabajo–texto ordenado publicado el 3 septiembre de 2004- excluye expresamente a los trabajadores comprendidos en la Ley 23.929 de Negociación Colectiva para los Trabajadores Docentes y la Ley 24.185 sobre Convenios Colectivos para Trabajadores del Estado, pero estas normas establecen sus propios regímenes convencionales. En ese sentido, la exclusión de los trabajadores estatales de las convenciones colectivas cedió en tanto la idea de “subordinación y valor” derivada de la asimilación arcaica de la administración pública a una organización vertical de mando y obediencia no tiene lugar en un sistema republicano y democrático. Además, dicha exclusión original resultó de hecho inoperante a los fines de una eficiente política de recursos humanos y a la incorporación y participación de los trabajadores organizados en la gestión, conforme a los parámetros del constitucionalismo social que consagró los derechos sociales de segunda generación.
El Estado ha sostenido en 2003 ante el Comité de Libertad Sindical de la OIT, “las fuerzas […] policiales no son independientes del Estado, sino que lo representan y lo integran, ya que son depositarias exclusivas del monopolio de la fuerza pública y garantes de la seguridad interna”.[footnoteRef:77] De este modo, para el Estado argentino, un trabajador o trabajadora –policía- que carece de decisión sobre la definición de políticas o el dictado de actos administrativos de alcance general y que, además, goza de estabilidad en la función, “representa al Estado” y, en razón de ello, no puede sindicalizarse, ya que no es posible ser “juez y parte”. Pero un policía que no posee facultades para definir las políticas institucionales o para dictar actos administrativos de alcance general, aunque goce de estabilidad en la función, no es un “funcionario”[footnoteRef:78] que ejercen la representación legal del Estado y que, por ende, no debería tener la posibilidad de sindicalizarse. No puede equipararse a la categoría de “funcionario” a un policía de calle sólo porque porta un arma y ejerce “en nombre” del Estado el monopolio del uso legítimo de la fuerza. Ese policía es, más bien, un trabajador que desempeña una función peligrosa y que manipula un elemento letal. En razón de ello, se le deben reconocer los derechos y garantías de todo trabajador que ejerce una actividad de riesgo y, asimismo, se le deben imponer estrictos deberes y obligaciones, y controlar su observancia a los fines que la “función” sea ejercida conforme a los parámetros constitucionales y legales, reduciendo los riesgos para terceros y sin poner en juego la vida y la salud del trabajador, como sucede, por ejemplo, quedando sujeto las veinticuatro horas al “estado policial”. [77: COMITÉ DE LIBERTAD SINDICAL,Informe Nº 332…, op.cit.]  [78: En general, son considerados “funcionarios” aquellos que ocupan cargos a partir del rango de Subsecretario, aunque podrían incluirse Directores, según la jerarquía y el modo de acceso al cargo, y quienes ejercen cargos electivos, o los funcionarios que quedan comprendidos en la categoría de “personas políticamente expuestas”, de acuerdo con la Resolución UIF52/2012.] 

El personal policial está obligado a observar el “Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley” aprobado el 17 de Diciembre de 1979 por la Organización de las Naciones Unidas mediante la Resolución 34/169, y adoptado en nuestro país por el artículo 22 de la Ley 24.059 de Seguridad Interior. Entre sus preceptos, establece prescripciones muy precisas acerca de las actividades y deberes de los policías.
ARTÍCULO 1. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cumplirán en todo momento los deberes que les impone la ley, sirviendo a su comunidad y protegiendo a todas las personas contra actos ilegales, en consonancia con el alto grado de responsabilidad exigido por su profesión.
Comentario: a) La expresión “funcionarios encargados de hacer cumplir la ley” incluye a todos los agentes de la ley, ya sean nombrados o elegidos, que ejercen funciones de policía, especialmente las facultades de arresto o detención.
ARTÍCULO 2. En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y mantendrán y defenderán los derechos humanos de todas las personas.
ARTÍCULO 3. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podrán usar la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus tareas.
[…]
ARTÍCULO 6. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley asegurarán la plena protección de la salud de las personas bajo su custodia […].
Entretanto, además de la constitucionalización de los tratados sobre derechos humanos consagrada en el artículo 75, inciso 22 de la Constitución Nacional, debe tenerse en cuenta y hacer una correcta interpretación de las disposiciones de la Convención Americana de Derechos Humanos o “Pacto de San José de Costa Rica”, aprobada en 1984 mediante la Ley 23.054; del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ambos aprobados en 1986 por medio de la Ley 23.313; y del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o “Protocolo de San Salvador”, aprobado en 1996 a través de la Ley 24.658, en particular, el artículo 8 sobre “derechos sindicales”.
ARTÍCULO 8. Derechos Sindicales.
1. Los Estados partes garantizarán:
a. El derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al de su elección, para la protección y promoción de sus intereses. Como proyección de este derecho, los Estados partes permitirán a los sindicatos formar federaciones y confederaciones nacionales y asociarse a las ya existentes, así como formar organizaciones sindicales internacionales y asociarse a la de su elección. Los Estados partes también permitirán que los sindicatos, federaciones y confederaciones funcionen libremente;
b. El derecho a la huelga.
2. El ejercicio de los derechos enunciados precedentemente sólo puede estar sujeto a las limitaciones y restricciones previstas por la ley, siempre que éstos sean propios a una sociedad democrática, necesarios para salvaguardar el orden público, para proteger la salud o la moral públicas, así como los derechos y las libertades de los demás. Los miembros de las fuerzas armadas y de policía, al igual que los de otros servicios públicos esenciales, estarán sujetos a las limitaciones y restricciones que imponga la ley.
3. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato.
Existen otros antecedentes institucionales recientes que van a favor de la sindicalización policial y/o penitenciaria. En 2008, el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) emitió el Dictamen Nº 040-08 declarando en un caso concreto que “el Artículo 11 de la Ley Nº 263 de la Provincia de Tierra del Fuego es discriminatorio en los términos del Artículo 1° de la Ley Nº 23.592, pues impide a los/as miembros del personal de la Policía de la Provincia ejercer sus derechos de libre afiliación gremial”.
Asimismo, en febrero de ese año, el juez de Primera Instancia y 31ª Nominación en lo Civil y Comercial de Córdoba, Aldo Novak, declaró en autos “Rearte, Adriana Sandra y otro c/Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba – Amparo”, Expediente 1.321.645/36, la inconstitucionalidad de la prohibición que impedía a los empleados del Servicio Penitenciario de la Provincia de Córdoba agremiarse o realizar cualquier conducta tendiente al ejercicio de su derecho constitucional de formar un sindicato, sosteniendo que no podía soslayarse que a partir del 10 de diciembre de 1983, “se ha avanzado en la consolidación de la democracia y, específicamente, en la democratización de las fuerzas armadas y de seguridad, no pudiendo admitirse situaciones de arbitrariedad”. Ante la resolución del juez Novak, el Gobierno de la Provincia de Córdoba apeló la medida, alegando consecuencias sobre la seguridad pública, y la Cámara de Apelaciones decidió hacer lugar a la misma y revirtió el fallo de primera instancia.[footnoteRef:79] [79: En: “http://www.apropol.org.ar/index.php?option=com_content&task=view&id=3268&Itemid=1”.] 

La sindicalización y la negociación colectiva de los trabajadores policiales –en este último caso, de los trabajadores penitenciarios- no conllevan un riesgo para la adecuada prestación del servicio de seguridad pública. La existencia de una institucionalidad a través de la cual es posible canalizar las demandas y reclamos laborales mediante instancias de diálogo, negociación y/o concertación, que ambas partes conocen y respetan, configura un instrumento para estabilizar las relaciones laborales en el ámbito policial y favorece un ejercicio de negociaciones democráticas que no puede ni debe afectar la función policial y, menos aún, constituir en una excusa para el incumplimiento de las tareas propias de cada trabajador.
Monique Marks y Jenny Fleming, dos especialistas sudafricanos en procesos de sindicalización policial en contextos democráticos, destacan que las experiencias de sindicalización policial en aquellos países donde se ejerce plenamente ha contribuido a estabilizar las relaciones laborales e institucionales entre policías y autoridades políticas. Además, sostienen que “los derechos de los oficiales de policía y la gestión de las relaciones laborales [en las policías] son cuestiones importantes a ser reconocidas si somos serios en la profundización de las prácticas democráticas de la policía, particularmente, en países en proceso de democratización”.
[…] La gestión las relaciones laborales y los derechos de los policías dan forma a subjetividades internas de la policía de manera importante. Estas subjetividades internas tienen consecuencias para los amplios proyectos de democratización (a menudo definido internacionalmente) en las organizaciones policiales. Los supuestos y valores básicos que los miembros de la policía tienen sobre los derechos y las libertades democráticas son moldeados por su propia experiencia personal y organizativa de esos derechos.[footnoteRef:80] [80:  MARKS, Monique y FLEMING, Jenny, “The Untold Story: The Regulation of Police Labour Rights and the Quest for Police Democratization”, en Police Practice and Research: An International Journal, New York, Vol. 7, No. 4, Septiembre de 2006, p. 310.] 

Por su parte, en 2003, el entonces Juez de Instrucción rionegrino, Martín Lozada, y Silvia Contrafatto de Cartolano rechazaron enfáticamente que la sindicalización policial implicaría el resentimiento de la “disciplina y subordinación policial”.
La discutida sindicalización de los trabajadores policiales podría permitir una representación colectiva que defienda sus intereses laborales, sin por ello resentir los principios de disciplina y subordinación imperantes en las instituciones a que pertenecen. Punto, claro está, donde radican las preocupaciones de la mayoría de quienes ocupan las más altas jerarquías en las respectivas fuerzas. He aquí el desafío planteado: reconocer y proteger los derechos de un golpeado colectivo laboral hasta ahora privado de ciertos derechos inherentes a todo trabajador y, simultáneamente, adoptar una reglamentación que impida que sus eventuales medidas de fuerza obstruyan el normal desenvolvimiento del servicio esencial de seguridad. Una ecuación difícil, es cierto, pero constitucionalmente posible.[footnoteRef:81] [81: LOZADA, Martín yCONTRAFATTO DE CARTOLANO, Silvia, “La sindicalización policial”, en diarioRío Negro, Viedma, 17 de noviembre de 2003.] 

Además, Lozada y Contrafatto de Cartolano destacaron las experiencias internacionales que desdicen el argumento por el cual se sostiene que la sindicalización policial implica un quiebre de la institución de referencia.
[…] En España, por su parte, se encuentra conformado el Sindicato Unificado de Policía (SUP), autoproclamado como una organización libre, democrática, unitaria y pluralista que se rige por la voluntad de sus afiliados. En la Comunidad Europea, casi todos los Estados parte cuentan con organizaciones sindicales del tipo, que a su vez integran desde octubre del 2002 la Federación Europea de Policía (Eurocop). Esta nueva organización, que reemplaza a la histórica Unión Internacional de Sindicatos de Policía creada en 1953, representa a más de 500.000 empleados europeos en relación con cuestiones que afectan a las condiciones de trabajo o los deberes de los funcionarios de Policía.[footnoteRef:82] [82: Ibíd.] 

En 2012, Martín Lozada añadió otro argumento a favor de la sindicalización policial. Sostuvo que el reconocimiento de los derechos a la agremiación y la negociación colectiva de la policía contribuiría con la ruptura del carácter militarizado de esas instituciones.
Horizontalizar una estructura tradicionalmente vertical y jerárquica permitirá acaso generar una nueva dinámica que restrinja la posibilidad de que las fuerzas de seguridad se conviertan en el brazo armado de intereses políticos ajenos a sus funciones esenciales. Es decir, ni más ni menos que el mantenimiento de la paz social y el orden público general. Para ello, es necesario considerar a la policía como un servicio esencialmente de naturaleza civil y, por ende, sin razón para seguir manteniendo su militarización y su carácter de colectivo laboral no deliberante Su inclusión democrática debería permitirle discutir las particularidades que hacen a su régimen laboral y la posibilidad de emitir opiniones públicas, así como el derecho de peticionar pacíficamente en grupo como paso indispensable para desarrollar una conciencia profesional en sintonía con los principios que rigen en el Estado constitucional de derecho. No deja de resultar paradójico el hecho de propugnar la existencia de aparatos policiales más apegados al Estado de derecho cuando, simultáneamente, se les niega el ejercicio de uno de los derechos constitucionales más elementales, cual resulta ser el de congregarse para defender los intereses laborales de su respectivo sector.[footnoteRef:83] [83: LOZADA, Martín, “Argentina: sindicalización policial”, en diarioRío Negro, Viedma, 20 de marzo de 2012.] 

En 1997, con relación a la Policía Bonaerense, Raúl Zaffaroni sugería “algunos caminos para no llegar al siglo XXI con control social del siglo XIX” y, entre ellos, destacaba el establecimiento de “un sistema de sumarios rápido, claro, con defensa y recurso judicial breve y gratuito”; la mejora de los “salarios y condiciones de trabajo de la policía, darle recursos, preocuparse en serio por sus vidas, entrenarla mejor”; fortalecer los controles comunitarios sobre la policía”; y “permitir la sindicalización del personal policial”, ya que “la conciencia profesional y la autoestima no tienen otro nido”.[footnoteRef:84] [84: ZAFFARONI, Eugenio, “¿Qué se puede hacer con la Policía Bonaerense?”, en diario Clarín, Buenos Aires,20 de marzo de 1997.] 

En diciembre de 2013, Zaffaroni, por entonces Juez de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, planteó que la reforma de la policía era imprescindible y señaló que el policía era un “trabajador particular” que no cuenta con ningún tipo de canal para articular sus intereses y plantear sus demandas laborales.
Hay que tener en cuenta que el policía es un trabajador, un trabajador particular, pero necesita tener un lugar para canalizar sus reclamos. Discutir horizontalmente las condiciones de trabajo es lo que crea la conciencia profesional. […] No hay un canal de comunicación del personal policial en el que éste se pueda expresar de alguna manera. Yo no sé si es la sindicalización, no entro en ese tema porque hay una cuestión jurídica debatida que tenemos que resolver en la Corte. […] Pero algún canal de comunicación tiene que haber, alguna forma. Esa falta es lo que genera el espacio en que se puede dar la manipulación. Si se ve la vivencia del personal policial, [el policía] es una persona que no tiene posibilidades de discutir sus condiciones de trabajo en forma horizontal, está sometido a un régimen de trabajo que dicen que es cuasi militar, pero es un régimen de sanciones arbitrario, no puede discutir sus condiciones salariales. Cada vez que tiene que hacer una declaración, la tiene que hacer de espaldas […]. Por otra parte, es una actividad que exige riesgos. Todo eso es un caldo que cultivo para cualquier manipulación.[footnoteRef:85] [85: ZAFFARONI, Eugenio, “La fuerza capaz de desestabilizar es la policial” (entrevista), en diario Página/12, Buenos Aires, 12 de diciembre de 2013.] 

En enero de 2015, cuando ya había dejado de ser miembro del alto tribunal, se lamentó que éste no se haya expedido sobre la “inconstitucionalidad de la prohibición de la sindicalización de la policía”.[footnoteRef:86] A los pocos días, reiteró esta aseveración. [86: ZAFFARONI, Eugenio,“La Justicia va a terminar con un enorme desprestigio” (entrevista), en diario Página/12, Buenos Aires, 3 de enero de 2015.] 

[…] A la larga, el policía tiene que ser considerado un trabajador, que tenga todos los derechos de un trabajador, menos el de huelga, naturalmente. Pero el de sindicalización, participación, discusión horizontal de las condiciones de trabajo, sí. Cuanto más se amplía una institución, más verticalidad se le pretende dar, lo cual se traduce en una arbitrariedad en el manejo interno. El servicio de policía es civil, no militar, por lo cual no veo ningún inconveniente en que se sindicalice. Además, creo que es inconstitucional que la policía no pueda sindicalizarse. Esa prohibición es inconstitucional […]. Tienen que tener derecho a discutir las condiciones de trabajo, a opinar sobre la compra de materiales, a integrar comisiones paritarias. ¿Por qué no? […].[footnoteRef:87] [87: ZAFFARONI, Eugenio,“Es inconstitucional que la policía no pueda sindicalizarse” (entrevista), en diario digital 0223.com.ar, Mar del Plata, 13 de enero de 2015.] 

Para Zaffaroni, la inconstitucionalidad de la prohibición de la sindicalización policial era un tema que le había quedado pendiente en la Corte Suprema de Justicia de la Nación y que le hubiera gustado expedirse al respecto. “Yo había hecho el planteo de la inconstitucionalidad de la prohibición de sindicalización de los policías, había hecho el borrador de voto, pero no llegó a circular”, dijo.
En este marco y sobre la base de estas últimas consideraciones, sostenemos la necesidad de iniciar un proceso institucional en la provincia de Buenos Aires orientado al reconocimiento y materialización del derecho a la sindicalización y a la negociación colectiva para los trabajadores policiales sobre la base de dos criterios básicos. En primer lugar, tal como se consigna en el presente proyecto de ley, la actividad policial es intrínsecamente un servicio público. Ello limita el carácter de las medidas de acción directa que podrían adoptar los trabajadores organizados -policiales o de apoyo- en defensa de sus derechos y, además, impone la garantía de prestar el servicio mínimo esencial. En segundo lugar, la normativa internacional citada -en particular, los Convenios de OIT-, habilita la posibilidad de establecer “hasta qué punto” se pueden reconocer las garantías de libertad sindical y los derechos de sindicación y de negociación colectiva, lo que impone la necesidad de precisar el “alcance” de los mismos. Ello se debe traducir concretamente en disposiciones, procedimientos, restricciones y prohibiciones a los que deben quedar sujeto los policías para su ejercicio, sin que ello importe negación de dichas garantías y derechos, tal como lo proponemos en esta iniciativa.
En este sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en su “Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos” de diciembre de 2009, efectuó una serie de consideraciones sustantivas acerca de las condiciones laborales del personal de las fuerzas de seguridad y, sobre la base de ellas, formuló recomendaciones a los países miembros que están a tono con la propuesta legislativa aquí presentada.
Para la CIDH, el “sistema de protección de los derechos laborales del personal de las fuerzas policiales” debe asentarse en el “principio de igualdad ante la ley, igual protección ante la ley y no discriminación”. En la mayoría de los países de la región, se ha verificado el deterioro de las “condiciones de trabajo de los y las agentes de policía”, las que, en algunos de ellos, son “deplorables”. Ello deteriora la “situación de los derechos humanos vinculados a la seguridad ciudadana”.
Los Estados Miembros, entre las medidas positivas para garantizar los derechos humanos vinculados a la seguridad ciudadana, deben contar con fuerzas policiales profesionales. Para ello, entre otros instrumentos, es fundamental la vigencia de normas que regulen con precisión la carrera policial. Al respecto, [se] considera necesaria la creación de una verdadera carrera policial, que comprenda un riguroso proceso de capacitación con cursos de formación técnica y en derechos humanos, estrictos criterios de selectividad, y un sistema de promoción. Todo ello debería ir acompañado de la asignación de los recursos materiales necesarios para que la policía pueda cumplir con sus labores; el pago de un sueldo justo que dignifique el trabajo y atraiga al personal adecuado; y por último, la sanción de los excesos cometidos para depurar los elementos corruptos y delictuosos. Del mismo modo, la carrera policial debe regular los requisitos para el cese de la función policial, y prever sistemas de seguridad social que garanticen una adecuada calidad de vida del personal una vez producido el retiro.[footnoteRef:88] [88: COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos, Organización de los Estados Americanos, Washington, 2009, p. 39.] 

Seguidamente, la CIDH enumera el conjunto de derechos laborales básicos y fundamentales para los miembros de las policías.
[…] La doctrina más reconocida en la región menciona, entre los derechos de los miembros de las fuerzas policiales: (1) la remuneración justa, que permita al policía y a su familia un nivel de vida digno, teniendo en cuenta los peligros, responsabilidades y situaciones de estrés a las que se ve enfrentado por su accionar cotidiano, así como la capacidad técnica que su profesión le exige; (2) condiciones de seguridad e higiene en el trabajo; (3) respeto al horario y apoyo psicológico y físico necesarios; (4) el régimen de descanso y vacaciones proporcionales al desgaste que implica su labor en permanente estrés; (5) el deber de cumplimiento de órdenes superiores sólo si éstas son legales y, en caso contrario, el derecho a oponerse a ellas, no pudiéndose aplicar medida penal o disciplinaria alguna al funcionario que rehúsa una orden ilegal o violatoria de derechos humanos; (6) recibir, de modo permanente, la formación adecuada al cumplimiento de sus funciones, estableciendo una carrera policial que sea el soporte académico‐profesional de la transformación cultural.[footnoteRef:89] [89: Ibíd.] 

Y, de entre los derechos laborales esenciales de los y las policías, la CIDH indica el derecho a agremiarse en un marco de equilibrio entre el ejercicio de la “libertad sindical” y los compromisos asumidos por los Estados americanos de vigencia y protección plena de los derechos humanos de las poblaciones.
[…] En cuanto a los derechos del personal de las fuerzas policiales, es imprescindible referirse al ejercicio de la libertad sindical. En este sentido, los Estados Miembros deben garantizar al personal que integra las fuerzas policiales derecho de asociarse para la defensa de sus derechos profesionales, conforme a lo establecido en el ordenamiento jurídico internacional. El ejercicio de la libertad sindical por parte de funcionarios policiales debe desarrollarse manteniendo una ponderación permanente con el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los Estados Miembros respecto a toda la población bajo su jurisdicción en el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. El logro de ese equilibrio determina que la actividad sindical de los funcionarios y funcionarias policiales puede someterse a algunas limitaciones o restricciones que no rigen para otros trabajadores de la actividad pública o privada, propias de una institución sometida a reglas específicas de disciplina y jerarquía y a las necesidades de una sociedad democrática, como se desarrollará oportunamente en este informe al analizar el derecho a la libertad de asociación en su relación con la política pública sobre seguridad ciudadana.[footnoteRef:90] [90: Ibíd., pp. 39 y 40.] 

En el presente proyecto de ley, se reconoce el derecho a la libertad sindical de los y las policías pero adoptando las siguientes limitaciones.
1. Se impone como deber a los trabajadores policiales “ejercer únicamente fuera del horario de trabajo, de forma pacífica, sin portar armamento reglamentario o propio ni vestir uniformes, los derechos de asociación, reunión y manifestación en defensa de sus intereses profesionales” (artículo 5º, inc. j).
2. Se reconocerá, cuando se constituya, a una única asociación sindical, de acuerdo con la normativa federal de aplicación en la materia y con el reconocimiento administrativo correspondiente. Si bien la libertad de agremiación y el reconocimiento de la pluralidad de asociaciones sindicales deben observarse -principios ratificados e interpretados por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, entre otros, en el caso “Asociación Trabajadores del Estado c/Ministerio de Trabajo s/Ley de Asociaciones Sindicales[footnoteRef:91]-, en esta actividad, la existencia de múltiples interlocutores podría dificultar el establecimiento del sistema institucional de participación sindical de los trabajadores, al menos inicialmente. Además, la multiplicidad de asociaciones implicaría la existencia de organizaciones segmentadas por tipo de actividad, escalafón, jerarquía y hasta por tipo de policía –o servicio policial-. Lo que se pretende con esta norma es la democratización y horizontalización -con límites- de las instituciones policiales. [91: Fallo del 11/11/2008 - T. 331. P.2499C.S.J.N. (Mayoría: Lorenzetti, Highton de Nolasco, Fayt, Petracchi, Maqueda, Zaffaroni)] 

3. Se prohíbe a la organización sindical “recibir fondos de personas físicas ni jurídicas, sean estas públicas, privadas, nacionales o extranjeras”, con el objeto de evitar mecanismos espurios de financiamiento que pudieren orientar ilegítimamente su accionar u organización.
4. Se prohíbe toda medida de acción directa que implique:
a. Tomar los lugares de trabajo, dentro o fuera del horario laboral;
b. Negarse a cumplir sus funciones de modo que ello importe dejar de prestar o afectar la prestación esencial del servicio policial en forma parcial o total;
c. Cumplir sus funciones bajo las modalidades “a reglamento”, con lentitud por razones reglamentarias o análogas, en tanto importen la paralización o interrupción total o parcial de la prestación del servicio esencial de seguridad; y
d. Movilizarse, manifestar o peticionar en horario laboral, o con uniforme reglamentario o portando armamento reglamentario o propio; y correlativamente se habilita la posibilidad de sancionar con cesantía o exoneración, de acuerdo a la gravedad de la falta.
5. Se asegura el derecho a la tutela sindical pero se precisa que el ejercicio del ius variando fundado en razones propias del servicio policial no requiere autorización judicial previa y puede ser dispuesto sin más limitación que el cumplimiento de las formas y el procedimiento por el funcionario competente. Con ello, se apunta a evitar que el ejercicio de una función sindical resulte impedimento para una adecuada prestación del servicio que, por ser esencial, no tolera negativas al cumplimiento de las tareas encomendadas, siempre que las órdenes resulten legítimas, razonables y no arbitrarias.
6. Se permite la realización de reuniones en los lugares de trabajo pero fuera del horario laboral siempre que no afecte la marcha del servicio y cuente con autorización previa del jefe de la dependencia.
Como contrapartida, se introducen algunas disposiciones para fortalecer la democracia sindical: se limita la reelección; se establecen unas pocas pero significativas limitaciones para ser candidato; se fijan mecanismos de democracia participativa -consulta con las bases- y se garantiza un piso bajo de inclusión de las minorías en los cuerpos deliberativos.
En materia de negociación colectiva, por otra parte, no se han adoptado reglas o normas particulares debido a que el diálogo, el debate y el acuerdo -o la falta de éste- no puede menoscabar la prestación del servicio -con los límites antes detallados-. En tal sentido, la única disposición que se adopta, una vez obtenida la personería gremial, es el establecimiento de una “Comisión Paritaria Permanente” que, a diferencia de otras de su género, no puede reglamentar el trabajo policial por sí, sin perjuicio de que interviene, propone y adopta dicha reglamentación, pero siempre sujeta a la aprobación del Poder Ejecutivo.
A la “Comisión Paritaria Permanente” se le atribuyen facultades interpretativas -con una mayoría especial de dos tercios- y la potestad de dictar normas específicas relacionadas con las condiciones, ambiente, seguridad y salud en el trabajo en el ámbito de las Policías de la Provincia de Buenos Aires que, como se describe en el acápite referido a la Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo, constituye un eje central de este proyecto en cuanto a la reivindicación de la labor de los trabajadores policiales.
Por su parte, respecto a la “Comisión Paritaria Permanente”, no cabe explicitar la necesidad de adoptar medidas de acción positiva para promover la equidad de género ya que la Ley 25.674, que regula la “participación femenina en las unidades de negociación colectiva de las condiciones laborales” y que fue reglamentada por medio del Decreto 514/03, dispone en su artículo 1º que las unidades de negociación colectiva de las condiciones laborales deben contar con la “participación proporcional de mujeres delegadas en función de la cantidad de trabajadoras de dicha rama o actividad”, lo que será aplicable a las Policías de la Provincia de Buenos Aires.
Por último, se ratifica el principio del orden público laboral, de modo que por vía reglamentaria podrán mejorarse y acordarse otros derechos a los trabajadores más allá de los establecidos en este proyecto y de los que emergen de los regímenes profesionales específicos que resultan de aplicación.
En el presente proyecto, no se ignora la imposibilidad práctica de una aplicación inmediata de estas disposiciones en tanto que el Poder Ejecutivo Nacional no modifique la doctrina administrativa sentada hasta la fecha o que el Congreso de la Nación sancione una ley que precise que no existe impedimento para la simple inscripción y el reconocimiento de la personería gremial de asociaciones sindicales de policías y establezca, en su caso, reglas particulares; o incluso que la Corte Suprema de Justicia de la Nación se pronuncie en un caso concreto respecto de la inconstitucionalidad de los actos administrativos que niegan tales inscripciones.
Creemos, sin duda alguna, en la constitucionalidad de la sindicalización de los trabajadores policiales, con las limitaciones que autoriza el orden público laboral que emana de las normas internacionales a las que nuestro país adhiere. La adopción de un marco normativo preciso y con restricciones que satisfaga la atendible preocupación que existe en diferentes ámbitos con relación a las consecuencias no deseadas que podría traer aparejada la sindicalización policial contribuirá a que alguna de las opciones mencionadas en el párrafo anterior se haga realidad. Ello también se verá favorecido por el reconocimiento por parte de la Provincia de Buenos Aires de la necesidad de contar con una asociación sindical que nuclee a los trabajadores policiales, estableciendo las reglas de organización y procedimiento a que habrá de sujetarse el vínculo con ésta -en el marco de las facultades constitucionales que le son propias-. Esta iniciativa espera aportar a ello.
Finalmente, resulta fundamental para la adecuación de la organización policial militarizada al régimen democrático la distinción que se hace en el presente proyecto entre los trabajadores policiales y los trabajadores de apoyo de las Policías de la Provincia de Buenos Aires así como el reconocimiento para a éstos últimos del derecho de sindicalización del que gozan los restantes trabajadores del sector público.

e. Violencia laboral.
En las Policías de la Provincia de Buenos Aires, los y las policías viven en un clima de violencia laboral permanente y ello es determinante para la reproducción de prácticas violentas e ilegales llevadas a cabo por los y las policías en la prestación del servicio que desarrollan habitualmente.
La violencia implica “el uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo o privaciones”.[footnoteRef:92] Es siempre una forma de ejercicio del poder mediante que tiene por objeto doblegar la voluntad de otro y eliminar los obstáculos que se oponen al ejercicio de ese poder propio. [92: ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD, Informe mundial sobre la violencia y la salud: resumen, OPS, Washington, D.C, 2002, p. 4.] 

Las sociedades modernas padecen un aumento y extensión de la violencia laboral en sus diferentes manifestaciones y la Argentina no es una excepción al respecto. 
En el ámbito laboral, se denomina con el concepto anglosajón “mobbing”[footnoteRef:93] a toda forma de acoso o violencia laboral, comprendiendo el acoso psicológico en el trabajo, la agresión física, el acoso sexual y también la violencia contra las mujeres y la más ampliamente la vinculada a la identidad de género o con mayor precisión a su expresión cuando ésta no coincide con el “modelo” mayoritariamente aceptado o esperado. [93: El término mobbing procede del verbo inglés “tomob” que significa “acosar, asaltar, atropellar, atacar en masa a alguien”.] 

En los últimos años, en Argentina, se ha avanzado notablemente en la remoción de las barreras jurídicas que consagraban diversas discriminaciones en el ámbito laboral materializadas en comportamientos agresivos, despreciativos, insultantes, discriminatorios, con entidad suficiente para provocar daños físicos y/o psicológicos -temporales o permanentes-, incluso cuando una persona lo padece aunque no esté directamente involucrada.
En los estudios especializados en esta temática, se ha abordado la cuestión de la violencia en el ámbito laboral haciendo uso de una variedad de conceptos que vale la pena repasar a los efectos de dar cuenta del alcance del problema.[footnoteRef:94] [94: Al respecto, véase: SÁEZ, María Concepción y GARCÍA-IZQUIERDO, Mariano, “Violencia psicológica en el trabajo: mobbing” en, BUENDÍA, José y RAMOS, Francisco (eds.), Empleo, estrés y salud, Pirámide, Madrid, 2001; PIÑUEL Y ZABALA, Iñaki,Mobbing: cómo sobrevivir al acoso psicológico en el trabajo, Sal Terrae, Santander, 2001;HIRIGOYEN, Marie-France, El acoso moral en el trabajo. Distinguir lo verdadero delo falso, Paidós, Barcelona, 2001; e INSTITUTO VASCO DE SEGURIDAD Y SALUD LABORALES, Acoso moral en el trabajo: evaluación, prevención e intervención, OSALAN, Bilbao, 2004, entre otros.] 


	Autor
	Término
	Definición

	Brodsky (1976)
	Harassment
	Intentos repetidos y persistentes por parte de una persona de atormentar, agotar, frustrar o lograr una reacción de otra persona; es un trato que se caracteriza por la provocación persistente, la presión, el enfrentamiento, la intimidación u otros modos de comportamiento que causan incomodidad.

	Thylefors (1987)
	Scapegoating
	Una o más personas, durante un período de tiempo, son expuestas de modo repetitivo a acciones negativas por parte de uno o más individuos.

	Matthiesen, Raknes y Rökkum (1989)
	Mobbing
	Una o más conductas y reacciones duraderas y repetidas de una o más personas dirigidas a una o más personas de su grupo de trabajo.

	Kile (1990)
	Health
Endangering
leadership
	Actos de humillación y acoso continuos, de larga duración, por parte de un superior y que son expresados abiertamente o de modo encubierto.

	Leymann (1990)
	Mobbing
Psychological Terror
	Comunicación no ética y hostil dirigida de modo sistemático por una o más personas principalmente hacia una persona determinada.

	Wilson (1991)
	Workplace trauma
	La desintegración de la autoestima del empleado como resultado del tratamiento continuo, real o percibido, deliberadamente maligno o malévolo por parte de un empleador o supervisor.

	Adams (1992)
	Bullying at work
	Crítica continua y abuso personal en público o en privado, con el fin de humillar y degradar a una persona.

	Ashforth (1994)
	Pettytyranny
	Un líder utiliza su poder sobre los demás mediante la arbitrariedad, despreciando a los subordinados, mostrando escasa consideración, utilizando un estilo basado en la fuerza para la resolución de conflictos, impidiendo la iniciativa, y utilizando castigos no contingentes.

	Björkqvist, Österman y
Hjelt (1994)
	Harassment
	Actividades repetidas con el fin de causar sufrimiento psicológico (aunque algunas veces también físico), y dirigido hacia uno o más individuos, que no son capaces de defenderse por sí mismos.

	Vartia (1996)
	Harassment
	Situaciones donde una persona es expuesta repetidamente y durante cierto tiempo a acciones negativas por parte de una o más personas.

	Hirigoyen (1998)
	Le harcèlement moral
	Cualquier manifestación de una conducta abusiva y, especialmente, los comportamientos, palabras, actos, gestos y escritos que puedan atentar contra la personalidad, la dignidad o la integridad física o psíquica de un individuo, o que puedan poner en peligro su empleo, o degradar el clima de trabajo.

	Piñuel (2001)
	Acoso psicológico
en el trabajo (APT)
	Intimidar, apocar, reducir, aplanar, amedrentar y consumir emocional e intelectualmente a la víctima con vistas a eliminarla de la organización o a satisfacer la necesidad insaciable de agredir, controlar y destruir que suele presentar el hostigador que aprovecha la ocasión que le brinda la situación organizativa para canalizar una serie de impulsos y tendencias psicopáticas.

	Grupo de Estudio Violencia en el Trabajo de la Comisión Europea (2001)
	Comportamiento negativo entre compañeros o entre superiores e inferiores jerárquicos, a causa del cual el afectado es objeto de acoso y ataques sistemáticos durante mucho tiempo, de modo directo o indirecto, por parte de una o más personas, con el objetivo y/o el efecto de hacerle vacío.

	Convenio Colectivo OIT – Sindicato OIT (2001)
	Todo acto, conducta, declaración o solicitud que resulte inoportuno para una persona y que pueda considerarse razonablemente en todas las circunstancias, como un comportamiento de acoso con carácter discriminatorio, ofensivo, humillante, intimidatorio o violento, o bien una intrusión en la vida privada.

	Oficina de Asesoramiento sobre Violencia Laboral (OAVL) del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la República Argentina
	Toda acción, omisión o comportamiento, destinado a provocar, directa o indirectamente, daño físico, psicológico o moral a un trabajador o trabajadora, sea como amenaza o acción consumada. La misma incluye violencia de género, acoso psicológico, moral y sexual en el trabajo, y puede provenir de niveles jerárquicos superiores, del mismo rango o inferiores.



Tal como señala León Warshaw, “en cualquier lugar de trabajo pueden darse casos de violencia”, aunque “hay ciertos tipos de trabajo y de circunstancias relacionadas con el trabajo que se asocian de forma especial al riesgo de generar o de ser objeto de violencia”.[footnoteRef:95] Este estudioso detalla un conjunto de “factores relacionados con el trabajo que se asocian a la violencia”, algunos de los cuales resultan fundamentales para dar cuenta de la violencia laboral en el ámbito policial. [95: WARSHAW, León J. “La violencia en el lugar de trabajo” en ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO, Enciclopedia de Salud y Seguridad en el Trabajo, OIT, Ginebra, Volumen II, p. 5.] 

Uno de esos factores está dado por el contacto con las “actividades delictivas”, lo que es propio del trabajo policial.
Quizá los menos complejos entre los episodios de violencia relacionados con el trabajo son los relacionados con la violencia criminal, principal causa de los homicidios en el lugar de trabajo. Se pueden distinguir dos categorías: los relacionados con intentos de robo u otros delitos y los vinculados al tráfico ilegal de drogas. La policía, los guardias de seguridad y otros trabajadores encargados de velar por el cumplimiento de la ley y el orden se enfrentan constantemente al riesgo de ser agredidos por criminales que intentan entrar en el lugar de trabajo o que se resisten a ser identificados y detenidos. Los que trabajan en solitario y los trabajadores de campo, cuyas obligaciones les llevan a barrios con altas tasas de criminalidad suelen ser objeto de intentos de robo […].[footnoteRef:96] [96: Ibíd. p. 5.] 

Otro factor fundamental es el “trato con el público”, abarcando al conjunto de los “trabajadores de servicios comunitarios en organismos públicos y agencias privadas […] que prestan servicios de cara al público [y] suelen enfrentarse a agresiones por parte de individuos a quienes se ha hecho esperar sin razón, a quienes se ha recibido con desinterés e indiferencia (ya sea real o percibida) o a quienes la complicación de los procedimientos burocráticos y los tecnicismos han hecho fracasar en su intento de obtener información o servicios”. Entre estos trabajadores se encuentran los “agentes de policía” que “han de enfrentarse a multitudes impacientes y agitadas”.
Los trabajadores del sector público, sobre todo los uniformados, y los edificios y las oficinas oficiales donde trabajadores y visitantes pueden resultar heridos o muertos de forma indiscriminada, pueden ser objeto de violentas agresiones causadas por el resentimiento y la rabia contra leyes y políticas oficiales que sus autores no aceptan.[footnoteRef:97] [97: Ibíd.] 

Warshaw añade un serie de condiciones que ponderan la violencia laboral tales como la falta de participación de los trabajadores en la toma de decisiones; la inexistencia de políticas de resolución de conflictos; las labores y lugares de trabajo con un alto grado de estrés y presión por parte de los superiores; la inexistencia de carrera por mérito y capacitación o falta de valoración de los trabajadores; los sistemas de comunicación ineficaces (o inexistentes) caracterizados por un esquema vertical y unidireccional; y la ausencia de políticas de sanción a quienes practican el acoso y la violencia.
Todas estas condiciones forman parte de la vida laboral cotidiana de los trabajadores policiales en la provincia de Buenos Aires, lo que los coloca en una situación de riesgo permanente de violencia laboral, en cuyo contexto el mayor peligro es la naturalización de la violencia laboral.
La necesidad de considerar, visibilizar y atender de modo efectivo este fenómeno resulta esencial y, por ello, se trata de modo particularizado en el proyecto de ley, enfatizando su importancia, considerando e incorporando la remisión a la normativa existente a nivel provincial, esto es, la Ley 13.168 de Violencia Laboral, sancionada en diciembre de 2003 y modificada por la Ley 14.040 en septiembre de 2009 y por la Ley 12.764 de Sanción del Acoso Sexual, en octubre de 2001. Sobre este aspecto fundamental del trabajo policial, las disposiciones de este proyecto de ley se integran y amplían el plexo normativo vigente, adoptando incluso una definición legal amplia.
Se entiende por violencia laboral a las acciones ejercidas de manera recurrente sobre una trabajadora o un trabajador, en el lugar de trabajo o con motivo de éste, que atenten contra su dignidad, integridad física, sexual, psicológica, intelectual o social.
La propuesta normativa enfatiza además la necesidad de adoptar una política unívoca que sancione la violencia en el ámbito laboral pero fundamentalmente hace hincapié en el carácter preventivo de dicha sanción, incluyendo como un objetivo permanente las necesarias adecuaciones y modificaciones de los lugares y prácticas de trabajo policial así como la asistencia al trabajador o trabajadora víctima de estas conductas. Como lo indica, Patricia Barbado, es fundamental la prevención de situaciones de violencia en el ámbito laboral, tomando a ésta como un “problema” y no como un corolario de agresiones aisladamente consideradas y abordadas.
La prevención es el elemento básico de control para mejorar la vida laboral y evitar la exclusión social. Es importante adoptar medidas en una fase temprana para evitar un entorno de trabajo destructivo, para lo cual los empresarios no deberían esperar a recibir quejas de las víctimas, sino actuar cuando se habla solamente de un problema y no de una agresión.[footnoteRef:98] [98: BARBADO, Patricia, “La necesidad del tratamiento legal de la violencia laboral”, en revista Jurisprudencia Argentina, AbeledoPerrot, Buenos Aires, 2005-II, 2005.] 

Para abordar integralmente este problema es necesario dar cuenta de la “cultura organizacional” en la que se inscribe el trabajo de referencia y que constituye un factor determinante de las situaciones de violencia laboral o de su naturalización.
[…] La cultura organizacional es el conjunto de valores, creencias y entendimientos importantes que los integrantes de una organización tienen en común y que ofrece formas definidas de pensamiento, sentimiento y reacción que guían la toma de decisiones y otras actividades de los participantes en la organización. Expresa, asimismo, los valores o ideales sociales y creencias que los miembros de la organización llegan a compartir, manifestados en elementos simbólicos […] y un lenguaje especializado. Si nos proponemos reorientar las culturas, es claro que debemos […] percibir y reconocer este tipo de violencia, [la que no puede permanecer] inadmisiblemente impune y exento de reproche.[footnoteRef:99] [99: BARBADO, Patricia, “El acoso psicológico en el ámbito laboral de la O.I.T.”, en Revista de Derecho Laboral, Lexis Nexis, Buenos Aires, N° 19, p. 1554.] 

En este sentido, en el proyecto, se destaca la necesidad de adoptar e implementar el repertorio de recomendaciones prácticas sobre la violencia en el lugar de trabajo en el sector de los servicios y medidas para prevenirla y conjurarla de la OIT, las que abarcan diversas dimensiones y dan cuenta de las acciones que deben desplegarse frente a la violencia en el lugar de trabajo, a saber, la formulación de políticas integrales; la identificación de los riesgos; la evaluación de los riesgos; la prevención y el control; la formación; el control y atenuación de las consecuencias; la atención y apoyo a los trabajadores afectados; y la supervisión y evaluación.
El articulado propuesto actualiza y amplía la conceptualización de las conductas no deseadas que sanciona la norma y que deben ser objeto de prevención. Trasciende las definiciones estrechas y taxativas que no consideran situaciones en las que indirectamente el o la trabajadora policial resulta afectado/a y que deben ser atendidas y consideradas, en particular, en una institución en la que el mando, la obediencia y la organización piramidal con relaciones verticales es marcada.
Así, según el presente proyecto de ley, las partes implicadas; el tiempo y duración de la exposición a hechos dañosos; el riesgo efectivo para la salud o la integridad psicofísica del/la trabajador/a; y la intención o finalidad así como la idoneidad o entidad de la agresión, serán definidas, caracterizadas y atendidas en el seno de la “Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo”, instituida como un ámbito de concertación independiente que deberá “aprobar el procedimiento interno para el trámite de sumarios por causa de violencia laboral que garantice la confidencialidad, discreción, y resguardo absoluto de la identidad de todos los involucrados” y “establecer y mantener un servicio de asesoramiento, contención y orientación de las víctimas de violencia laboral y facilitar el acceso a los dispositivos de prevención establecidos a fin de evitar situaciones de violencia laboral”, entre otras acciones.
La violencia laboral provoca un mal ambiente de trabajo y produce una significativa disminución del rendimiento, problemas de comunicación o motivación que resienten la calidad o efectividad del servicio, incremento del ausentismo laboral, expulsión de trabajadores y aumento de los incidentes vinculados a la salud con la consiguiente necesidad de atención -por ejemplo, síndromes de ansiedad, estrés, depresión, fobias, trastornos del sueño, problemas digestivos y musculoesqueléticos, etc.-. Todo ello, además, puede provocar el retiros anticipados, incrementar las pensiones por invalidez otorgadas y los gastos de salud de los pasivos, e incluso generar la obligación de indemnizar por parte del Estado empleador en tanto responsable por la salud y seguridad del trabajador y la trabajadora policial.
En suma, la violencia laboral a los y las policías que no es abordada y atendida institucionalmente constituye una violación a los derechos humanos de los y las policías, y así debe ser tratada.

f. Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo.
Las inadecuadas condiciones en las que los trabajadores prestan servicios en las Policías de la Provincia de Buenos Aires y la existencia de numerosas conflictividades sin cauce institucional determinan la necesidad de admitir la agremiación del personal policial, incluyendo la posibilidad de la negociación colectiva con los parámetros propios del servicio público y atento a las particularidades de la actividad. Sin perjuicio de ello, y aun cuando entendemos que tales derechos se encuentran garantizados por la Constitución Nacional, lo cierto es que hasta la fecha la autoridad de aplicación nacional ha interpretado que los trabajadores policiales no pueden agremiarse ni entablar negociaciones colectivas, tal como ya se ha explicado extensamente. Entretanto, deben, por lo menos, adoptarse medidas para implementar, como mínimo, acciones concertadas con participación directa los interesados –las y los policías- que resulten efectivas para mejorar las condiciones y ambiente laboral de los trabajadores policiales. Ello justifica la necesidad de instrumentar un ámbito institucional para adoptar esas medidas y acciones concretas.
La presente iniciativa toma en cuenta, para ello, la tibia acción iniciada por el Poder Ejecutivo mediante Decreto 179/12, del 26 de marzo de 2012, mediante el cual se creó la “Comisión de Salud y Seguridad para el Servicio Penitenciario Bonaerense y las Policías de la Provincia de Buenos Aires”, de la que no participan los y las trabajadoras policiales y/o penitenciarias. A diferencia de esta experiencia, el Ministerio de Seguridad de la Provincia de Santa Fe creó mediante la Resolución 66/13 del Ministro de Seguridad una “Comisión de Salud y Seguridad en el Trabajo” para el “Personal Policial y Personal del Servicio Penitenciario”, integrada por funcionarios y representantes de los trabajadores elegidos por éstos mediante el voto igual, universal, secreto y voluntario y a través de un mecanismo de representación por agrupamientos y regiones. En los considerandos de la resolución quedaron reflejados los objetivos de la acertada decisión gubernamental.
[…] La protección de los trabajadores contra todo tipo de siniestralidad por el desempeño de sus funciones, o de enfermedades adquiridas en ocasión de las mismas, inscripta en el concepto de trabajo decente de la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T.), requieren de medidas y acciones concretas, ratificándose que el medio óptimo para llevar adelante las mismas resulta ser un órgano participativo y representativo de todos los sectores involucrados en la problemática, tanto del gobierno a través del Ministerio de Seguridad, como es en este casi, como de representantes del Personal Policial y Personal del Servicio Penitenciario, por el otro, para que en forma colaborativa puedan abordarse no sólo cuestiones propias a los distintos servicios sino también a las características de los agrupamientos y a una adecuada representatividad territorial de los mismos. […] Las normas de la O.I.T. constituyen un código internacional del trabajo en materia de seguridad y salud, donde se definen estándares mínimos de protección y exigencias básicas para las buenas prácticas de salud y seguridad en el ámbito laboral, y se especifican los derechos de los trabajadores, la participación y las responsabilidades de todos los actores involucrados en su consecución.[footnoteRef:100] [100: Resolución 66/13, Ministro de Seguridad de la Provincia De Santa Fe, Santa Fe, 25 de enero de 2013.] 

En abril de 2014, se llevaron a cabo las elecciones de referencia. De la policía santafecina, votaron 6.049 efectivos, es decir, el 31,55 % del padrón de 19.171 policías. Y del servicio penitenciario, sufragaron 1.731 agentes penitenciarios, lo que constituyó el 67,06 % de un padrón de 2.581 penitenciarios. En total, en el transcurso de los tres días que duró el acto comicial, votaron un total de 7.780 policías y penitenciarios -35,76 % del padrón de electores habilitados-.[footnoteRef:101] [101: En: “http://www.upcnsfe.com.ar/nota/32248-fueron-elegidos-los-polic-as-y-penitenciarios-que-integrar-n-la-comisi-n-de-salud-y-seguridad-en-el-trabajo”.] 

Compartiendo estos idearios, en el presente proyecto de ley, se propone crear una “Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo”, con competencia específica en materia policial, que constituya un ámbito institucional en el que mediante la participación y el diálogo entre el Estado empleador y los trabajadores -por medio de sus representantes elegidos por voto directo-, se formulen políticas, se diseñen proyectos y se ejecuten acciones -dentro de un preciso marco de competencias- para mejorar la prevención de enfermedades profesionales y accidentes de trabajo, preservar el cuidado de la vida y la salud de los y las policías, adoptar medidas para identificar y disminuir los riesgos asociados a la función y mejorar continuamente el ambiente y las condiciones de trabajo.
La propia normativa provincial vigente provee un marco común que se adapta en esta iniciativa a las particularidades del servicio y la función policial, ya que, como se ha sostenido, no puede admitirse, a esta altura del desarrollo de la vida democrática en nuestro país, la coexistencia de trabajadores con derechos plenos y trabajadores de segunda -como los policías- para los que no rigen las garantías constitucionales o rigen parcialmente. Por cierto, la Ley 14.226 regula el funcionamiento de la Comisión Mixta de Salud y Seguridad en el Empleo Público (CoMiSaSEP) y en ella se prevé la conformación de Comisiones Jurisdiccionales, integradas por funcionarios y representantes de los trabajadores designados por las asociaciones sindicales representativas de cada área.
En razón de la imposibilidad fáctica de constituir una asociación gremial en el ámbito de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, en la iniciativa, se propone que la “Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo” quede integrada por funcionarios y delegados de los trabajadores, los que se deberían elegir en forma directa a simple pluralidad por voto universal, secreto y voluntario.
En este último caso, se adopta el criterio de dejar librada la participación en el proceso a la discrecionalidad de cada trabajador policial como modo de promover el genuino involucramiento de los interesados y, asimismo, para asegurar una adecuada vinculación con los delegados -cuya postulación será voluntaria, pudiendo ser reelegidos sólo por un período-, los que deberán representar las genuinas inquietudes de sus compañeros y compañeras y se verán compelidos a mantener un contacto fluido con éstos y éstas y sus necesidades, para obtener su apoyo en el proceso de elección.
En concreto, se propone integrar la “Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo” con igual número de miembros representantes del Estado -a través del Poder Ejecutivo y del Legislativo- y de los trabajadores policiales. El número se fija en cuarenta y ocho, por lo que los veinticuatro correspondientes a los trabajadores se consideran teniendo en cuenta una dotación total -policías y personal de apoyo- de aproximadamente, a la fecha, de 60.000 agentes, lo que lleva a que cada delegado -y su suplente- representarán alrededor de 2.500 trabajadores agrupados en circunscripciones uninominales por proximidad geográfica.
Este diseño de representación uninominal prescinde de cualquier división por agrupamientos o jerarquías o agregado por unidades o áreas, de modo que la base resulte heterogénea, representativa de toda la geografía provincial y el voto sea igualitario, debido a que la única y exclusiva finalidad de la “Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo” se circunscribe a las cuestiones vinculadas a la salud y la seguridad en el trabajo y, por ello, no puede estructurarse como si se tratara de una mesa de discusión propia de una negociación colectiva, imposible por el imperativo cierto que niega la conformación de una asociación sindical. De este modo, se busca establecer mecanismos alternativos y provisorios conducentes a asegurar que las necesidades e inquietudes del conjunto de los trabajadores policiales lleguen a conocimiento de las autoridades y sean debatidas en este ámbito institucional.
Por estas razones, a diferencia de lo establecido en la Ley 14.226 o al caso de la “Comisión de Salud y Seguridad en el Trabajo” de la Provincia de Santa Fe, aquí no se propone crear Comisiones Jurisdiccionales, sin perjuicio de que, a los fines de asegurar ámbitos de trabajo efectivos, se organice la labor de la “Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo” en cuatro grupos temáticos integrados por 12 miembros cada uno, a saber, ambiente y organización del trabajo; atención y promoción de la salud y enfermedades profesionales; condiciones y relaciones laborales; y prevención y atención de las violencias.
Respecto de los veinticuatro representantes estatales, se asignan dieciséis al Poder Ejecutivo y se reservan ocho asientos para el Poder Legislativo (cuatro senadores y cuatro diputados), de modo que aquellas iniciativas, propuestas o acciones vinculadas a mejorar la salud y la seguridad en el trabajo policial que requieran de modificaciones o innovaciones legislativas tengan un adecuado desarrollo parlamentario, además de promover así la inclusión efectiva en el diálogo y la concertación a los representantes del pueblo.
El diseño presentado, en el marco del plexo normativo vigente en materia de empleo público en la Provincia, resulta superador de las prescripciones del Decreto 179/12 y, por ello, se propone su derogación, debiendo en el futuro considerarse, en oportunidad de sancionar la necesaria reforma del marco jurídico del Servicio Penitenciario Bonaerense, la inclusión de una Comisión de similares características, adaptada a la realidad de los trabajadores penitenciarios.
Por último, cuando fuese admitida la creación de una asociación sindical representativa de los trabajadores policiales, el diseño propuesto no se verá alterado debido a que en el ámbito de la “Comisión Representativa de Salud y Seguridad en el Trabajo” se encuentran representados todos los trabajadores -policiales y de apoyo- que prestan servicios en las Policías de la Provincia de Buenos Aires, en tanto las condiciones y los lugares de trabajo son los mismos, aun cuando, a partir de la sanción de la presente ley, el personal de apoyo quedará sujeto al régimen del Estatuto y Escalafón para el Personal de la Administración Pública aprobado por la Ley 10.430 y podrá asociarse a cualquiera de los sindicatos debidamente reconocidos que actúan en el ámbito provincial. Asimismo, la regulación especial que se propone en materia de salud y seguridad en el trabajo policial prevalecerá por sobre las disposiciones de la Ley 14.226 que crea la CoMiSaSEP en el ámbito de las Policías de la Provincia de Buenos Aires.

g. Defensoría del policía.
La iniciativa presentada, propone la creación de una “Defensoría del Policía” a los efectos de dotar a los trabajadores policiales de un instituto destinado a proteger y promover sus derechos así como impulsar y favorecer en el interior de la institución una cultura de respeto de los derechos y deberes de los y las policías. Para ello, su misión está orientada a la defensa y promoción de los derechos e intereses individuales, colectivos y difusos consagrados en la Constitución Nacional, la Constitución Provincial y las leyes y las reglamentaciones frente a los actos, hechos u omisiones de la administración.
Se trata de un órgano independiente de promoción de derechos que, al mismo tiempo, constituye una instancia más de control externo, lo que favorece la existencia de controles cruzados, tal como lo recomiendan las mejores prácticas a nivel internacional. En este sentido, la Defensoría del Policía, debería organizarse y funcionar en el ámbito del ministerio a cargo de la gestión de los asuntos de seguridad pública provincial y no debe tener dependencia funcional de ninguna autoridad policial.
A su vez, el mecanismo de designación del Defensor del Policía propuesto tiene por objeto dotarlo de la mayor independencia técnica y política posible para el desempeño de sus funciones, estableciendo que su nominación está a cargo del Poder Ejecutivo pero debe contar con el acuerdo del Senado prestado en sesión con el voto afirmativo de dos tercios de los miembros presentes.
Respecto de sus facultades y competencias, el Defensor del Policía debería poder adoptar medidas y proponer mecanismos de salvaguarda y difusión de los derechos del personal policial; interactuar con otras instancias de control externo; sugerir reformas normativas; elaborar informes; atender reclamos y peticiones; y elaborar cuadros de situación en materia de discriminación y efectiva vigencia de derechos de los integrantes de la institución. Para el cumplimiento de todas estas tareas, es importante destacar que, por un lado, debe contar con legitimación procesal –fundamental para la tutela de derechos- y, además, el personal policial debe estar obligado a brindarle toda la información requerida y la colaboración debida. 
La figura del Defensor de la Policía que aquí se propone reconoce un antecedente en la “Defensoría del Policía de Perú”, creada y puesta en funcionamiento en 2002, en el marco del proceso de reforma de la Policía Nacional del Perú iniciada con la caída del gobierno de Alberto Fujimori. Los resultados institucionales alcanzados por la “Defensoría del Policía de Perú” fueron inmediatos y tangibles. Durante los dos primeros años, gestionó la denuncia y atención de 3.000 casos individuales consistentes en solicitudes de reincorporación, dilación en los procesos sumariales, mala calidad de los servicios, maltrato, discriminación, exceso de sanciones, etc. También produjo un riguroso informe acerca del procedimiento administrativo interno y del sistema previsional. A partir de las demandas recibidas, creó una bolsa de trabajo para las viudas y familiares de los policías fallecidos; conformó la Comisión Nacional de la Mujer Policía, en cuyo marco desarrolló un estudio sobre la discriminación al interior de la fuerza y elaboró el primer dictamen contra el acoso sexual; e instituyó en su seno la Comisión de Discapacitados.
Las quejas de maltrato por parte de los oficiales rasos y la carencia de mecanismos para canalizarlas al interior de la institución conllevaron a la creación de un órgano sin precedentes llamado la Defensoría del Policía. […] Esta defensoría cumplió funciones como recibir y revisar quejas y hacer un trabajo de cabildeo a través de los canales institucionales para poner remedio a las situaciones de maltrato y desarrollar un código ético de la policía. La defensoría estaba separada físicamente de los recintos policiales y recibía quejas de oficiales de todos los rangos, jubilados y activos en el servicio, en asuntos como la negación de beneficios, asignaciones y promociones. Con un foco particular en los más vulnerables, protegía a oficiales discapacitados y trataba casos de discriminación, incluyendo muchas situaciones de acoso sexual sufridas por oficiales mujeres. De manera explícita, la instancia no fue creada para lidiar con casos de corrupción o asuntos disciplinarios internos, aunque en ocasiones recibía información sobre temas que eran remitidos al nuevo Buró de Asuntos Internos del Ministerio [del Interior], para que fueran investigados más profundamente. La defensoría adquirió gran popularidad entre oficiales rasos, pero se ganó la desconfianza de los oficiales más antiguos, quienes consideraban que estaba suplantando las funciones de la existente oficina del inspector general y socavando la jerarquía institucional.[footnoteRef:102] [102: COSTA, Gino y NEILD, Rachel, “La reforma policial en Perú”, en Urvio, Revista Latinoamericana de Seguridad Ciudadana, FLACSO-Ecuador, Quito, Nº 2, septiembre de 2007, p. 122.] 

En Argentina, a través de la Ley 26.102 de Seguridad Aeroportuaria, mediante la que se creó la Policía de Seguridad Aeroportuaria (PSA), primera policía nacional en democracia, se instituyó la “Defensoría del Policía de Seguridad Aeroportuaria”, primera de este tipo en nuestro país, que entró en funcionamiento en 2010. Durante los primeros 18 meses su desempeño fue prolífico:
1. Ha ejercido la “defensa del personal policial” sometido a sumario por faltas graves o muy graves en 93 audiencias indagatorias llevadas a cabo por la Auditoria de Asuntos Internos y en 65 audiencias de debate en el Tribunal de Disciplina Policial.
2. Ha atendido quejas, reclamos y/o peticiones formuladas por el personal policial en forma presencial, telefónica o por correo electrónico, referidas a conflicto por cambio en la política de ascensos y brecha generacional; ascensos; calificaciones; licencias médicas por tratamiento prolongado; cese de servicios; jubilación; disponibilidad; hostigamiento laboral; cuestiones de género; discriminación; dilación injustificada de trámites; y cambio de destino. En todos los casos, se recurrió al pedido de información a las autoridades competentes.
3. Ha efectuado 28 “pronunciamientos defensoriales” referentes a cuestiones de género; revisión y reconstrucción de calificaciones; revisión del proceso de reencasillamiento; y cese de funciones.
4. Ha receptado “pedidos de intervención” en casos de acoso laboral; discapacidad; traslados y pases del personal policial; disponibilidad; reclamos por adecuación del haber jubilatorio y carencia de obras social de los retirados; licencias médicas de largo tratamiento; reclamos por diferencias salariales; reclamos por adecuación horaria; reclamos contra la calificación; mora en conclusión de antiguos sumarios administrativos sustanciado en la institución policial controlada; recursos administrativos referentes a selección, evaluación y ascenso del personal; traslados con reclamos judiciales; inconductas del personal policial en relación con cumplimiento de turnos de guardia y servicios adicionales.
5. Ha efectuado 45 “manifestaciones espontáneas” por las cuales personal de la policía denunció anónimamente hechos que pueden constituir causal de investigación.
6. Ha realizado numerosas “visitas” a unidades operacionales con el objetivo primordial de ejecutar acciones de promoción, educación y difusión entre los miembros del personal policial de los derechos que le asisten.
7. Ha efectuado numerosas “recomendaciones institucionales”.[footnoteRef:103] [103: SAIN, Marcelo Fabián, “Un paso adelante, dos atrás. El kirchnerismo ante la cuestión policial (2003-2012)”, en Comunes. Revista de Seguridad Ciudadana y Pensamiento Crítico, Universidad Nacional Experimental de la Seguridad (UNES), Caracas, Nº 2, noviembre de 2012-abril de 2013, p. 115.] 

Las experiencias mencionadas –la peruana y la PSA- dan cuenta de la relevancia que adquiere dotar a las Policías de la Provincia de Buenos Aires de una institucionalidad de este tipo orientada a promover la defensa de los derechos de los trabajadores policiales.

h. Disposiciones complementarias.
La aprobación del nuevo y moderno catálogo de derechos, deberes y obligaciones de los trabajadores de las Policías de la Provincia de Buenos Aires debe coexistir con el régimen establecido por la Ley 13.982. Es por ello que, en las disposiciones complementarias, se disponen derogaciones, equivalencias y se instruye al Poder Ejecutivo a fin de que reglamente ambas normas de modo coherente y armónico, dado que las mismas conformarán el régimen único y especial del personal de las policías provinciales.
Por otra parte, la sanción del nuevo plexo jurídico obliga a derogar los artículos de la Ley 13.982 y del Decreto 1050/09, que regulan y reglamentan sobre el particular. A su vez, este proyecto distingue entre el personal policial y el de apoyo -que en lo sucesivo, de sancionarse la presente iniciativa, quedará sujeto al régimen del Estatuto y Escalafón para el Personal de la Administración Pública aprobado por medio de la Ley 10.430-, sin perjuicio de la aplicación particular, restrictiva y para casos específicos de las disposiciones de la Ley 13.982.
Las remisiones o referencias que dentro de dicha norma se hace a los derechos, deberes y prohibiciones que se sustituyen por medio de este proyecto, se solucionan mediante un cuadro de equivalencias que evitará la necesidad de interpretar sus disposiciones. En razón de ello, se faculta al Poder Ejecutivo a dictar un texto ordenado, que luego resulte congruente con la reglamentación conjunta antes referida. De este modo, se consolida la reforma parcial que propone en el proyecto y se prevé la congruencia y sistematicidad del ordenamiento aplicable.

***

Este proyecto de ley ha sido elaborado por el diputado provincial Marcelo Fabián Sain, del bloque “Frente Nuevo Encuentro” y por los asesores Nicolás Rodríguez Games, Santiago Fernández y Matías Novoa Haidar. También participó en diferentes tramos y momentos Nicolás Trotta.
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